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1. INTRODUCCIÓN 

 

1. En septiembre de 2015, Societat Civil Catalana presentó su primer 

informe sobre déficits de calidad democrática en Cataluña1. En aquel informe 

dábamos cuenta de la forma en que se habían ido deteriorando elementos 

básicos en una sociedad democrática. La apropiación de las instituciones 

catalanas por partidos que tienen como objetivo la creación de un Estado 

sobre el territorio catalán al margen de cualquier vía legal y vulnerando la 

Constitución había supuesto un progresivo alejamiento por parte de estas 

instituciones de las funciones que han de cumplir según nuestra arquitectura 

constitucional, hasta convertirlas en un mero instrumento al servicio de la 

estrategia separatista. 

 

2. Esta apropiación de las instituciones no solamente tiene 

consecuencias institucionales, sino también en relación a los derechos de los 

ciudadanos, quienes, en primer lugar, se ven sometidos a un poder público 

que no solamente actúa al margen de la ley, sino que hace expreso que no se 

someterá ni a las leyes ni a los tribunales. En segundo lugar, estas 

administraciones abandonan su obligación de actuar en defensa de los 

intereses generales obrando con neutralidad. Como consecuencia de ello, se 

convierten en servidoras de determinadas opciones políticas, haciendo 

prevalecer éstas a través de mecanismos diferentes hasta llegar a confundir los 

posicionamientos partidistas con los oficiales de administraciones e 

instituciones. Esta confusión entre el interés general y el interés particular 

supone una utilización indebida de recursos públicos, pero también la 

vulneración de la libertad ideológica de los ciudadanos, ya que un determinado 

posicionamiento político se impone haciéndolo pasar por oficial y colocando 

                                                 
1 https://societatcivilcatalana.cat/assets/documents/20150910informeCalidad00.pdf 

 

https://societatcivilcatalana.cat/assets/documents/20150910informeCalidad00.pdf
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en una situación de subordinación a quienes sostienen posiciones diferentes a 

la que ha conseguido el respaldo formal de las instituciones. 

 

3. Esta imposición ideológica se aprecia de diferentes maneras, pero es 

especialmente hiriente cuando utiliza la escuela como instrumento, limitando 

de esta forma no solamente el derecho a la libertad ideológica y de 

pensamiento, sino también el derecho a la educación. 

 

4. La limitación de la libertad ideológica no solamente se traduce en 

actuaciones directas de las administraciones y, más específicamente, de la 

escuela, sino que también se observa en instituciones y organizaciones de la 

sociedad civil (colegios profesionales, asociaciones de padres de alumnos, etc.) 

y, de una manera muy destacada en los medios de comunicación. La 

orientación ideológica de estos medios supone también una indebida 

injerencia de los poderes públicos en la ideología de los ciudadanos que 

supone una vulneración de nuestros derechos fundamentales. 

 

5. El documento que se presentó en septiembre de 2015 se ocupaba de 

las cuestiones que acaban de ser mencionadas estructurándolo en torno a tres 

grandes ejes: administraciones públicas, escuela y medios de comunicación. A 

esto se añadía una reflexión final sobre el tratamiento de la disidencia en 

Cataluña, incidiendo en particular en los acosos sufridos por nuestra propia 

organización. No porque fuera esta persecución más significativa que otras, 

sino por la familiaridad con las circunstancias relatadas. 

 

6. En este nuevo informe partiremos del estado de la situación en el 

año 2015 para, a partir de ahí, tratar lo sucedido en los dos últimos años. Un 

período de una enorme intensidad que ha sido testigo de un agravamiento 

muy significativo de la situación entonces descrita. En la actualidad nos 
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encontramos en un escenario crítico, en el que la quiebra institucional está 

dando paso a una brecha social que no será fácil de restaurar. En cualquier 

caso, cualquier solución pasa necesariamente por un diagnóstico adecuado. 

Esperamos que este nuevo informe pueda contribuir a la realización de ese 

diagnóstico. 
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2. LIBERTAD IDEOLÓGICA 

 

2.1. Un caso paradigmático: la adscripción del ICAB al Pacto 

Nacional para el Derecho a Decidir 

 

7. La libertad ideológica de los catalanes se ha visto vulnerada por el 

proceso secesionista. Así se ha declarado expresamente por el Tribunal 

Superior de Justicia en su sentencia de 1 de diciembre de 20162, donde se 

establece que la adscripción del Colegio de Abogados de Barcelona (ICAB) y 

del Consejo de Ilustres Colegios de Abogados de Cataluña al “Pacto Nacional 

por el Derecho a Decidir” suponía una vulneración de la libertad ideológica de 

los colegiados, así como también de las de expresión y de asociación, en tanto 

en cuanto les obligaba a alinearse con una determinada opción ideológica o 

política. 

 

8. Merece la pena recordar tres párrafos de la Sentencia contenidos en 

su Fundamento de Derecho Cuarto: 

 

Ello nos lleva a la afirmación de que el Acuerdo impugnado de adhesión al 
“Pacto Nacional por el Derecho a Decidir”, apoyando a la “Comisión de Estudio 
del Derecho a Decidir”, tiene un marcado carácter político y esa posición política es 
asumida corporativamente. Con el citado Acuerdo se esta (sic.) dando respaldo a los 
postulados de las resoluciones 125/X, 17/X y 5/X de la Asamblea legislativa 
autonómica, se rompe con la neutralidad ideológica o política que se espera del 
Colegio Profesional (por su carácter público aunque su base sea corporativa) y se 
pone a disposición de la “Comisión de Estudios sobre el Derecho a Decidir” una 
serie de medios personales y materiales que sólo pueden estar a disposición de los 
colegiados. 

Dado que la colegiación es obligatoria para quien quiera ejercer la abogacía, 
no deja otra opción a los colegiados que alinearse con la opción ideológica o 
política que el Colegio Profesional ha asumido junto con los compromisos que se 
asumen para hacerlo posible. No hay que olvidar que existen otros cauces previstos 
en la Constitución española, voluntario y estrictamente privados, para poder asumir 

                                                 
2 https://es.scribd.com/document/334377768/Sentencia-TSJC-ICAB-Vulneracion-de-Derechos-
Fundamentales-pdf#from_embed 

https://es.scribd.com/document/334377768/Sentencia-TSJC-ICAB-Vulneracion-de-Derechos-Fundamentales-pdf%23from_embed
https://es.scribd.com/document/334377768/Sentencia-TSJC-ICAB-Vulneracion-de-Derechos-Fundamentales-pdf%23from_embed
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libremente un posicionamiento ideológico como son las asociaciones (art. 22 de la 
CE) o los partidos políticos (art. 23 de la CE). 

En definitiva, no puede exigirse a nadie que asuma una ideología como 
condición para el ejercicio de una profesión. Hacerlo supone una vulneración a la 
libertad ideológica, de expresión y de asociación, libertades todas ellas 
indisolublemente unidas al pluralismo político que, como valor esencial de nuestro 
ordenamiento jurídico, propugna la Constitución española. 

 

9. El caso de la adhesión del ICAB y del Consejo de Ilustres Colegios 

de Abogados de Cataluña al “Pacto Nacional por el Derecho a Decidir” es 

paradigmático de las limitaciones a la libertad ideológica de los catalanes que 

resultan del intento por parte de los nacionalistas de poner al servicio de la 

secesión todas las instituciones que alcanzan a controlar. 

 

10. Por una parte, el ICAB es un colegio profesional público de base 

corporativa. Dado que la colegiación es obligatoria resulta que no es posible 

para quien desee ejercer la abogacía dejar de integrarse en alguno de los 

Colegios de Abogados existentes. Este carácter de colegiación obligatoria 

implica que los Colegios de Abogados han de respetar el principio de 

neutralidad ideológica o política –tal como recuerda la Sentencia- ciñendo su 

actuación a las competencias que el ordenamiento les reserva. El 

incumplimiento de esta obligación supone obligar a los colegiados, en tanto 

que miembros del colegio, a compartir un determinado planteamiento 

ideológico, el que es impuesto por el colegio. En este caso un planteamiento 

vinculado a la celebración de un referéndum de autodeterminación en 

Cataluña, tal como recoge el documento fundacional del pacto3. 

 

11. Hemos comenzado exponiendo el caso de la adscripción del ICAB 

al Pacto Nacional por el Derecho a Decidir porque al existir ya una sentencia 

judicial que hace explícito que la suscripción de este tipo de pactos por 

                                                 
3  El pacto se constituyó el 26 de junio de 2013. En la siguiente dirección web pueden consultarse los 
documentos relativos al mismo: 
http://www.govern.cat/pres_gov/AppJava/govern/notespremsa/249732/pacte-nacional-pel-dret-decidir-
fa-crida-societat-civil-implicar-consulta-civisme-actitud-constructiva.html 

http://www.govern.cat/pres_gov/AppJava/govern/notespremsa/249732/pacte-nacional-pel-dret-decidir-fa-crida-societat-civil-implicar-consulta-civisme-actitud-constructiva.html
http://www.govern.cat/pres_gov/AppJava/govern/notespremsa/249732/pacte-nacional-pel-dret-decidir-fa-crida-societat-civil-implicar-consulta-civisme-actitud-constructiva.html
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instituciones que están obligadas a respetar el principio de neutralidad, deja de 

ser una mera especulación un principio que Societat Civil Catalana ha venido 

recordando e intentando hacer valer desde su misma constitución: daña a los 

derechos de los catalanes que corporaciones, administraciones, instituciones o, 

incluso, asociaciones, se adscriban a posiciones políticas concretas. Este 

posicionamiento pretende trasladar la impresión de que ciertas opciones 

políticas gozan de respaldo oficial y que, por tanto, aquellos que se oponen a 

estos posicionamientos oficiales no gozan de la misma legitimidad que quienes 

se adscriben a los planteamientos respaldados por las instituciones. 

 

12. Lo anterior debería ser un principio claro en democracia; pero 

como veremos, está ausente de la realidad catalana y creemos que es necesario 

reaccionar ante una apropiación del espacio público, tanto físico como 

institucional que limita el pluralismo político –como recuerda la Sentencia del 

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña con la que comenzábamos- como la 

libertad ideológica de los ciudadanos. A continuación detallaremos la forma 

en que opera esta apropiación. 

 

 

2.2. La ideología que se quiere imponer 

 

13. Desde el retorno de la democracia han existido partidos políticos en 

Cataluña que tienen como objetivo la consecución de la independencia de la 

región. Esto es, la constitución de un Estado en el territorio de la misma y la 

sustracción del territorio y de la población de Cataluña a la soberanía española. 

En nuestro ordenamiento jurídico nada impide la existencia de estos partidos, 

incluso aunque defiendan la alteración de nuestro marco constitucional por 

medio de vías de hecho, siempre y cuando tales partidos no planteen la 

consecución de sus objetivos por medio de la comisión de delitos. 
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14. La independencia es, por tanto, una opción política más que 

identifica a algunos partidos políticos. Tales partidos pueden concurrir a las 

elecciones incluyendo en su programa la consecución de dicha independencia 

y tan solo la vulneración del ordenamiento jurídico limita las propuestas que 

en este sentido hagan. 

 

15. Ahora bien, dicho lo anterior, no es posible que tales partidos, en 

caso de conseguir el control de una determinada administración, conviertan el 

independentismo en doctrina política oficial; esto es, no pueden confundir la 

administración con el planteamiento político de quienes la controlan. De 

producirse esta confusión se vulneraría el principio de neutralidad de las 

administraciones, quienes, según el art. 103 de la Constitución, han de actuar 

siempre sirviendo con objetividad el interés general. 

 

Art. 103.1 CE: “La Administración Pública sirve con objetividad los 
intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de descentralización y 
coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho”. 

 

16. Lo anterior implica que sea cual sea el programa con el que un 

partido político haya llegado al control de una administración, no es 

constitucionalmente legítimo que los cargos públicos actúen de tal manera que 

conviertan a la administración en un instrumento de dicha opción política y 

deje de servir con objetividad los intereses generales. Esto implica que no 

puede favorecerse a dicha opción política por parte de la administración, lo 

que supondría discriminar a quienes no comparten la ideología que se 

pretende apoyar. Esto es, la administración ha de ser siempre respetuosa con 

el pluralismo político, que es un elemento esencial de nuestro sistema 

democrático. Además, tal como indica el art. 103.1 CE, la administración ha 

de actuar siempre con sometimiento a la ley y al Derecho. 
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17. En el tema que nos ocupa estos límites derivados de la obligación 

de neutralidad de la administración tienen dos concreciones muy claras de las 

que nos ocuparemos con algo más de detalle más adelante: por una parte, no 

puede, como se ha adelantado, convertirse en oficial el planteamiento 

independentista, lo que implica que las administraciones no pueden utilizar 

símbolos que se identifiquen con el independentismo. Por otra parte, la 

actuación de las administraciones deberá ser escrupulosamente respetuosa con 

la ley y el Derecho; esto es, aunque hayan llegado al poder con programas que 

asuman la actuación por la vía de hecho al margen de la ley tales programas no 

pueden ser implementados por las administraciones, que deberán limitarse a, 

en su caso, promover las reformas legales que sean precisas para que sus 

planteamientos se ajusten a la legalidad. Ninguna actuación de la 

administración o de los poderes públicos por la vía de hecho, esto es, al 

margen de la legalidad vigente, es admisible en nuestro Derecho, así lo indica 

el art. 103 CE que acabamos de recordar y todavía de forma más general el 

art. 9.1 CE. 

 

Art. 9.1 CE: “Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la 
Constitución y al resto del ordenamiento jurídico”. 

 

Y, como veremos, también es especialmente relevante para el tema que 

nos ocupa el apartado 3 de este art. 9 CE: 

 

Art. 9.3 CE: “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía 
normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones 
sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad 
jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos.” 

 

18. Es decir, no existe nada en nuestro ordenamiento que impida que se 

defienda políticamente la creación de un Estado independiente en Cataluña. 

Ahora bien, por una parte esta defensa deberá abstenerse de promover la 
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comisión de delitos para la consecución de su propósito (siempre que tal 

promoción sea, a su vez, un delito) y, por otra parte, aquellas personas que 

defiendan el planteamiento secesionista y accedan a cargos públicos deberán, 

en el ejercicio de sus funciones, respetar escrupulosamente la ley y el 

ordenamiento jurídico, incluso aunque tal ley y tal ordenamiento jurídico no se 

ajusten a sus pretensiones políticas, debiendo limitar su actuación a, en su 

caso, promover las necesarias reformas que den cobertura a sus 

planteamientos. Además, en tanto que cargos públicos, han de abstenerse de 

dar carácter oficial a sus propios planteamientos políticos, pues las 

administraciones y los poderes públicos han de servir por igual a todos los 

ciudadanos y no convertir ninguna ideología u opción política en oficial. 

 

19. Los principios anteriores habían sido respetados en Cataluña en 

buena medida hasta el inicio del denominado “proceso”, hace cinco años. En 

ese momento se iniciaron una serie de acciones conducentes a convertir en 

realidad, por la vía de hecho y al margen de las previsiones constitucionales y 

legales si es necesario, el planteamiento secesionista; esto es, la creación de un 

Estado en el territorio de Cataluña que implicaría una modificación de las 

fronteras del Estado español, la sustracción de una parte del territorio a la 

soberanía nacional y el sometimiento de los residentes en Cataluña a la 

jurisdicción del nuevo Estado. 

 

20. La creación del Estado está impulsada por los partidos nacionalistas 

o soberanistas. En concreto la antigua “Convergència Democràtica de 

Cataluña” (CDC), ahora convertida en “Partit Demòcrata Europeu Català” 

(PDeCat), “Esquerra Republicana de Catalunya” (ERC), Demòcrates de 

Catalunya y la “Candidatura d’Unitat Popular” (CUP). El plan que se pretende 

llevar a cabo se encuentra definido, al menos en sus líneas generales, en varios 
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documentos fácilmente accesibles4 y exige que las administraciones públicas 

(Generalitat y administraciones locales) actúen al margen de la ley para 

conseguir desplazar la autoridad del Estado español y sustituirla por la de 

quienes defienden la instauración de un nuevo Estado. De esta participación 

de las administraciones públicas en el proyecto secesionista nos ocuparemos 

en el siguiente apartado. En éste intentaremos definir los elementos más 

relevantes de la ideología que se defiende desde el secesionismo y que, como 

hemos adelantado, pretende imponerse de manera ilegal e ilegítima sobre los 

ciudadanos catalanes. 

 

21. La ideología secesionista pretende que el territorio y la población de 

Cataluña constituyen una entidad diferenciada del resto de España y que, por 

tanto, goza del derecho a decidir su futuro con independencia tanto de lo que 

prevé la Constitución española como de la voluntad del conjunto de los 

españoles. Se basa esta afirmación en una particular presentación de la historia 

de Cataluña y en la identificación de elementos culturales –especialmente 

lingüísticos- que llevarían a diferenciar la sociedad catalana de la del resto de 

España. A partir de aquí se sostendría la necesidad, en un primer momento, 

de conseguir la celebración de una consulta de autodeterminación que daría 

visibilidad a la existencia de una comunidad política separada en el territorio 

de Cataluña para, en una segunda fase, pretender la proclamación de un 

                                                 
4  Así, el Libro Blanco de la Transición Nacional 
(http://presidencia.gencat.cat/ca/ambits_d_actuacio/consells-
assessors/consell_assessor_per_a_la_transicio_nacional_catn/informes_publicats/#FW_menu) elaborado 
por el Consejo Asesor para la Transición Nacional, un órgano nombrado por el Gobierno de la Generalitat y 
encargado de diseñar la forma en que podría establecerse sobre el territorio y la población de Cataluña la 
autoridad de un nuevo Estado independiente de España. También es relevante la Resolución 1/XI del 
Parlamento de Cataluña, de 9 de noviembre de 2015 
(http://www.parlament.cat/document/activitat/153122.pdf), posteriormente anulada por el Tribunal 
Constitucional (Sentencia 259/2015, de 2 de diciembre, http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-
2016-308), y también las conclusiones de la comisión de estudio del proceso constituyente, aprobadas por el 
Parlament de Catalunya (Resolución 263/XI, de 27 de julio de 2016, 
http://www.parlament.cat/document/bopc/174408.pdf), resolución también anulada por el Tribunal 
Constitucional (Auto 170/2016, de 6 de octubre, https://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-
2016-10671.pdf). 

http://presidencia.gencat.cat/ca/ambits_d_actuacio/consells-assessors/consell_assessor_per_a_la_transicio_nacional_catn/informes_publicats/#FW_menu
http://presidencia.gencat.cat/ca/ambits_d_actuacio/consells-assessors/consell_assessor_per_a_la_transicio_nacional_catn/informes_publicats/#FW_menu
http://www.parlament.cat/document/activitat/153122.pdf
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-308
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-308
http://www.parlament.cat/document/bopc/174408.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10671.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10671.pdf
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Estado independiente, básicamente mediante la transformación de la 

administración autonómica en la administración propia del nuevo Estado. 

 

22. La pretensión de independencia se basaría en las particularidades 

históricas, lingüísticas, sociales y culturales de Cataluña, así como en la 

existencia de un trato discriminatorio, cuando no vejatorio, por parte de los 

poderes públicos españoles. El discurso independentista vincularía 

particularidades catalanas y trato vejatorio a partir de diferentes tópicos. Así, 

por ejemplo, el carácter emprendedor y trabajador de los catalanes y su 

apertura al exterior frente a una España que se presenta como intransigente, 

atrasada, poco respetuosa con los valores democráticos y, en ocasiones, vaga y 

poco emprendedora5. 

 

23. Desde el año 2011 6 , el planteamiento directamente secesionista 

convive con otro basado en el denominado “derecho a decidir”. Tal como se 

acaba de señalar, para los independentistas Cataluña constituye una 

comunidad política con capacidad para decidir de forma autónoma su 

configuración jurídica; lo que es un requisito previo para la independencia. A 

partir de este presupuesto se ha construido un planteamiento que reivindicaría 

que el conjunto de los residentes en Cataluña decidiera de manera autónoma 

su continuidad en el Estado español o la creación de un nuevo Estado. Para 

este planteamiento la independencia no sería necesariamente el resultado al 

que se tendría que llegar, pero asumirían que serían los catalanes y no el 

conjunto de los españoles quienes deberían decidir el estatus político y 

jurídico del territorio y de la población de Cataluña. Este planteamiento podría 

                                                 
5 Podría parecer que aquí se realiza una presentación distorsionada del planteamiento secesionista, pero por 
desgracia se ajusta a la realidad. Para ello basta con consultar, por ejemplo, los estatutos de la Asociación de 
Municipios por la Independencia (AMI), que reúne a varios centenares de ayuntamientos catalanes y otras 
administraciones locales y que realiza una presentación de las diferencias entre Cataluña y España que 
sustancialmente se corresponde con la presentación del texto (vid. los Estatutos de la AMI, 
http://www.municipisindependencia.cat/que-es-ami/estatuts/). 
6  Vid. http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/el-derecho-a-decidir-una-invencion-reciente-del-
nacionalismo-catalan_529_102.html 

http://www.municipisindependencia.cat/que-es-ami/estatuts/
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/el-derecho-a-decidir-una-invencion-reciente-del-nacionalismo-catalan_529_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/el-derecho-a-decidir-una-invencion-reciente-del-nacionalismo-catalan_529_102.html
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ser etiquetado, tal como se acaba de adelantar, con el término “derecho a 

decidir”. 

 

24. El propósito de los secesionistas es que ambas posiciones 

ideológicas: el independentismo y el denominado “derecho a decidir”  agoten 

las posiciones legítimas de discrepancia política. Esto es, que cualquier 

planteamiento que defienda la conveniencia de la continuidad de los catalanes 

en el proyecto común español y que el conjunto de los residentes en Cataluña 

no estamos habilitados para decidir la división de la comunidad política que 

formamos todos los españoles sin contar con el acuerdo del resto del Estado, 

sea considerado ajeno a los principios democráticos. Los eslóganes y 

argumentos en este sentido por parte de los secesionistas son reiterados. De 

una forma explícita se planteó así ya en el inicio de Societat Civil Catalana7 y 

pueden encontrarse abundantes ejemplos de este intento de limitación del 

debate público. 

 

25. Creemos que desde planteamientos estrictamente democráticos 

debería criticarse que se pretendiera reducir el ámbito de los planteamientos 

políticos legítimos por esta vía; y en tanto en cuanto se insista en presentar 

como carentes de legitimidad a las posiciones que niegan “el derecho a 

decidir” se pretende también reducir la riqueza del pluralismo político en la 

sociedad; pero en tanto en cuanto dicha pretensión se concrete en partidos 

políticos o asociaciones carentes de dimensión pública, la respuesta correcta 

ha de desenvolverse en ese mismo debate público, tal como, entre otros, 

pretende Societat Civil Catalana. 

                                                 
7 Este planteamiento quedó claramente dibujado en una tertulia de la televisión pública catalana en la que 
varios tertulianos se dedicaron a denigrar a SCC y, entre otras cosas, una de ellos, Marta Alòs, indicó que el 
derecho a discrepar se centraba en si se estaba a favor o en contra de la independencia de Cataluña, pero sin 
que ese derecho llegara al punto de poder oponerse a la celebración de un referéndum de autodeterminación 
(http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-carga-contra-los-quintacolumnistas-de-sociedad-civil-
catalana_9283_102.html). Es también elemento permanente en el argumentario nacionalista el de calificar 
como antidemócrata cualquier oposición a la celebración de ese referéndum y como ejercicio de democracia 
cualquier actividad que suponga “poner las urnas”. 

http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-carga-contra-los-quintacolumnistas-de-sociedad-civil-catalana_9283_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-carga-contra-los-quintacolumnistas-de-sociedad-civil-catalana_9283_102.html
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26. Ha de hacerse una valoración completamente diferente cuando son 

administraciones públicas, corporaciones públicas o asociaciones que han de 

perseguir determinados intereses generales las que asumen esos 

planteamientos ideológicos como propios. Es aquí donde quiebra el principio 

democrático porque se aprovecha el poder público o la participación en la 

gestión de determinados intereses públicos para favorecer a una determinada 

ideología, lo que origina una limitación de la libertad ideológica de los 

ciudadanos, que no han de verse constreñidos por administraciones que 

renuncian a su obligación de neutralidad. Nos ocupamos de ello a 

continuación. 

 

 

2.3. Los mecanismos de imposición: administraciones, 

corporaciones y asociaciones 

 

2.3.1. Planteamiento 

 

27. Tal como se ha señalado, el déficit democrático que denunciamos se 

concreta en la pretensión de utilizar a la administración pública, corporaciones 

públicas y otras asociaciones para imponer la ideología que ha sido descrita en 

el punto 2.2 anterior. Comenzábamos este epígrafe recordando la Sentencia 

del Tribunal Superior de Justicia que hacía explícito que el Consell d’Il·lustres 

Col·legis d’Advocats de Catalunya no podía suscribir un documento que se 

vincula la ideología que acaba de ser presentada (en concreto con el 

denominado “derecho a decidir”) ya que tal suscripción implicaba la 

imposición a todos los colegiados de la participación en dicha ideología. Esta 

idea, la de que aquellas administraciones, corporaciones o asociaciones que 

están obligadas a actuar respetando el principio de neutralidad institucional, 

vulneran la libertad ideológica de sus asociados o de los ciudadanos en general 



 21 

cuando toman opciones partidistas nos ha de servir de guía para verificar en 

qué forma los ciudadanos catalanes nos vemos constreñidos por actuaciones 

que son incompatibles con este principio de libertad institucional. 

 

2.3.2. Elementos simbólicos: la sustitución de los símbolos comunes 

por las banderas independentistas 

 

28. La utilización de los elementos simbólicos se ha mostrado como 

esencial para el independentismo. Toda comunidad política precisa de 

elementos que permitan hacer visible esa entidad abstracta que es toda entidad 

administrativa. El propósito de los independentistas es, en una primera fase, 

hacer desaparecer los símbolos comunes a todos los españoles del territorio 

catalán para, en una segunda fase, sustituirlos por los símbolos 

independentistas. Este propósito que es perfectamente legítimo cuando opera 

en el ámbito particular o asociativo (partidos políticos, por ejemplo) pierde 

esta legitimidad cuando es asumido por las administraciones públicas que, 

como veíamos, han de estar al servicio del interés general y respetar el 

principio de neutralidad. En este caso, la colaboración del poder público en la 

imposición de un determinado marco simbólico propio de una de las diversas 

opciones políticas que conviven en nuestro espacio público implica una 

limitación de la libertad ideológica de los ciudadanos. 

 

29. Lo anterior no debería precisar un excesivo razonamiento. En las 

democracias parlamentarias basadas en el respeto a la pluralidad ninguna 

opción política puede adquirir el estatus de doctrina oficial. Como sabemos, 

esta fue la situación en los diferentes sistemas políticos totalitarios que se 

desarrollaron en Europa desde los años 20 del siglo XX (fascismo en Italia) 

hasta los años 30 y 40 del mismo siglo (nacionalsocialismo en Alemania y 

movimiento nacional en España). Tras el fin de la II Guerra Mundial tan solo 
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el franquismo en España (hasta 1976) y los regímenes comunistas en Europa 

del Este (hasta 1992) fueron ejemplos de la conversión de una determinada 

ideología política en oficial. Frente a estos sistemas totalitarios, los sistemas 

democráticos entre los que se debería contar España rechazan que los poderes 

públicos hagan suya una determinada opción política. 

 

30. Este rechazo tiene su fundamento en que, como es natural, en el 

momento en el que una determinada opción política es asumida como propia 

por el poder público no existe plena libertad para rechazarla. Si el 

administrado, que se encuentra sometido al imperio del poder público percibe 

que éste poder se confunde con una determinada ideología la oposición o 

rechazo a dicha ideología fácilmente puede confundirse con una oposición o 

rechazo al mismo poder público. Es por esto que el principio de neutralidad 

institucional es esencial para garantizar el pluralismo político y, por ende, la 

libertad ideológica de los ciudadanos. 

 

31. En el caso de algunas administraciones en Cataluña, sin embargo, se 

ha optado por este apoyo expreso a la opción política independentista; apoyo 

que adopta diversas formas que iremos viendo para detenernos aquí en su 

dimensión simbólica. 

 

32. En primer lugar, como adelantábamos, se ha intentado retirar los 

símbolos comunes a todos los españoles de los lugares públicos, incluidos 

aquellos en los que su presencia es obligatoria. Así, es conocido como en 

ciertos ayuntamientos se ha procedido a retirar o bien todas las banderas que 

deberían ondear en el consistorio, bien tan solo la bandera española. En 

ambos casos la retirada de la bandera española, tanto si va acompañada de la 

de las otras banderas que usualmente la acompañan como si tan solo se retira 

la de España, supone un incumplimiento de la ley de banderas, que establece 
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claramente que la bandera de España deberá ondear en los edificios y 

establecimientos de la Administración central, institucional, autonómica, 

provincial o insular y municipal del Estado8. Asimismo, el artículo 8.2 del 

Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006 dispone que la bandera de 

Cataluña ha de estar presente en los edificios públicos y en los actos oficiales 

que tengan lugar en Cataluña. 

 

33. Como es sabido, pese a esta obligación legal, en varios municipios 

se ha retirado la bandera de España del edificio donde se encuentra la sede del 

Ayuntamiento, lo que ha dado origen a diversas actuaciones judiciales9 que 

han concluido con decisiones que obligan a los mencionados ayuntamientos a 

hacer ondear la mencionada bandera10. Es necesario señalar que la presencia 

de la bandera no es una mera formalidad administrativa, sino que, como 

hemos visto, la ausencia de la bandera española es en sí mismo símbolo de 

una determinada ideología, aquella que niega que los españoles conformemos 

legítimamente una comunidad política soberana y, por tanto, la retirada de las 

banderas españolas en los edificios públicos supone un apoyo a dicha 

ideología que implica, tal como se ha explicado, una limitación a la libertad 

ideológica de los ciudadanos. 

 

34. En este sentido, debe denunciarse igualmente la costumbre, 

extendida en muchos municipios en los que habitualmente ondea la bandera 

                                                 
8 Art. 3 de la Ley 39/1981, de 28 de octubre, por la que se regula el uso de la bandera de España y el de otras 
banderas y enseñas, BOE, 12-XI-1981. 
9 La Associació de Municipis per la Independència (AMI) tiene contabilizados 105 recursos ante los tribunales 
por no haber colocado la bandera oficial española, 
http://www.municipisindependencia.cat/mapes/municipis-sobiranistes-denunciats/  
10 Vid., por ejemplo el caso de Torredembarra (http://www.diaridetarragona.com/costa/78225/el-alcalde-
de-torredembarra-cuelga-la-bandera-espanola-por-orden-del-juez) o, anteriormente, San Pol de Mar 
(http://www.lavanguardia.com/politica/20120125/54245861969/sant-pol-bandera-espanola-ayuntamiento-
sentencia.html) o de Balaguer (http://www.lavanguardia.com/politica/20120125/54245861969/sant-pol-
bandera-espanola-ayuntamiento-sentencia.html), el Masnou y Arenys de Munt 
(http://www.lavanguardia.com/politica/20170201/413909232039/una-sentencia-obliga-a-el-masnou-a-
colgar-de-nuevo-la-bandera-espanola.html) o Sant Vicenç dels Horts 
(http://www.elmundo.es/cataluna/2016/10/04/57f3f997468aeb83788b4680.html), ayuntamiento este 
último del que era alcalde el actual Vicepresidente del Gobierno de la Generalitat, Oriol Junqueras. 

http://www.municipisindependencia.cat/mapes/municipis-sobiranistes-denunciats/
http://www.diaridetarragona.com/costa/78225/el-alcalde-de-torredembarra-cuelga-la-bandera-espanola-por-orden-del-juez
http://www.diaridetarragona.com/costa/78225/el-alcalde-de-torredembarra-cuelga-la-bandera-espanola-por-orden-del-juez
http://www.lavanguardia.com/politica/20120125/54245861969/sant-pol-bandera-espanola-ayuntamiento-sentencia.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20120125/54245861969/sant-pol-bandera-espanola-ayuntamiento-sentencia.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20120125/54245861969/sant-pol-bandera-espanola-ayuntamiento-sentencia.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20120125/54245861969/sant-pol-bandera-espanola-ayuntamiento-sentencia.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20170201/413909232039/una-sentencia-obliga-a-el-masnou-a-colgar-de-nuevo-la-bandera-espanola.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20170201/413909232039/una-sentencia-obliga-a-el-masnou-a-colgar-de-nuevo-la-bandera-espanola.html
http://www.elmundo.es/cataluna/2016/10/04/57f3f997468aeb83788b4680.html
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española, de retirarla el día de la Diada de Cataluña, el 11 de septiembre. La 

retirada de la bandera española, aunque sea por un solo día solamente es 

explicable a partir de la adscripción del ayuntamiento a las tesis nacionalistas 

que cuestionan la legitimidad de la soberanía española y, por tanto, suponen 

una imposición al conjunto de los ciudadanos del municipio. Son formas 

sutiles, pero constantes, de quebrar el vínculo simbólico y emocional con el 

conjunto de los españoles. 

 

35. Interesa destacar que en algunos casos la devolución de la bandera 

española al lugar que le corresponde ocupar en los edificios públicos ha 

venido acompañada de protestas explícitas por parte de los representantes de 

las administraciones afectadas e, incluso, de la colocación de placas que 

indican que la bandera ondea por imperativo legal o como consecuencia del 

resultado de una decisión judicial11. Estas manifestaciones o la colocación de 

estas placas por parte de la administración municipal suponen, de nuevo, un 

apoyo a los planteamientos independentistas que comprometen la neutralidad 

de las instituciones y, como hemos visto, lesionan la libertad ideológica de los 

ciudadanos. 

 

36. El compromiso de las administraciones, especialmente las locales, 

con el independentismo no se ha limitado en lo simbólico a la retirada de las 

banderas españolas, sino que ha ido más allá con la colocación de banderas 

independentistas en edificios y lugares públicos. Se trata de una indebida 

utilización de símbolos partidistas por parte de las administraciones públicas 

que vulnera la ley y que ha sido ya explícitamente condenada por los 

tribunales, tal como veremos a continuación. 

 

                                                 
11  Así, el Ayuntamiento de Sant Sadurní d’Anoia en el año 2014 
(http://www.lavanguardia.com/politica/20140410/54404898745/placa-justifica-bandera-espanola-en-
ayuntamiento-catalan-por-imperativo-legal.html). 

http://www.lavanguardia.com/politica/20140410/54404898745/placa-justifica-bandera-espanola-en-ayuntamiento-catalan-por-imperativo-legal.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20140410/54404898745/placa-justifica-bandera-espanola-en-ayuntamiento-catalan-por-imperativo-legal.html
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37. La presencia de banderas esteladas en lugares de titularidad pública 

e, incluso, ayuntamientos, sustituyendo en ocasiones la bandera 

independentista a la española se intensificó con el impulso dado al proceso 

secesionista a partir del año 201212. A partir de ese momento, en un número 

significativo de municipios catalanes las banderas independentistas comienzan 

a ser ubicadas en espacios de titularidad pública o, incluso, en los edificios 

municipales. 

 

38. La utilización de estas banderas por parte de las administraciones 

públicas supone la vulneración de su obligación de neutralidad institucional y 

precisamente por ello una paralela limitación de la libertad ideológica de los 

ciudadanos, que no deben verse sometidos a una administración que convierte 

en oficial una de las distintas opciones políticas presentes en el espacio 

público. 

 

39. La presencia de banderas independentistas en espacios públicos fue 

cuestionada por Societat Civil Catalana mediante dos series específicas de 

campañas: por una parte, se denunció la ausencia de los símbolos comunes en 

los ayuntamientos catalanes, pese a la exigencia legal de que figuraran y por 

otra se pidió que las administraciones dejaran de utilizar símbolos partidistas. 

Además, se acudió a la administración electoral con el fin de evitar que 

durante los períodos electorales los símbolos que identifican a determinadas 

opciones políticas estuvieran presentes en edificios y espacios públicos. De 

esta segunda línea de acción nos ocuparemos en el epígrafe 4 de este informe. 

La primera, que se inserta en la campaña “Nuestros símbolos, nuestros 

derechos” será tratada a continuación. 

 
                                                 
12 El Ayuntamiento de Vic la colocó en el edificio consistorial el 20 de septiembre de 2012. Con anterioridad 
ya había ubicado una en otro lugar público del municipio 
(http://www.naciodigital.cat/osona/noticia/33551/vic/penja/estelada/al/balco/ajuntament/despr/fracas/p
acte/fiscal) a partir de entonces la costumbre se extendió por otros ayuntamientos catalanes. Se examina con 
más detalle en el epígrafe 4. 

http://www.naciodigital.cat/osona/noticia/33551/vic/penja/estelada/al/balco/ajuntament/despr/fracas/pacte/fiscal
http://www.naciodigital.cat/osona/noticia/33551/vic/penja/estelada/al/balco/ajuntament/despr/fracas/pacte/fiscal
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40. Como se acaba de explicar, el objeto de la campaña era doble. La 

exigencia del cumplimiento de la ley en lo que se refiere a la presencia de la 

bandera española en los ayuntamientos no debería precisar mayor 

argumentación, pero nos interesaba señalar cómo esa ausencia se convertía en 

sí misma en un símbolo que alejaba a las administraciones de su obligada 

neutralidad institucional y, por tanto, vulneraba la libertad ideológica de los 

ciudadanos. 

 

41. Cuando no solamente está ausente la bandera española, sino que, 

además, el poder público utiliza la bandera independentista el ataque a la 

libertad ideológica es aún más intenso. Es por eso que, ante la nula 

receptividad ante nuestras posiciones por parte de las administraciones 

controladas por los nacionalistas, a Societat Civil Catalana no le quedó más 

remedio que iniciar actuaciones judiciales con el fin de conseguir la retirada de 

las banderas independentistas de los espacios de titularidad pública. A este 

propósito responde el recurso jurisdiccional planteado contra la comunicación 

remitida por la alcaldesa del Ayuntamiento de Sant Cugat del Vallès, de 27 de 

noviembre de 2014, por la que no se atiende el requerimiento efectuado para 

que se retirara la bandera estelada que había colocado el Ayuntameinto en la 

Plaza Lluís Millet de Sant Cugat. El recurso fue resuelto por Sentencia del 

Juzgado Contencioso Administrativo 2 de Barcelona, de 22 de julio de 2016, 

en la que se ordena la retirada de la bandera con el argumento de que la 

bandera estelada es un símbolo partidista 13 , lo que impide que ondee en 

edificios públicos y en elementos colocados en espacios públicos (Fdo. de 

Derecho Cuarto de la mencionada Sentencia). 

 

42. El reconocimiento de que la bandera estelada es un símbolo 

partidista tiene una singular transcendencia, con las consecuencias que esto 

                                                 
13 https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/societat-civil-catalana-celebra-la-retirada-de-la-

estelada-de-sant-cugat-por-ser-un-triunfo 

https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/societat-civil-catalana-celebra-la-retirada-de-la-estelada-de-sant-cugat-por-ser-un-triunfo
https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/societat-civil-catalana-celebra-la-retirada-de-la-estelada-de-sant-cugat-por-ser-un-triunfo
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tiene respecto a la utilización por la administración. El hecho de que los 

tribunales hayan confirmado este carácter de la estelada lleva consigo que la 

abundante presencia de banderas independentistas en edificios públicos y 

espacios de titularidad pública de Cataluña supone una vulneración flagrante 

del deber de neutralidad de las administraciones y una imposición ideológica a 

los ciudadanos, que han de conformarse con que las administraciones que los 

gobiernan hagan explícita su adscripción como tales administraciones a una 

determinada opción ideológica y política. 

 

43. Es por ello que sería necesario una decidida acción política con el 

fin de conseguir que los espacios públicos catalanes quedaran libres de la 

presencia de estos símbolos partidistas. No es de recibo que deba ser 

impugnada individualmente y por vía judicial la presencia de todas y cada una 

de las banderas esteladas que se encuentran en Cataluña. Una vez reconocida 

judicialmente la incompatibilidad de su utilización por las administraciones 

con su deber de neutralidad deben articularse mecanismos que permitan una 

rápida reconducción de la actuación administrativa a las exigencias 

constitucionales, máxime cuando estas exigencias constitucionales afectan a 

un derecho fundamental, como es en este caso. 

 

44. Conviene aclarar que este reconocimiento judicial del carácter 

partidista de la bandera esteladas no se limita a la Sentencia que se acaba de 

citar, sino que la doctrina de la sentencia trae causa de la Sentencia del 

Tribunal Supremo de 28 de abril de 2016. Una Sentencia de singular 

importancia en la que el Alto Tribunal tuvo que resolver sobre el recurso 

planteado por CiU contra el acuerdo de la Junta Electoral Central que 

obligaba a la retirada de las banderas esteladas de los edificios públicos y de 

los colegios electorales durante la campaña que precedió a las elecciones 

municipales de mayo de 2015. Nos ocuparemos con algo más de detalle del 



 28 

contexto de esta decisión en el epígrafe 4 un poco más adelante14, bastando 

ahora con adelantar que en la mencionada decisión se indica con claridad este 

carácter partidista de la bandera estelada y, por tanto, la imposibilidad de que 

sea utilizada por los poderes públicos. 

En esta decisión el Tribunal Supremo afirma (Fundamento de Derecho 

Segundo): 

 

Compartimos el criterio del Fiscal cuando afirma que, en contra de la 
argumentación de la parte demandante, el adjetivo partidista no puede interpretarse 
dentro de ese contexto constitucional y legal como perteneciente a un partido político, 
sino simplemente como incompatible con el deber de objetividad y neutralidad de los 
Poderes Públicos y las Administraciones, en la medida en que estos toman partido 
por una posición parcial, es decir, no ajustada a ese deber de neutralidad o 
equidistancia, sino alienada con las pretensiones de un grupo de ciudadanos con 
inevitable exclusión del resto, y hacemos nuestra también la afirmación de que lo 
relevante no es que la bandera cuestionada pertenezca a un partido, o se identifique 
con una concreta formación política, sino que no pertenece a –es decir, no se 
identifica con- la comunidad de ciudadanos que, en su conjunto, y con 
independencia de mayorías o minorías, constituye jurídicamente el referente territorial 
de cualquiera de las Administraciones o Poderes Públicos constituidos en el Estado 
español, en la Comunidad Autónoma de Cataluña o en la provincia de Barcelona, y 
por tanto su uso por cualquiera de esas Administraciones o Poderes quiebre el 
referido principio de neutralidad, siendo notorio que la bandera “estelada” 
constituye un símbolo de la reivindicación independentistas de una parte de los 
ciudadanos catalanes representados por una parte de los partidos políticos, y 
sistemáticamente empleado por aquellas fuerzas políticas que defienden esa opción 
independentista, pero carece de reconocimiento legal válido como símbolo oficial 
de ninguna Administración territorial, resulta obvio que su uso y exhibición por un 
poder público –en este caso de nivel municipal- solo puede ser calificado de 
partidista en cuanto asociado a una parte –por importante o relevante que sea- de la 
ciudadanía identificada con una determinada opción ideológica (aunque esta sea 
compartida por varios partidos o fuerzas electorales), pero no representativa del 
resto de los ciudadanos que no se alinean con esa opción, ni por consiguiente, con 
sus símbolos. 

 

45. En esta Sentencia también se rechazó que el hecho de que la 

utilización de la bandera independentista fuera resultado de un acuerdo 

municipal no legitima su uso. En ocasiones se recurre a la existencia de tales 

acuerdos, adoptados por una mayoría de los concejales de un municipio o de 

                                                 
14 En el epígrafe 4, ya que esta Sentencia del Tribunal Supremo tiene como origen el recurso planteado por 
SCC ante la Junta Electoral Central solicitando la retirada de banderas esteladas durante la campaña para las 
elecciones municipales del año 2015. 



 29 

los integrantes de cualquier otra administración local, para justificar sobre la 

base del principio democrático la utilización de la estelada por los poderes 

públicos, a lo que el Tribunal Supremo puntualiza (Fundamento de Derecho 

Tercero): 

 

La vinculación entre democracia y Estado de Derecho no es accesoria, sino 
sustancial, de manera que solo es posible calificar de actos o decisiones democráticos 
los que se ajustan, en su procedimiento de adopción y en su contenido, a la ley. 

 

46. Igualmente se rechaza que la utilización de estas banderas por los 

poderes públicos pueda ampararse en el ejercicio de la libertad de expresión, 

ya que este derecho no corresponde más que a los ciudadanos, no a los 

poderes públicos (Fundamento de Derecho Cuarto): 

 

Es reiterada la doctrina del Tribunal Constitucional que sostiene que “las 
instituciones públicas, a diferencia de los ciudadanos, no gozan del derecho fundamental a la 
libertad de expresión que proclama el art. 20 CE. 

 

47. En definitiva, siendo tan claro, y habiendo sido reconocido por la 

jurisprudencia, que no es legítima la utilización por parte de las 

Administraciones Públicas de la bandera estelada, su presencia en espacios de 

titularidad pública no puede más que interpretarse como una imposición 

ideológica al conjunto de los ciudadanos que debería ser levantada de manera 

inmediata. Ello, sin embargo, no es así. Parece ser que las administraciones 

controladas por los nacionalistas esperarán a que se presenten reclamaciones 

judiciales individualizadas contra la presencia de dichas banderas. La 

experiencia en Sant Cugat del Vallès es que, incluso una vez ordenada de 

manera directa la retirada de la bandera estelada, las administraciones agotan 

todas las vías legales, forzando incluso los límites del ordenamiento15, para 

retrasar una actuación que debería ser llevada por iniciativa propia en 

beneficio de todos los ciudadanos. 

                                                 
15 http://www.elmundo.es/cataluna/2017/01/24/58865c0c268e3e44318b4575.html 

http://www.elmundo.es/cataluna/2017/01/24/58865c0c268e3e44318b4575.html
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48. Por todo lo anterior, sería necesaria una actuación política y, en su 

caso, una modificación legal que evitara la situación de indefensión e 

imposición ideológica que, en relación a este asunto, padecen los ciudadanos 

catalanes. 

 

2.3.3. Adscripción de las administraciones al proceso secesionista 

 

49. La instrumentalización de las administraciones a favor del 

secesionismo no solamente se manifiesta en la utilización de las banderas 

esteladas, sino que va más allá al adscribirse expresamente algunas 

instituciones al movimiento secesionista y anunciar su integración en el 

Estado catalán en el momento en el que éste fuera constituido. Se trata de 

declaraciones o actuaciones que pretenden visibilizar la desconexión de las 

administraciones respecto al Estado español y mostrar que el poder público 

que ejercen será utilizado para la instauración del nuevo Estado. 

 

50. Estas actuaciones y declaraciones implican una deslealtad cierta por 

parte de los responsables de tales administraciones e implica –tal como 

veremos- determinados incumplimientos de la normativa administrativa; pero 

aquí interesa destacar que tienen otra dimensión, la de convertir en oficial el 

planteamiento independentista con lo que esto implica de cara a los 

ciudadanos, que, como hemos venido señalando, se encuentran sometidos a 

una administración que de forma expresa hace prevalecer una determinada 

opción política sobre las otras, con las consecuencias que ello tiene para la 

libertad ideológica de los ciudadanos. 

 

51. Esta apropiación de las instituciones por parte del movimiento 

secesionista tiene como eje la “Asociación de Municipios por la 

Independencia” (AMI), una asociación de derecho privado integrada por 
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administraciones locales de Cataluña y que tiene como objetivo expreso la 

creación de un Estado independiente de España en el territorio de la actual 

Comunidad Autónoma de Cataluña16. 

 

52. La participación de administraciones públicas en una asociación que 

se inserta en el movimiento independentista es una anormalidad democrática, 

en tanto en cuanto supone alinear a las administraciones participantes con una 

ideología concreta, lo que, como se ha indicado, supone también la 

vulneración de la libertad ideológica de los ciudadanos. 

 

53. Esta participación de las administraciones públicas en la AMI ya ha 

sido declarada contraria a Derecho por los órganos judiciales. En una 

sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de Tarragona de 

31 de enero de 201717 se anuló el acuerdo del pleno del Ayuntamiento de Reus 

por el que Reus se adscribió a la AMI, así como el pago de la cuota establecida 

para los miembros de la AMI. En esta Sentencia se estima que la participación 

en una organización como la AMI ni entra dentro de las competencias 

municipales (pues entre ellas no está la creación de un Estado independiente 

en el territorio de Cataluña) ni es una finalidad de interés común, en tanto en 

cuanto la creación de dicho Estado no traduce un consenso social, sino que se 

trata de una opción política que se enfrenta a opciones políticas de signo 

contrario. 

 

54. La doctrina que contiene la sentencia no debería sorprendernos, 

porque, como venimos repitiendo, las administraciones no pueden convertirse 

en instrumentos de una determinada opción política ni, mucho menos, 

identificarse con ésta. En Cataluña, sin embargo, esta identificación es 

                                                 
16 Los datos de implantación de la AMI en los municipios catalanes según la citada asociación se pueden 

consultar en este enlace: http://www.municipisindependencia.cat/mapes/implantacio/ 
17  https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/societat-civil-catalana-logra-que-el-juzgado-de-

tarragona-anule-la-adhesion-de-reus-la-ami 

:%20http:/www.municipisindependencia.cat/mapes/implantacio/
https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/societat-civil-catalana-logra-que-el-juzgado-de-tarragona-anule-la-adhesion-de-reus-la-ami
https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/societat-civil-catalana-logra-que-el-juzgado-de-tarragona-anule-la-adhesion-de-reus-la-ami
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constante. La adscripción a la AMI no es más que el punto de inicio de una 

instrumentalización de las administraciones públicas que debería causar 

sonrojo. 

 

55. Así, no es inhabitual que, además de la ausencia de símbolos 

comunes (bandera española) y de la presencia de símbolos independentistas, 

que ya hemos comentado y sobre la que volveremos en el apartado 4; se 

instalen en lugares públicos indicadores de la adscripción del municipio al 

proceso secesionista. 
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56. A lo anterior se une la utilización de los recursos municipales para 

dar apoyo al movimiento secesionista. Así, por ejemplo, puede encontrarse 

información sobre la organización de autobuses para las manifestaciones 

secesionistas en páginas web municipales18; lo que puede ir acompañada de 

publicidad explícita y destacada de las asociaciones independentistas, tal como 

muestra esta captura de pantalla de la web del Ayuntamiento de Gerona19 

 

 

 

                                                 
18 https://www.vilanovainformacio.cat/lanc-organitza-novament-un-bus-per-anar-a-la-diada-des-de-
vilanova/ 
19 http://www2.girona.cat/ca/11s2016 

https://www.vilanovainformacio.cat/lanc-organitza-novament-un-bus-per-anar-a-la-diada-des-de-vilanova/
https://www.vilanovainformacio.cat/lanc-organitza-novament-un-bus-per-anar-a-la-diada-des-de-vilanova/
http://www2.girona.cat/ca/11s2016
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57. En definitiva, no pocas administraciones locales de Cataluña, 

olvidando su obligación de neutralidad institucional, se han convertido en 

elementos de apoyo explícito de la ideología nacionalista dominante, lo que 

supone una instrumentalización partidista de las instituciones y medios que 

son de todos y que, tal como habíamos visto, han de ser utilizados para servir 

con objetividad los intereses generales. 

 

58. Esta instrumentalización también puede percibirse en la utilización 

que hace el Presidente de la Generalitat de los discursos y mensajes 

institucionales que como Presidente de todos los catalanes en determinados 

momentos dirige al conjunto de los ciudadanos o a los empleados públicos en 

Cataluña20. 

59. Hace unas semanas, con ocasión de la fiesta del 23 de abril, el Sr. 

Puigdemont dirigió un mensaje a los funcionarios dependientes de la 

Generalitat donde, de forma poco disimulada, hacía referencia al proceso 

secesionista21, y eso pese a que, como ya se ha adelantado y examinaremos con 

más detalle en el apartado 7, el proceso ha sido declarado contrario a la 

Constitución por el Tribunal Constitucional en varias ocasiones. 

 

                                                 
20 Basta con seguir la página oficial donde se recogen los discursos del Presidente de la Generalitat para 

observar la apropiación ideológica que ha hecho esta institución, olvidando que debe servir los intereses 

generales y cumplir la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, 

http://www.president.cat/pres_gov/president/ca/president-puigdemont/discursos.html 
21 http://www.elpuntavui.cat/politica/article/17-politica/1123381-carta-de-puigdemont-als-funcionaris-el-
proces-es-fara-de-manera-seriosa-i-responsable.html 

http://www.president.cat/pres_gov/president/ca/president-puigdemont/discursos.html
http://www.elpuntavui.cat/politica/article/17-politica/1123381-carta-de-puigdemont-als-funcionaris-el-proces-es-fara-de-manera-seriosa-i-responsable.html
http://www.elpuntavui.cat/politica/article/17-politica/1123381-carta-de-puigdemont-als-funcionaris-el-proces-es-fara-de-manera-seriosa-i-responsable.html
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60. Como puede comprobarse el Presidente de la Generalitat escribe 

que: 

 

También te quisiera manifestar que, como bien sabes, el país vive un 
momento político intenso, no exento de incertezas –como en cualquier momento 
de cambio-, pero, a la vez, generador de esperanza e ilusión. En este sentido, te 
quiero transmitir un mensaje de confianza y tranquilidad. Un proceso en todo 
momento llevaremos a cabo a la manera catalana, de manera democrática, seria, 
responsable y en positivo, y de acuerdo con el mandato que los ciudadanos nos van 
otorgar en las urnas. Compartimos entre todos la voluntad de ofrecer a Cataluña 
nuevas y mayores oportunidades. 
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61. Otras intervenciones institucionales del Presidente Puigdemont 

también han sido utilizadas para trasladar mensajes de apoyo al proceso 

secesionista. Así, por ejemplo, con ocasión de la publicación de la Sentencia 

en el caso del 9N, el Sr. Puigdemont, en su calidad de presidente de la 

Generalitat, realizó una declaración institucional en la que afirmaba, entre 

otras cosas: “Tenemos también ganas de dejar claro, por si alguien tuviese 

alguna duda, que lo que la justicia española acaba de condenar, lo indultará el 

pueblo de Cataluña en referéndum, votando, votando este año”.22 

 

62. El tradicional discurso institucional con ocasión del Año Nuevo 

tampoco dejó de ser aprovechado por el Presidente Puigdemont para 

reafirmar su voluntad de actuación contra la Constitución, el Estado de 

Derecho y las decisiones del Tribunal Constitucional, en una nueva muestra 

de utilización partidista de las instituciones. En concreto, en ese discurso 

afirma: “Cuando llegué a la presidencia de la Generalitat, todavía no hace un 

año, recordé que el objetivo de esta legislatura era llevar el país de la post-

autonomía a la pre-independencia. Y estamos cumpliendo fielmente este 

mandato, un mandato que surge de las elecciones del 27 de septiembre de 

2015, y que es lo que se espera que hagamos”.23 

 

63. Finalmente, ha de denunciarse también que la Associació Catalana 

de Municipis i Comarques, integrada por administraciones públicas de 

Cataluña24, realiza una indisimulada propaganda a favor del secesionismo, tal 

como se desprende de las siguientes capturas de pantalla tomadas de su página 

web 

 

                                                 
22 http://premsa.gencat.cat/pres_fsvp/docs/2017/03/14/18/11/0c67a1e2-5165-4796-ae72-
b867e0da99de.pdf 
23 http://premsa.gencat.cat/pres_fsvp/docs/2016/12/30/21/12/1df058f1-7624-4362-a75f-
604cdb120952.pdf 
24 http://www.acm.cat 

http://premsa.gencat.cat/pres_fsvp/docs/2017/03/14/18/11/0c67a1e2-5165-4796-ae72-b867e0da99de.pdf
http://premsa.gencat.cat/pres_fsvp/docs/2017/03/14/18/11/0c67a1e2-5165-4796-ae72-b867e0da99de.pdf
http://premsa.gencat.cat/pres_fsvp/docs/2016/12/30/21/12/1df058f1-7624-4362-a75f-604cdb120952.pdf
http://premsa.gencat.cat/pres_fsvp/docs/2016/12/30/21/12/1df058f1-7624-4362-a75f-604cdb120952.pdf
http://www.acm.cat/
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64. No es extraño, viendo lo anterior, que desde la página web de la 

ACN se facilite la adhesión al pacto nacional por el referéndum25; lo que 

supone, de nuevo, una intolerable instrumentalización de las administraciones 

públicas, en este caso a través de una asociación que se nutre de fondos 

públicos26. 

 

2.3.4. Actuaciones partidistas de corporaciones y asociaciones 

 

65. El intento nacionalista de monopolizar el espacio público no se 

limita a las administraciones públicas, sino que también se proyecta sobre 

corporaciones y asociaciones. En una estrategia bien diseñada se ha intentado 

que el entramado de la sociedad civil, tanto educativo como cultural, 

deportivo y profesional muestre su adhesión a la ideología que ha sido descrita 

en el apartado 2.2. Esto se ha materializado en la incorporación de 

asociaciones y corporaciones a plataformas que se incardinan en los 

                                                 
25 http://www.acm.cat/juridic/mocions/mocio-dadhesio-al-pacte-nacional-pel-referendum-8-febrer-2017 
26  De acuerdo con el presupuesto del año 2015 
(http://www.acm.cat/sites/default/files/manual_uploads/transparencia/info_economica/pressupost_2015.
pdf) las cuotas pagadas por las entidades adheridas a la ACM ascendieron a 1.800.000 euros. 

http://www.acm.cat/juridic/mocions/mocio-dadhesio-al-pacte-nacional-pel-referendum-8-febrer-2017
http://www.acm.cat/sites/default/files/manual_uploads/transparencia/info_economica/pressupost_2015.pdf
http://www.acm.cat/sites/default/files/manual_uploads/transparencia/info_economica/pressupost_2015.pdf
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planteamientos ideológicos nacionalistas. Señaladamente, el “Pacto nacional 

por el derecho a decidir”, actualmente “Pacto Nacional por el Referéndum”27. 

 

66. Esta participación de entidades y asociaciones con fines no 

estrictamente políticos en el “Pacto nacional por el derecho a decidir” 

pretende visibilizar una opinión unánime de la sociedad catalana en relación a 

los planteamientos ideológicos nacionalistas; una visión que no responde a la 

pluralidad de la sociedad catalana y que supone forzar esta misma realidad. El 

resultado es que personas que no comparten en absoluto las posiciones 

secesionistas o la posibilidad de un referéndum de autodeterminación en 

Cataluña indirectamente son sumados a dicha ideología a través de su 

participación en corporaciones o asociaciones con fines completamente 

alejados de la defensa de tales planteamientos. 

 

67. La práctica que acaba de ser descrita es causa de una limitación a la 

libertad ideológica de los ciudadanos, y así ha sido declarado por el Tribunal 

Superior de Justicia de Cataluña en aquellos casos en los que quien se adhiere 

a las posiciones nacionalistas es una corporación en la que resulta obligado 

participar para ejercer una determinada profesión. Así se estableció en la 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en su Sentencia de 1 

                                                 
27 http://www.dretadecidir.cat. El pacto se presentó en el mes de septiembre de 2013 contando con la 
adhesión de más de 800 entidades (http://www.ccma.cat/324/Avui-es-presenta-el-manifest-del-Pacte-
Nacional-pel-Dret-a-Decidir-que-vol-aconseguir-el-maxim-consens/noticia/2173093/). Tras una primera 
etapa, el pacto se ha transformado en una plataforma orientada a conseguir la celebración de un referéndum 
de autodeterminación en Cataluña a lo largo del año 2017 (Pacto nacional por el referéndum). La reunión que 
ha marcado el inicio de este cambio se celebró el 23 de diciembre de 2016 en el Parlamento de Cataluña. El 
texto del manifiesto inicial del Pacto nacional por el derecho a decidir puede consultarse aquí: 
http://statics.ccma.cat/multimedia/pdf/2/6/1379348697262.pdf. Como puede comprobarse, incluye la 
reclamación de que se reconozca el derecho de autodeterminación de los catalanes (“Cataluña es Nación, y 
toda Nación tiene el derecho a decidir su futuro político. Reclamamos por exigencia democrática que la 
ciudadanía de Cataluña pueda ejercer con nuestro voto el Derecho a Decidir sobre nuestra 
institucionalización política”. Las instituciones y entidades adheridas se comprometen, según recoge el texto 
del manifiesto, a “en el ámbito propio de cada una llevar a cabo iniciativas de alcance sectorial y territorial 
catalán con el objetivo de promover la conciencia ciudadana y hacer pedagogía para reclamar el ejercicio del 
Derecho a Decidir que tenemos todos los catalanes y catalanas”. Más concretamente “cada institución y 
entidad firmante de este pacto se propone un plan de acciones en su ámbito destinadas a esta finalidad que 
podrá transmitir a la comisión coordinadora del Pacto Nacional por el Derecho a Decidir, con el fin de 
promover sinergias y así mejorar la eficiencia”. Actualmente, las noticias en relación al “Pacto Nacional por el 
Referéndum” pueden consultarse en https://pactepelreferendum.cat/ 

http://www.dretadecidir.cat/
http://www.ccma.cat/324/Avui-es-presenta-el-manifest-del-Pacte-Nacional-pel-Dret-a-Decidir-que-vol-aconseguir-el-maxim-consens/noticia/2173093/
http://www.ccma.cat/324/Avui-es-presenta-el-manifest-del-Pacte-Nacional-pel-Dret-a-Decidir-que-vol-aconseguir-el-maxim-consens/noticia/2173093/
http://statics.ccma.cat/multimedia/pdf/2/6/1379348697262.pdf
https://pactepelreferendum.cat/
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de diciembre de 2016, ya mencionada28. Las asociaciones o corporaciones de 

colegiación obligatoria no pueden adherirse a determinadas posiciones 

ideológicas so pena de limitar la libertad ideológica de sus afiliados, afiliados 

que, precisamente, no son libres de afiliarse o no pues la participación en el 

colegio es imprescindible para conseguir un determinado fin, en este caso el 

ejercicio de una profesión. 

 

68. En los casos en los que la participación en la asociación de que se 

trate no sea imperativa podría plantearse la duda sobre la legalidad de la 

adscripción de ésta a una determinada posición ideológica; pero más allá de si 

existe la posibilidad de impugnar judicialmente dicha adscripción ante los 

tribunales, es claro que la toma de posición política supone un 

condicionamiento ideológico a los ciudadanos difícilmente justificable. 

 

69. En el caso de las asociaciones de madres y padres de alumnos puede 

comprobarse con claridad cómo opera este intento nacionalista de imposición 

ideológica. Las asociaciones de padres de alumnos se encuentran reguladas en 

el art. 5 de la Ley Orgánica de Educación29, donde se establece que: 

 

1. Los padres de alumnos tienen garantizada la libertad de asociación en el 
ámbito educativo. 

2. Las asociaciones de padres de alumnos asumirán, entre otras, las 
siguientes finalidades: 

a) Asistir a los padres o tutores en todo aquello que concierne a la 
educación de sus hijos o pupilos. 

b) Colaborar en las actividades educativas de los centros. 
c) Promover la participación de los padres de los alumnos en la gestión del 

centro. 
3. En cada centro docente podrán existir asociaciones de padres de alumnos 

integradas por los padres o tutores de los mismos. 
4. Las asociaciones de padres de alumnos podrán utilizar los locales de los 

centros docentes para la realización de las actividades que les son propias, a cuyo 
efecto, los directores de los centros facilitarán la integración de dichas actividades 
en la vida escolar, teniendo en cuenta el normal desarrollo de la misma. 

                                                 
28 Vid. supra apartado 2.1. 
29 LO 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, BOE, 4-VII-1985.  
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5. Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio del derecho de 
asociación de los padres, así como la formación de federaciones y confederaciones. 

6. Reglamentariamente se establecerán, de acuerdo con la Ley, las 
características de las asociaciones de padres de alumnos. 

 

70. Aparte de esta regulación básica, existen otras más específicas en las 

que a las asociaciones de padres de alumnos (o asociaciones de madres y 

padres de alumnos, las AMPAS) se les asignan funciones específicas en la 

administración educativa. Así, por ejemplo, en la misma Ley Orgánica de 

Educación se establece que las confederaciones de asociaciones de padres más 

representativas designarán a los padres que participarán en el Consejo Escolar 

del Estado30 , y también en la misma ley se prevé la participación en los 

Consejos Escolares de los centros privados concertados de un representante 

de la asociación de padres más representativa del centro31. 

 

71. Ciertamente, los padres no están obligados a integrarse en un 

AMPA, pero solamente a través del AMPA podrán desarrollarse distintas 

formas de participación en la educación de sus hijos, por lo que la renuncia a 

ser parte del AMPA supone también la de determinadas formas de incidir en 

el proceso educativo de los hijos o pupilos. En este sentido, podría verse 

condicionada esta participación si, por razones ideológicas, los padres 

rechazan integrarse en AMPAS que hayan abrazado la causa nacionalista. 

Visto desde otra perspectiva, la participación de las AMPAS en iniciativas 

como el “Pacto Nacional por el Derecho a Decidir” implica que la opción 

política nacionalista se impone a todos los padres que participan en el AMPA. 

 

72. Nada impide que en el mismo colegio existan diferentes AMPAS, 

pero no creemos que resulte acorde con las funciones que tienen asignadas 

que se constituyan diferentes asociaciones en función de la orientación política 

                                                 
30 Art. 31 de la LO 8/1985. 
31 Art. 56 de la LO 8/1985. 
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que adopten. Hacerlo así resulta absurdo, pero, además, supondría trasladar al 

ámbito educativo una división que debería permanecer fuera de éste. 

 

73. Es por esto que consideramos una limitación a la libertad ideológica 

que las AMPAS tomen partido por una determinada opción ideológica, lo que 

en Cataluña se traduce en la adscripción de las AMPAS a los postulados 

nacionalistas, ya que el “Pacto Nacional por el Derecho a Decidir” ha sido 

suscrito por la FaPaC, una federación de AMPAS de toda Cataluña32. Esta 

adhesión implica el compromiso de las AMPAS asociadas y, por tanto, 

también de los padres afectados a unos postulados nacionalistas que están 

alejados de las funciones propias de estas entidades y que no coinciden con la 

de muchos de los padres asociados. El compromiso de la FaPac con el 

proceso secesionista continúa, pues el 23 de diciembre de 2016 la presidenta 

de esta federación de asociaciones de madres y padres de alumnos participó 

en la reunión que tuvo lugar en el Parlamento de Cataluña, convocada por 

Carles Puigdemont, y que formalizó la sustitución del “Pacto Nacional por el 

Derecho a Decidir” por el “Pacto Nacional por el Referéndum”33 

 

74. En el siguiente apartado (“Derecho a la educación”) repasaremos 

algunos otros ejemplos de penetración del nacionalismo en asociaciones de 

carácter educativo, aquí queríamos destacar cómo por esta vía, la de 

adscripción de asociaciones que no tienen fines que se vinculen a la 

                                                 
32 http://www.fapac.cat/2013/06/la-fapac-se-suma-al-pacte-nacional-pel-dret-decidir 
33 https://pactepelreferendum.cat. La noticia de la reunión y de la participación de la presidenta de la FaPaC 
puede leerse aquí: http://elmon.cat/noticia/181569/tots-els-assistents-a-la-cimera-pel-referendum. Además 
de la presidenta de la FaPaC en la reunión participaron también representantes de entidades cuyos fines no se 
relacionan con la creación de un Estado independiente de España en el territorio de Cataluña. Así, el 
presidente de la Confederación de Cooperativas de Cataluña, la presidenta de la Federación Catalana de 
Voluntariado Social, un representante de PIMEC (confederación patronal de micros, pequeñas y medianas 
empresas y autónomos), el presidente de “Joves Agricultors i Ramaders”, el presidente de la Asociación 
Catalana de Municipios, un representate de “Unió de Pagesos”, un representante de la Asociación de 
Publicaciones Periódicas en Catalán, un representante de la “Federació d’Associacions de Gent Gran” 
(federación de asociaciones de personas mayores), un representante de la Asociación Intercolegial de Colegios 
Profesionales, un representante de MLP (asociación de centros recreativos, “esplais”), un representante del 
Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, un representante del Consejo General de Cámaras de Cataluña y 
un representante de la Unión de Federaciones Deportivas. 

http://www.fapac.cat/2013/06/la-fapac-se-suma-al-pacte-nacional-pel-dret-decidir
https://pactepelreferendum.cat/
http://elmon.cat/noticia/181569/tots-els-assistents-a-la-cimera-pel-referendum
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organización territorial del Estado o al denominado “derecho a decidir” se 

impone la ideología nacionalista a personas que no la comparten, pero que por 

diversas razones, que nada tienen que ver el ideario nacionalista, participan en 

tales asociaciones. 

 

75. El ejemplo de los colegios profesionales y de las asociaciones de 

padres puede extenderse a otras asociaciones y corporaciones en los ámbitos 

más diversos, desde los deportivos a los culturales. Ciertamente, cuanta menor 

sea la participación de tales asociaciones o corporaciones en fines de interés 

general, menor será la obligación jurídica de neutralidad de dichas 

instituciones, pero en cualquier caso, más allá de los límites estrictamente 

jurídicos de acuerdo con el ordenamiento vigente, la penetración nacionalista 

en estos ámbitos implica de hecho la imposición ideológica de determinados 

planteamientos que tiene como consecuencia la limitación de la pluralidad 

ideológica y política en la sociedad y también de la libertad ideológica de los 

individuos, que, en caso de que deseen desarrollar determinadas actividades 

sociales, deberán asumir los planteamientos ideológicos de las corporaciones o 

asociaciones que los desarrollan. 

 

76. Entendemos que lo anterior ha de ser percibido como un problema 

real y grave por parte de los poderes públicos, que deberían facilitar los 

mecanismos para que en los casos en que sea necesario se impugne ante los 

tribunales la participación de las asociaciones y corporaciones que tienen un 

deber de neutralidad ideológica incompatible con la adscripción a las 

posiciones nacionalistas y, por otra parte, deben explorarse las reformas 

legales necesarias para garantizar que las asociaciones que han de servir a fines 

de interés general no adopten posiciones partidistas que supondrían una 

limitación de la libertad ideológica de sus asociados, tal como se deriva de la 
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doctrina sentada por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en su 

Sentencia de 1 de diciembre de 2016. 

 

2.3.5. Coacción sobre quienes se manifiestan como no nacionalistas 

 

77. De acuerdo con lo que hemos visto hasta ahora, la ideología que ha 

sido descrita en el apartado 2.2 anterior pretende ser impuesta al conjunto de 

la sociedad a través tanto de la presencia pública y oficial de los símbolos que 

le son propios como de la instrumentalización de las instituciones como de la 

utilización para estos fines de corporaciones o asociaciones con finalidades 

que no presentan vínculos directos con la organización territorial del Estado, 

el ejercicio del derecho de autodeterminación o la creación de un Estado 

independiente en el territorio de Cataluña. Ahora bien, lo visto hasta ahora no 

agota los mecanismos existentes para imponer esta concreta ideología al 

conjunto de la sociedad. En Cataluña también operan con cierta intensidad 

mecanismos de coacción en el espacio público tendentes a evitar que se 

visualice la oposición a los planteamientos nacionalistas. 

 

78. En este sentido, se asiste a una campaña de acoso a quienes no 

comulgan con los planteamientos que se incardinan en las propuestas 

independentistas o vinculadas al derecho a decidir que tiene diversas 

manifestaciones. 

 

79. En primer lugar, se pretende que quienes no compartan esta 

ideología nacionalista no puedan ser considerados como catalanes. El discurso 

que excluye de la condición de catalán “auténtico” a quienes defienden 

determinados postulados políticos es expresa. Así, por ejemplo, hace unos 

años la actual Presidenta del Parlamento de Cataluña, Carme Forcadell, 

cuando aún era presidenta de la ANC decía que ni Cs ni el PP debían ser 
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considerados como partidos catalanes34; y la asimilación entre “nacionalistas” 

y “Cataluña” es constante en el discurso de los primeros. Esta estrategia 

constante pretende dividir el espacio político en dos ámbitos diferenciados: 

por una parte el de quienes comparten los planteamientos nacionalistas y fuera 

de él se ubicarían aquellos que no comparten dichos planteamientos. 

 

80. Esta distinción, que puede ser criticable desde una perspectiva 

política cuando es utilizada como estrategia por determinadas formaciones 

políticas se convierte en ilegítima cuando es empleada por los medios públicos 

de comunicación, donde también encontramos ejemplos de seguidismo de 

este discurso, tal como se verá en el apartado 4.2 un poco más adelante35. 

 

81. El intento de apropiación del término “catalán” exclusivamente 

para los nacionalistas va unido con frecuencia a un discurso basado en el 

supremacismo y el victimismo. Cataluña no solamente es presentada como 

una realidad diferente de España, sino que a Cataluña y a los catalanes se les 

predican una serie de virtudes que contrastan con los defectos o vicios de 

España y los españoles. 

 

82. Así, Cataluña es presentada como abierta, democrática, trabajadora, 

emprendedora y culta; mientras que de España y de los españoles se habla 

como atrasados, cerrados y refractarios a la democracia. A partir de aquí, se 

construye un relato en el que los catalanes, con todas sus virtudes, habrían 

sido sometidos por las armas a los españoles produciéndose desde entonces 

una dominación injusta que habría mantenido sometidos a los catalanes, a 

quienes los poco trabajadores españoles habrían expoliado económicamente. 
                                                 
34 http://politica.e-noticies.cat/forcadell-defensava-que-cs-i-ppc-no-son-catalans-95766.html. 
35 El planteamiento fue expresado con mucha claridad en una tertulia de TV3 ya en el año 2014 en la que se 
indicó que si bien era posible estar en desacuerdo con la independencia de Cataluña resultaba antidemocrático 
oponerse a un referéndum de autodeterminación en Cataluña, 
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-carga-contra-los-quintacolumnistas-de-sociedad-civil-
catalana_9283_102.html y muy recientemente retomado por el Diputado de ERC, Sr. Gabriel Rufián, 
http://politica.e-noticies.es/rufian-considera-fascistas-a-los-contrarios-al-referendum-109980.html.  

http://politica.e-noticies.cat/forcadell-defensava-que-cs-i-ppc-no-son-catalans-95766.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-carga-contra-los-quintacolumnistas-de-sociedad-civil-catalana_9283_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-carga-contra-los-quintacolumnistas-de-sociedad-civil-catalana_9283_102.html
http://politica.e-noticies.es/rufian-considera-fascistas-a-los-contrarios-al-referendum-109980.html
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83. Por desgracia, el relato anterior no es una deformación, sino que 

responde a discursos habituales en el nacionalismo y de los que pueden 

ponerse muchos ejemplos. Así, en su momento se acuñó el lema “Espanya 

ens roba”36 que ha sido utilizado por diversos colectivos: 

 

 

 

 

 

                                                 
36  Fue acuñado por Alfons López Tena, del partido Solidaritat e Independència (Sí) 
(http://www.elmundo.es/cataluna/2017/03/06/58bc5e0622601dce208b45cb.html, 
http://www.elespanol.com/espana/politica/20161104/168233793_0.html, 
https://www.racocatala.cat/noticia/27725/lopez-tena-continuarem-dient-espanya-ens-roba-quan-ho-
considerem-oportu) en el año 2011. 

http://www.elmundo.es/cataluna/2017/03/06/58bc5e0622601dce208b45cb.html
http://www.elespanol.com/espana/politica/20161104/168233793_0.html
https://www.racocatala.cat/noticia/27725/lopez-tena-continuarem-dient-espanya-ens-roba-quan-ho-considerem-oportu
https://www.racocatala.cat/noticia/27725/lopez-tena-continuarem-dient-espanya-ens-roba-quan-ho-considerem-oportu
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84. Este lema también ha sido utilizado por ERC del País Valenciano37 

y por las Juventudes de ERC38. 

 

                                                 
37  http://locals.esquerra.cat/paisvalencia/article/14032/erpv-mdt-psan-i-si-denunciem-que-espanya-ens-
roba-al-pais-valencia-6000-milions-despoli-fi 
38  http://www.jerc.cat/regionals/comarquesgironines/actualitat/opinions_detall/entrevista-al-nostre-
candidat-nil-papiol/8038 

http://locals.esquerra.cat/paisvalencia/article/14032/erpv-mdt-psan-i-si-denunciem-que-espanya-ens-roba-al-pais-valencia-6000-milions-despoli-fi
http://locals.esquerra.cat/paisvalencia/article/14032/erpv-mdt-psan-i-si-denunciem-que-espanya-ens-roba-al-pais-valencia-6000-milions-despoli-fi
http://www.jerc.cat/regionals/comarquesgironines/actualitat/opinions_detall/entrevista-al-nostre-candidat-nil-papiol/8038
http://www.jerc.cat/regionals/comarquesgironines/actualitat/opinions_detall/entrevista-al-nostre-candidat-nil-papiol/8038
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Y también por la CUP 

 

 

 

85. Por su parte, CiU aprovechó la coyuntura para desarrollar un 

eslogan que responde a la misma idea pero que, precisamente al quitarle el 

elemento grotesco del verbo “robar” resulta aún más hiriente para la 

convivencia: “La España subsidiada vive a costa de la Cataluña productiva”: 
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86. Estos eslóganes se ponen tan solo como ejemplo de otros que se 

podrían encontrar y que son muestra de un discurso político basado en el 

supremacismo al que nos referíamos antes y que no se limita a carteles o 

discursos más o menos demagógicos u oportunistas, sino que tiene traducción 

también en textos legales y vinculantes. 

 

87. Los estatutos de la AMI, a los que antes nos hemos referido 39 

explícitamente contraponen la Cataluña abierta y culta a una España atrasada y 

cerrada 40 . Se trata de un relato que han asumido como propio 

administraciones locales por toda Cataluña y al que, por tanto, se ha dotado de 

oficialidad, tal como hemos desarrollado; pero que muestra su mayor peligro 

precisamente como fundamento de la marginación del debate público de las 

posiciones no nacionalistas, que sobre la base de este discurso supremacista, 

son presentadas como ilegítimas en tanto en cuanto representan la opresión, 

el atraso, la intolerancia, el espíritu inquisitorial, la holgazanería y el expolio. 

 

88. Este discurso basado en la diferenciación entre Cataluña y España 

que pretende que la primera sea espejo virtuoso de los vicios que se predican 

de la segunda, se completa con la vinculación entre “España” y franquismo. 

Desde el nacionalismo se pretende que España es heredera del franquismo y 

que una de las muestras de ese franquismo es el anticatalanismo41. En este 

                                                 
39 Supra epígrafe 2.3.3. 
40 Exposición de motivos de los estatutos de la AMI: “Sabemos que la historia del Estado español tiene una 
merecida fama por todo el mundo proveniente de su intolerancia hacia todo lo que es su propia raíz cultural y 
nacional, en definitiva, de todo aquello que no es castellano. Desde el nacimiento de los estados modernos 
durante el Renacimiento, Castilla, núcleo básico de las Españas, “castilla hizo las españas” dijo un poeta 
castellano, no estuvo nunca en el lugar que le correspondía, tratando a los pueblos y naciones asociados o 
sometidos como pueblos o naciones de segunda o tercera. (…) Es de todos conocido que este mismo espíritu 
agresivo, excluyente e inquisitorial, apartó a España de las corrientes científicas, políticas y humanísticas que 
se desarrollaron en Europa y América. Cataluña, sin embargo, continuó manteniendo su lengua, su cultura, su 
derecho, sus costumbres, sus instituciones y su conciencia nacional desde antes de la formación del mismo 
Estado español (…). Sabemos que, en Cataluña, el trabajo, la ciencia, las artes, el pensamiento siempre han 
estado en la vanguardia de la realidad y del sentimiento del pueblo, en contraposición de la dedicación de las 
élites españolas de habla castellana, dedicadas a la administración, el ejército y la judicatura”. 
41 Vid por ejemplo este artículo de R. Solsona Sancho, http://www.leconomic.cat/neco/article/7-vista/8-
articles/799762-espanya-es-franquista.html o este otro de X. Diez 
(http://blocs.mesvilaweb.cat/xavierdiez/?p=269846) donde se vincula prensa crítica con el nacionalismo y 

http://www.leconomic.cat/neco/article/7-vista/8-articles/799762-espanya-es-franquista.html
http://www.leconomic.cat/neco/article/7-vista/8-articles/799762-espanya-es-franquista.html
http://blocs.mesvilaweb.cat/xavierdiez/?p=269846
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relato, la Guerra Civil es presentada como una guerra de España contra 

Cataluña y el franquismo como una muestra más de la opresión de Cataluña 

por parte de España 42 . De esta manera, toda manifestación contraria al 

nacionalismo es inmediatamente tildada de “franquista”, “fascista” o de 

“extrema derecha”43. 

 

89. La construcción de un discurso basado en la inadmisión en el 

debate democrático de aquellos planteamientos que no se corresponden con 

el nacionalismo al identificarlos con propuestas “franquistas”, 

“antidemocráticas” o “fascistas” no se limita al terreno de lo retórico. Este 

discurso ha ido más allá –como, por otra parte, era previsible- y ha servido de 

basa para una persecución del disidente que ha llegado ya a ser física, tal como 

veremos a continuación. 

 

90. En el caso de Societat Civil Catalana, ya en el primer informe sobre 

déficits de calidad democrática en Cataluña se detalló en qué forma se intentó, 

desde su mismo nacimiento, presentarla como una organización con vínculos 

con el fascismo y, como consecuencia, deslegitimada para participar en el 

debate público. Esta deslegitimación ha acabado implicando la coacción 

directa sobre sus miembros e, incluso, el ataque a sus carpas informativas. Así, 

                                                                                                                                               
franquismo: “La premsa, també contaminada del vell franquisme, ha actuat com a instigador de la repressió i 
atiador de l’odi contra Catalunya. La connivència entre mitjans ha permès combinar una apagada informativa 
sobre el nostre país, amb exclusió de veus alternatives sobre el discurs oficial, amb una política deliberada de 
propaganda antiindependentista, on les notícies falses i difamacions són armes habituals d’una guerra bruta. 
Cal destacar, a més, el silenci còmplice de la intel·lectualitat i l’ús de columnistes i tertulians per atiar 
perillosament l’odi i el menyspreu”. 
42  En este sentido es muy claro este artículo: http://www.baluartedigital.com/articulo/visto-en-
red/europarlamentario-cdc-dice-guerra-civil-fue-y-guerra-catalunha/20160717154934005065.html de Ramon 
Tremosa, eurodiputado de CDC. 
43 Un ejemplo reciente de ello: tras la manifestación organizada por SCC “Aturem el cop. Por la libertad, la 
democracia y la convivencia” que reunió a unas 15.000 personas el 19 de marzo en Barcelona, el consejero de 
asuntos exteriores, relaciones institucionales y transparencia de la Generalitat, Raül Romeva, calificó a quienes 
habían participado en dicha manifestación de “falangistas” (http://www.libertaddigital.com/espana/2017-03-
22/romeva-llama-falangistas-a-los-manifestantes-de-sociedad-civil-catalana-1276595342/. El vídeo puede 
consultarse aquí: http://www.parlament.cat/web/canal-
parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7934797&p_cp2=7935121&p_cp3=7935101, a partir de 
00.46). 

http://www.baluartedigital.com/articulo/visto-en-red/europarlamentario-cdc-dice-guerra-civil-fue-y-guerra-catalunha/20160717154934005065.html
http://www.baluartedigital.com/articulo/visto-en-red/europarlamentario-cdc-dice-guerra-civil-fue-y-guerra-catalunha/20160717154934005065.html
http://www.libertaddigital.com/espana/2017-03-22/romeva-llama-falangistas-a-los-manifestantes-de-sociedad-civil-catalana-1276595342/
http://www.libertaddigital.com/espana/2017-03-22/romeva-llama-falangistas-a-los-manifestantes-de-sociedad-civil-catalana-1276595342/
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7934797&p_cp2=7935121&p_cp3=7935101
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7934797&p_cp2=7935121&p_cp3=7935101
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se han producido pintadas en la vivienda de colaboradores de SCC44 y actos 

de coacción en algunas de las paradas informativas de la entidad. Los hechos 

más graves, sin embargo, se han dado en la Universitat Autònoma de 

Barcelona (UAB), donde el colectivo de “Joves SCC-UAB”, un colectivo de 

estudiantes de la Universidad, constituido como tal según la normativa de la 

UAB, y profesores que colaboran con SCC, han visto cómo eran 

coaccionados, señalados e, incluso, agredidos. Estas acciones, además, han 

sido ignoradas por las autoridades académicas de la Universidad, que se han 

negado a condenar los ataques sufridos por la entidad. Esta ausencia de 

condena es extraordinariamente grave ya que, como veremos, solamente 

puede ser interpretada como tolerancia hacia las coacciones que se dirigen 

contra SCC, tolerancia es expresión de una discriminación por razón 

ideológica. 

 

91. Los incidentes en la UAB comenzaron en el mes de abril de 2016. 

El día 19 de ese mes, en el marco de una feria de entidades organizado por la 

propia Universidad, una carpa del colectivo “Joves SCC-UAB” fue instalada 

en la Plaça Cívica de la UAB. Cuando prácticamente no había concluido el 

montaje de la carpa un grupo de estudiantes pertenecientes al “Sindicat 

d’Estudiants dels Païssos Catalans (SEPC)”45 increparon a quienes allí estaban 

con el fin de que no pudieran realizar su tarea informativa. Uno de ellos 

arrebató una bandera española que allí estaba y la rajó con un cúter. Ante esta 

situación los estudiantes de “Joves SCC-UAB” optaron por retirar la carpa a 

fin de evitar males mayores. 

 

92. Los hechos relatados son graves, pero lo es más que la feria de 

entidades continuara con normalidad tras la retirada de los agresores y que el 

                                                 
44 http://politica.e-noticies.cat/amenaces-a-un-collaborador-de-societat-civil-catalana--108907.html 
45 El relato de estos hechos se toma del Auto de 11 de enero de 2017 del Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción nº 4 de Cerdanyola del Vallès que pone fin a la instrucción relativa a los delitos cometidos el 19 
de abril de 2016. 

http://politica.e-noticies.cat/amenaces-a-un-collaborador-de-societat-civil-catalana--108907.html
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espacio destinado a SCC se reemplazara con una mesa. Ninguna condena 

hubo por parte de la Universidad ante esta agresión. 

 

93. Pocos días después, el 22 de abril, la instalación de otra carpa en la 

UAB fue contestada con una convocatoria de boicot de la autodenominada 

“Plataforma Antifeixista de la UAB”. Sorprendentemente, en las 

inmediaciones de la carpa aparece un grupo de estética neonazi que se 

enfrenta, ante el asombro de los Jóvenes de SCC, con los convocados por la 

Plataforma. Este turbio incidente es aprovechado para vincular falsariamente a 

SCC con grupos de ideología fascista. Nuestra entidad ha condenado 

reiteradamente las ideologías totalitarias y a las personas que las difunden46. 

 

94. En el mes de diciembre el colectivo “Joves SCC-UAB” programó el 

cinefórum “Dissidents”. La instalación de carpas informativas fue 

reiteradamente boicoteada: el día 4 de diciembre, los autodenominados 

“antifeixistes” amenazaron a los integrantes de la carpa y sustrajeron la 

bandera española, y el 12 de diciembre rodearon la carpa para conminar a 

quienes allí estaban a abandonar sus actividades de difusión. Fue necesaria la 

presencia de la policía para impedir que quienes pretendían el boicot de la 

carpa consiguieran su propósito47. 

 

                                                 
46  https://www.facebook.com/notes/societat-civil-catalana/la-pinza-del-separatismo-y-la-extrema-derecha-
valoración-de-scc-de-la-concentrac/813364628786806/ 
47 https://www.facebook.com/societatcc/videos/1038313379625262/. 

https://www.facebook.com/notes/societat-civil-catalana/la-pinza-del-separatismo-y-la-extrema-derecha-valoración-de-scc-de-la-concentrac/813364628786806/
https://www.facebook.com/notes/societat-civil-catalana/la-pinza-del-separatismo-y-la-extrema-derecha-valoración-de-scc-de-la-concentrac/813364628786806/
https://www.facebook.com/societatcc/videos/1038313379625262/
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95. Ese mismo colectivo ocupó el espacio destinado al cinefórum del 

día 13 y fue necesario desplazar el acto a otro lugar, pudiendo realizarse tan 

solo por la protección de la seguridad del campus. Concluido el acto, cuando 

algunos de los que asistentes en el mismo se dirigían hacia la estación de tren 

en el mismo campus de la UAB –en concreto integrantes de la asociación 

“Barcelona con la Selección” de la que hablaremos inmediatamente- fueron 

perseguidos por un grupo que portaba palos. La persecución obligó a los 

integrantes de “Barcelona con la Selección” a cruzar las vías del tren para 

protegerse de los atacantes. Este ataque ha sido denunciado y está siendo 

investigado por los tribunales. 

 

96. Finalmente, el 14 de marzo tuvo lugar otro incidente violento: una 

carpa informativa del colectivo “Joves SCC-UAB” que informaba en el 

campus de Bellaterra de la UAB sobre la manifestación convocada para el día 

19 de marzo fue atacada por un grupo de estudiantes integrados en este 
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colectivo autodenominado “antifascista”. El vídeo que se enlaza da cuenta de 

la gravedad de los ataques, en los que se quemó una bandera española delante 

mismo de los voluntarios de la carpa y se roció ésta con un extintor48. 

 

97. La Universidad no ha condenado las agresiones a pesar de que le ha 

pedido expresamente que lo haga. Solo consta una referencia a ellas en un 

comunicado de la Universidad en relación a la ocupación del local que iba a 

ser utilizado para el cineforum del día 13 de diciembre boicoteado por los 

autodenominados “antifascistas”49. Llama la atención la ausencia de condena 

de los reiterados ataques y amenazas sufridos por “Joves SCC-UAB”, si la 

contrastamos con el contundente reproche que mereció, sin embargo, el 

intento de unos encapuchados de hacerse con material del servicio de 

reprografía de la Facultad de Filosofía y Letras tan solo dos días después del 

ataque a la carpa de SCC del día 14 de marzo de 201750. 

 

98. La diferencia en el trato transmite la idea de que la defensa de 

determinadas opciones ideológicas ha de pagar necesariamente un peaje que 

debe ser asumido sin que merezca condena institucional. Se trata de una 

actitud profundamente antidemocrática que limita el pluralismo político de la 

sociedad y que, además, es coherente con otras actitudes y políticas; en este 

caso, de la misma Universidad Autónoma. Así, se aprecia un intento poco 

disimulado de apartar al colectivo de “Joves SCC-UAB” de las actividades 

propias del campus, tal como ha denunciado este colectivo51 y la permisividad 

hacia las actitudes intolerantes de los autodenominados “antifascistas”52. 

 

                                                 
48 https://www.facebook.com/societatcc/videos/1120033974786535/. 
49 http://www.uab.cat/web/sala-de-premsa/detall-de-noticia/comunicat-de-la-uab-
1345667174054.html?noticiaid=1345716354139. 
50 http://www.uab.cat/web/sala-de-premsa/detall-de-noticia/comunicat-de-la-uab-
1345667174054.html?noticiaid=1345721396568. 
51 https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/comunicado-joves-scc-la-uab. 
52 https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/los-estudiantes-de-scc-de-la-uab-denuncian-una-
recogida-de-firmas-para-expulsarlos-del. 

https://www.facebook.com/societatcc/videos/1120033974786535/
http://www.uab.cat/web/sala-de-premsa/detall-de-noticia/comunicat-de-la-uab-1345667174054.html?noticiaid=1345716354139.
http://www.uab.cat/web/sala-de-premsa/detall-de-noticia/comunicat-de-la-uab-1345667174054.html?noticiaid=1345716354139.
http://www.uab.cat/web/sala-de-premsa/detall-de-noticia/comunicat-de-la-uab-1345667174054.html?noticiaid=1345721396568.
http://www.uab.cat/web/sala-de-premsa/detall-de-noticia/comunicat-de-la-uab-1345667174054.html?noticiaid=1345721396568.
https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/comunicado-joves-scc-la-uab.
https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/los-estudiantes-de-scc-de-la-uab-denuncian-una-recogida-de-firmas-para-expulsarlos-del
https://www.societatcivilcatalana.cat/es/noticias/los-estudiantes-de-scc-de-la-uab-denuncian-una-recogida-de-firmas-para-expulsarlos-del
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99. “Barcelona con la Selección” también ha sufrido los ataques de los 

violentos que no toleran la presencia en el espacio público de planteamientos 

no nacionalistas. El 4 de junio de 2016 se produjo un ataque contra una carpa 

informativa de esta asociación cuyo objetivo es conseguir que la Selección 

Española de Fútbol juegue un partido en Barcelona y realiza diversas 

actividades orientadas a este fin53. 

 

100. El ataque, del que hay constancia gráfica54 supuso la necesidad de 

que fueran atendidas por los servicios médicos las dos voluntarias que 

resultaron agredidas. El ataque acabó siendo condenado por la mayoría de 

partidos e instituciones, pero era constatable el retraso con el que se procedió 

a dicha condena y que contrastaba con la celeridad con la que se condenaban 

agresiones dirigidas a quienes defienden los postulados nacionalistas. Esta 

renuencia a condenar las agresiones que sufren quienes no comparten el credo 

nacionalista quedó de manifiesto cuando el presidente de la Generalitat, en el 

curso de un programa de televisión, y ante el requerimiento de que condenara 

los ataques sufridos por “Barcelona con la Selección” y el colectivo “Joves 

SCC-UAB” indicó que estos ataques no suponían violencia “de verdad”55. 

 

101. Los integrantes de “Barcelona con la Selección” fueron objeto 

también de otro grave ataque. Aquel que sufrieron en el campus de la UAB 

tras haber asistido al cinefórum organizado por el colectivo “Joves SCC-

UAB” el 13 de diciembre de 2016 y que ha sido referido. 

 

102. Los partidos no nacionalistas también han sufrido multitud de 

ataques en los últimos años. Así en el caso de Cs, su sede en L’Hospitalet ha 

                                                 
53 Vid. la página web de la entidad: http://www.barcelonaconlaseleccion.org/es/ Entre otras actividades, 
“Barcelona con la Selección” intentó colocar pantallas gigantes para seguir la última Eurocopa y sus 
integrantes se desplazan a centros penitenciarios para jugar partidos con los internos. 
54 http://www.elnacional.cat/es/sociedad/agresion-dos-voluntarias-barcelona-seleccion_104236_102.html. 
55 http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/jo-pregunto/jo-pregunto-entrevista-ciutadana-al-president-de-la-
generalitat/video/5645174/. 

http://www.barcelonaconlaseleccion.org/es/
http://www.elnacional.cat/es/sociedad/agresion-dos-voluntarias-barcelona-seleccion_104236_102.html
http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/jo-pregunto/jo-pregunto-entrevista-ciutadana-al-president-de-la-generalitat/video/5645174/
http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/jo-pregunto/jo-pregunto-entrevista-ciutadana-al-president-de-la-generalitat/video/5645174/
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sufrido 4 ataques tan solo desde finales de octubre de 2016. Además, su 

portavoz sufrió una agresión el 13 de noviembre de 2016. En Lleida se atacó 

la sede del partido con piedras el 3 de junio de 2016 y la sede de Vila-Seca fue 

atacada dos veces; en una ocasión sufrió la rotura de los cristales y, en otra, 

pintadas. La sede de Barcelona en la calle Balmes sufrió un escrache el 14 de 

diciembre y la sede la Gran Vía fue atacada con piedras el 11 de enero. 

 

103. El PPC también ha sufrido multitud de ataques en sus sedes. El 

más grave de todos ellos se produjo el 27 de marzo de 2017, cuando un grupo 

de personas intentaron ocupar la sede central del partido en Barcelona, sita en 

la calle Urgell. Consiguieron penetrar en la sede, pero no pasar el control de 

seguridad y no abandonaron el local hasta que no llegaron los Mossos 

d’Esquadra. Delante mismo de la sede leyeron un comunicado antes los 

medios que se habían congregado56. 

 

104. Se trata de una acción de una extraordinaria gravedad por lo que 

supone de coacción a los integrantes del partido. El hecho de que una 

diputada de la CUP, Anna Gabriel acompañara al grupo da muestra del 

respaldo institucional a estas actitudes violentas que pretenden trasladar a la 

calle la confrontación política a la vez que advierten a quienes no comparten 

las ideas secesionistas que pueden sufrir las consecuencias de ello. No puede 

desconocerse el carácter amenazante de una actuación que, como el resto de 

las mostradas en este epígrafe, pretende limitar la pluralidad política en 

Cataluña expulsando del espacio público a quienes no compartan los 

planteamientos secesionistas. 

  

                                                 
56 http://www.levante-emv.com/espana/2017/03/27/afines-cup-ocupar-sede-pp/1546779.html. 

http://www.levante-emv.com/espana/2017/03/27/afines-cup-ocupar-sede-pp/1546779.html
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3. DERECHO A LA EDUCACIÓN 

 

105. No cabe duda de que hablar de la vulneración de los derechos 

fundamentales de la persona es inaudito en una sociedad democrática. Si se 

produce en el ámbito educativo, este hecho –tal como ya se ha señalado-  

resulta no solo escandaloso o vituperable sino lacerante. Como ya se expuso 

en las Jornadas tituladas Por una escuela plural en una Cataluña de todos que en 

noviembre de 2015 Societat Civil Catalana llevó a cabo, —en las que 

participaron diversos especialistas en Historia, Filología, Política, 

Jurisprudencia y Enseñanza—, seguimos instalados en un marco político-

social que no garantiza el uso del castellano como lengua vehicular de 

enseñanza ni la neutralidad política e ideológica en los centros públicos 

educativos.57 Ambos aspectos limitan no solamente el derecho a la libertad 

ideológica y de pensamiento, sino también el derecho a la educación, como se 

anunciaba en la introducción de este informe. 

 

106. El objetivo de este apartado, pues, es mostrar de qué modo se 

están vulnerando estos derechos fundamentales de las personas. Para ello, se 

ofrecen evidencias relativas a los dos principales ejes que utiliza el 

nacionalismo para imponer su doctrina en las escuelas. Por un lado, el 

                                                 
57 Los ejemplos de la injerencia nacionalista en la escuela catalana que se expusieron en dichas Jornadas se 
hallan recogidos en el siguiente vídeo https://youtu.be/SKsMfI0cy7U . Incorporamos, también, otros vídeos 
interesantes sobre el tema que se trata y que presentan el resumen de los aspectos debatidos en aquellas 
jornadas, https://www.youtube.com/watch?v=Tjd3sasEJao , o los testimonios de especialistas que llevan 
años trabajando en la defensa de una educación digna, cuyo valor principal sea el respeto a la libertad 
individual y al marco constitucional común: 
Ana Losada, https://www.youtube.com/watch?v=62TKsBDYs8g, 
Carmen Leal, https://www.youtube.com/watch?v=O0jTbYDvElw, 
María Teresa Ginés, https://www.youtube.com/watch?v=5GwgUFaHLfg, 
José Manuel Lacasa, https://www.youtube.com/watch?v=_XMZat1fhU8 
Severo Bueno, https://www.youtube.com/watch?v=EyT8tJwzHtY, 
Eduardo López Dóriga, https://www.youtube.com/watch?v=NfKqFPpbSFw, 
Marita Rodríguez, https://www.youtube.com/watch?v=bsTkevvnFvU, 
Pau Mari Klose, https://www.youtube.com/watch?v=tKBx4LtEcZg, 
Isidro Cabello,https://www.youtube.com/watch?v=H72OO92358Y. 
 

https://youtu.be/SKsMfI0cy7U
https://www.youtube.com/watch?v=Tjd3sasEJao
https://www.youtube.com/watch?v=62TKsBDYs8g
https://www.youtube.com/watch?v=O0jTbYDvElw
https://www.youtube.com/watch?v=5GwgUFaHLfg
https://www.youtube.com/watch?v=_XMZat1fhU8
https://www.youtube.com/watch?v=EyT8tJwzHtY
https://www.youtube.com/watch?v=NfKqFPpbSFw
https://www.youtube.com/watch?v=bsTkevvnFvU
https://www.youtube.com/watch?v=tKBx4LtEcZg
https://www.youtube.com/watch?v=H72OO92358Y
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adoctrinamiento que se establece a través de diversos mecanismos, es decir, a 

través de los libros de texto, de la utilización de símbolos y cartelería ajenos a 

la neutralidad que debe presidir los espacios públicos de enseñanza, así como 

también a través de las variadas actividades pedagógicas que se desarrollan. 

Por otro, la instrumentalización de la lengua como elemento ideológico con la 

consiguiente anulación de la libertad lingüística individual. En este punto, se 

expondrá el caso de la familia de Balaguer como ejemplo sumo de la violación 

de diversos principios esenciales. 

 

107. La situación actual corresponde a un plan perfectamente diseñado 

cuyo origen se remonta a la primera etapa de gobierno de Jordi Pujol. En 

octubre de 1990 El Periódico y El País hacían público el documento de “las 

propuestas para aumentar la conciencia nacional”58 en que se delineaban los 

pasos a seguir para volcar la ideología nacionalista en todos los ámbitos de la 

vida política, social, económica, religiosa, deportiva, cultural y, principalmente, 

educativa. Resulta hiriente comprobar cómo aquel esquema teórico de signo 

totalitario que se fraguó en la década de los 80 del siglo pasado, se ha podido 

desarrollar de modo implacable bajo el auspicio de nuestro Estado de 

Derecho. Y no deja de ser paradójico que en el marco democrático de España 

se haya permitido levantar y sostener un sistema tan contrario a la esencia de 

la libertad como el que aboga por la manipulación de las conciencias con el fin 

de establecer un pensamiento único nacional. Ese “Pensamiento”, que está en 

la base del adoctrinamiento, se desarrolla mediante una serie de puntos clave:  

 

a) Configuración de la personalidad catalana (…) b) Divulgación de la 
historia y del hecho nacional catalán (…) c) Nuevo concepto de nación dentro 
del marco europeo: Catalunya (Països Catalans), nación europea emergente (…) 
e) El factor demográfico: (…) Es necesario concienciar a nuestro pueblo de la 
necesidad de tener más hijos para garantizar nuestra personalidad colectiva (…) 
f) Memorial de agravios: Catalunya es una nación discriminada que no puede 
desarrollar libremente su potencial cultural y económico. Descubrimiento, 

                                                 
58 En  http://archivo.elperiodico.com/ed/19901028/pag_001.html  y 
http://elpais.com/diario/1990/10/28/espana/657068405_850215.html  

http://archivo.elperiodico.com/ed/19901028/pag_001.html
http://elpais.com/diario/1990/10/28/espana/657068405_850215.html
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constatación, ponderación y divulgación de los hechos discriminatorios, 
carencias, etc, de forma clara, contundente y sistemática. Remarcando la 
incidencia negativa que esto tiene para el conjunto del pueblo catalán y para 
cada uno de sus ciudadanos (…) g) Sensibilización colectiva: Catalunya es un 
pueblo que camina en busca de su soberanía dentro del marco europeo (…) 
Sensibilización ciudadana para reforzar el alma social. 

 

108. Asimismo, se incluye la siguiente cita que, aunque algo extensa, 

ilustra en relación a la “Enseñanza” el inicio de las evidencias que hoy 

lamentablemente constatamos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

(…) 
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3.1. Adoctrinamiento nacionalista en la escuela 

 

109. La labor de adoctrinamiento en la escuela es el método que a largo 

plazo produce unos de los mayores y más consistentes réditos en la 

conformación de la ideología nacionalista, pues prepara desde “abajo” futuras 

generaciones que crecen aleccionadas. Su programa de actuación 

perfectamente cincelado, como hemos visto más arriba, ha venido 

desarrollándose desde hace 35 años. No obstante, es en estos momentos en 

que se muestra sin pudor y sin subterfugios, no solo en el contenido 

académico que los alumnos deben asumir, sino en todo tipo de 

manifestaciones o actos en los que las mentes limpias y moldeables de los 

niños son el objetivo principal. 

 

110. Según el art. 27.2. de la Constitución: “La educación tendrá por 

objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los 

principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades 

fundamentales”. Sin embargo, ciertos contenidos de algunos libros de texto o 

varias de las diferentes actividades que se desarrollan en el ámbito pedagógico 

en Cataluña muestran aspectos que afectan negativamente a esa convivencia 

social y a la concordia política cuyo requisito es necesario y se encuentra 

plasmada en la Constitución Española. 

 

111. La Declaración de los Derechos del Niño, de 20 de noviembre de 

1959, “considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, 

necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, 

tanto antes como después del nacimiento”, declaraba en su Principio VII que: 

 

1. El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y 
obligatoria por lo menos en las etapas elementales. Se le dará una educación que 
favorezca su cultura general y le permita, en condiciones de igualdad de 
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oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de 
responsabilidad moral y social, y llegar a ser un miembro útil de la sociedad. 

2. El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes 
tiene la responsabilidad de su educación y orientación; dicha responsabilidad 
incumbe en primer término a los padres. 

3. El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los 
cuales deberán estar orientados hacia los fines perseguidos por la educación; la 
sociedad y las autoridades públicas se esforzarán por promover el goce de este 
derecho. 

 

112. Es indudable que en Cataluña, de una manera o de otra, no se 

están respetando estos principios básicos, pues la difusión de conocimientos 

que se transmiten por algunos libros de textos y el ambiente educativo en el 

que el niño crece, se encuentran contaminados por una ideología única que 

choca con estos derechos. Por un lado, no se propicia el acceso a una “cultura 

general”, sino sesgada en pro de una única visión y, por tanto, limitadora de 

tener una “igualdad de oportunidades”. Por otro, los niños no pueden 

desarrollar con libertad “su juicio individual” ya que “por su falta de madurez 

mental” y al no recibir una información plural, se limitan a asumir aquello que 

la escuela le proporciona (en el caso que nos ocupa, una ideología partidista y 

contraria a los valores constitucionales españoles).  Asimismo, el sistema 

público de enseñanza debería garantizar una educación plural a la que todas 

las familias puedan acceder. De igual modo, deberían existir unas autoridades 

públicas que velen por el ejercicio y disfrute de este derecho. 

 

113. La consecución de este aleccionamiento se realiza en tres 

direcciones diferentes: una dirigida al objeto de estudio en sí; otra dirigida al 

entorno escolar que afecta a los símbolos, carteles, mensajes que el niño ve y 

que, por el hecho de presidir ese medio, reconoce como propios, verdaderos y 

habituales; y, por último, la injerencia dirigida a protagonizar actividades 

académicas, culturales y lúdicas. 
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3.1.1. Adoctrinamiento nacionalista en los libros de texto 

 

114. La Ley de Calidad de la Educación 10/2002, de 23 de diciembre, 

(LOCE), en su disposición adicional tercera dispuso que “los órganos de 

coordinación didáctica de los centros públicos elegirán los libros de texto y 

demás materiales curriculares, cuya edición y adopción no requerirán la previa 

autorización de la Administración educativa”, manteniéndose de igual modo 

en el segundo punto de su disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica de 

Educación 2/2006, de 3 de mayo, (LOE), y en la Ley Orgánica para la Mejora 

de la Calidad Educativa 8/2013, de 9 de diciembre, (LOMCE). Por otra parte, 

según el artículo 6.1.e de la LOMCE el Gobierno es el responsable de definir 

“el diseño del currículo básico, en relación con los objetivos, competencias, 

contenidos, criterios de evaluación, estándares y resultados de aprendizaje 

evaluables, con el fin de asegurar una formación común y el carácter oficial y 

la validez en todo el territorio nacional de las titulaciones a que se refiere esta 

Ley Orgánica” y se valdrá de la alta inspección “para garantizar el 

cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos” (art. 6.1.d 

LOMCE) 

 

115. Lo cierto es que no siempre los contenidos estudiados en las 

escuelas catalanas son los mismos que en el resto de España, como constata el 

sindicato Acció per la Millora de l’Ensenyament Secundari (AMES) en el 

informe Adoctrinamiento ideológico partidista en los libros de texto en Cataluña, de la 

materia “Conocimiento del medio” (Geografía e Historia, Ciencias Sociales) de 5º y 6º de 

Primaria, del curso 2016/2017.59 En él se concluye que en los 14 libros revisados 

de esta materia de diferentes editoriales —Barcanova, Baula, Cruïlla, Edebé, 

Edelvives, La Galera, Santillana, SM, Vicens Vives— ha habido una reducción 

del contenido curricular sobre la Geografía e Historia de España tal como 

                                                 
59 Texto íntegro en http://www.ames-fps.com/adoctrinamiento_libros_sociales_5y6primaria_cataluna.pdf 

http://www.ames-fps.com/adoctrinamiento_libros_sociales_5y6primaria_cataluna.pdf
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establece el Real Decreto 126/2014, para poner, en su lugar, el contenido 

correspondiente a la Geografía e Historia de Cataluña según dictamina la 

Consejería de Educación de dicha Comunidad Autónoma.60 

116. A partir del mencionado análisis sobre los libros de texto de 5º y 6º 

de Primaria y de algunos de la ESO que ha examinado Societat Civil Catalana, 

se constatan evidencias de que en Cataluña se están vulnerando los principios 

básicos democráticos. A continuación, ofrecemos una pequeña muestra de los 

muchos ejemplos de adoctrinamiento que podemos encontrar en los manuales 

escolares: 

 

a) Discriminación socio-política contraria a la igualdad de 

derechos y deberes 

 

117. Es significativo, como acabamos de decir, que los textos escolares 

en Cataluña tengan unas diferencias tan sustanciales a los empleados en el 

resto de España. Así, se dedica a Cataluña una atención especial en 

menoscabo de la dedicada a España, que en algunos casos llega a ser 

prácticamente inexistente.61 Más allá de las singularidades culturales de los 

territorios organizados en comunidades que la Constitución reconoce, destaca 

una visión deformada y en gran parte arbitraria de la organización y orígenes 

históricos del territorio catalán. Se reafirma un “modo de ser” y un “sentirse” 

muy diferentes de los del resto de comunidades, e incluso contrarios a la 

                                                 
60 El contenido curricular de la materia de Ciencias Sociales puede verse en el Real Decreto 126/2014, de 28 
de febrero (BOE 1 de marzo de 2014) y en el Decreto 119/2015, de 23 de junio, de ordenación de las 
enseñanzas de la Educación Primaria en Cataluña (DOGC 26 de junio de 2015). El hecho de que cada 
Comunidad Autónoma pueda adaptar los contenidos que propone el Real Decreto provoca que haya  hasta 
17 currículums diferentes siendo solo dos Comunidades Autónomas, Ceuta y Melilla, las que lo cumplen 
debido a que no tienen transferidas las competencias en educación. Dicha diversidad no genera ningún 
problema, siempre y cuando se contemplen unos contenidos generales comunes, plurales y constitucionales. 
61 Como ocurre con el libro Medi natural, social i cultural. Ciclo Superior 1. Primaria (Barcanova, 2015) cuyas 
unidades sobre Historia (de la 12 a la 15) se centran únicamente en la de Cataluña. En el libro Coneixement del 
medi.5 Primaria (Santillana, 2014) se dedican 34 páginas (pp. 108-141) a la geografía de Cataluña, frente a las 4 
(pp. 128-131) que se ocupan de la geografía del resto de España. Asimismo, contrasta la mayor extensión en 
proporción dedicada a los contenidos solo sobre Cataluña (pp. 70-85 y pp. 128-141) que la dedicada a los del 
resto de España (pp. 144-165). 
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realidad histórica y política de España, que se hace evidente en la comparación 

de los textos empleados dentro y fuera de Cataluña. 

 

118. Esa diferente atención prestada se muestra, por ejemplo, en la 

prevalencia de ciertas divisiones administrativas del territorio más o menos 

tradicionales o casuales, como son 

las comarcas, sobre aquellas que la 

Constitución y leyes orgánicas 

regulan, es decir, las provincias. 62 

Asimismo, se presentan de manera 

oficial y verídica ciertas relaciones 

entre territorios, como es el caso de 

los llamados Países Catalanes o de 

la Corona Catalanoaragonesa cuyos 

vínculos de condición identitaria se 

proclaman superiores a los de 

condición política. Así el Estado, en este 

caso español, aparece como una entidad 

artificial y superpuesta, ajena —y aun opuesta— a aquella otra que aparece de 

una forma esencial y no política. Se presenta así el concepto de “lo propio” 

como fundamento con el que aspiran a distinguirse. 

 

119. Aparte de no proveer al alumno de ese contenido relativo a la 

globalidad de España y de crear falsos conceptos que sirven para inocular el 

rasgo de la singularidad y de lo distintivo como caracterización de “lo propio”, 

se genera el problema de cómo integrar esas diferencias en un marco político 

común de igualdad de derechos y de deberes, como el que la norma 

                                                 
62 En el mismo libro de la editorial Barcanova indicado en la nota anterior, solo se habla de 41 comarcas que 
comprenden 946 municipios (p. 170). En el manual Geografia i Història, 3º Eso, (Vicens Vives), pp. 30-33 
cuando se habla de la organización territorial no se mencionan cuáles son las provincias de España, pero sí se 
muestran todas las comarcas catalanas en un mapa (no así ni las provincias de España ni las de Cataluña). 

Medi natural…, (Barcanova, 2015), p. 216 
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constitucional establece, que evite a su vez cualquier forma de discriminación 

socio-política entre unos y otros ciudadanos.  

 

b) Predominio ideológico mediante la manipulación histórica 

y terminológica 

 

120. Esa atención a “lo propio” se inicia con una selección de los 

hechos históricos que han afectado a Cataluña, presentados de manera parcial, 

contraria al rigor científico y a las exigencias de crítica y ponderación que 

deben presidir cualquier planteamiento pedagógico moderno. Se ofrece un 

relato pervertido de la realidad o de los hechos históricos carente de toda 

objetividad. De dicho relato se deducen una especie de “derechos” ahistóricos 

(es decir, que se han transmitido indelebles en el tiempo), y, simultáneamente, 

estos aparecen siempre amenazados y quebrantados, asumiendo para los 

catalanes la imagen de víctimas de una conspiración foránea.63 

 

121. Algunos casos 

son particularmente 

llamativos, como los que 

presentan la Monarquía 

española como “castellana”, y a 

los catalanes —de cualquier 

época y condición social— como los perjudicados más frecuentes. O aquellos 

otros en los que se presentan los conflictos según ese esquema de 

confrontación entre Castilla, o su Corona, y Cataluña. O de cómo la conquista 

de América benefició exclusivamente a los intereses castellanos. 

 

                                                 
63 Vid. al respecto del estudio de la Historia como instrumento para definir la identidad colectiva de una 
comunidad, Coneixement del medi. Projecte Tram 2.0. Cicle Superior. 5 Primària (La Galera, 2014), p. 266. 

Coneixement del medi.6 Primaria, (Santillana,  2014),  p. 191 
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122. A menudo también se presenta al Reino de Aragón surgido en la 

Edad Media como Corona 

Catalanoaragonesa, según una 

denominación que no tiene 

correspondencia con la realidad 

histórica ni con la mentalidad de 

quienes fueron sus protagonistas.  

 

123. También muy llamativas son las formas de presentar la Guerra dels 

Segadors, como un 

enfrentamiento entre Castilla y 

Cataluña en unos casos, o entre 

España y Cataluña en otros. 64 

Pero la mayoría de los ejemplos 

notables tienen que ver con la Guerra de Sucesión y con el Decreto de Nueva 

Planta, pues, según se dice, estos hechos supusieron la “liquidación de las 

libertades nacionales catalanas” por parte de España, sin mencionar nunca el 

hecho de que una parte de Cataluña (principalmente de Barcelona) se alineó a 

favor del candidato borbónico. 

Tampoco se menciona nada de los 

beneficios que dicho Decreto tuvo 

para la recuperación económica de 

Cataluña y para su desarrollo social 

posterior, al unificar política y administrativamente las dos Coronas.  

 

     

                                                 
64 Así puede verse en Coneixement del medi. Ciències socials i ciències naturals. Construïm. Cicle superior. 5 Primària, 
(Cruïlla, 2014), p. 136. 

Coneixement…Tram 2.0, 6º (La Galera, 2014), p. 202 

 

         Coneixement…6º, (Cruïlla, 2015), p. 189 

 

Coneixement…Tram 2.0, 6º , (La Galera, 2014), p. 221           
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124. De modo muy similar aparece tratada la Guerra de la 

Independencia —a la que la mayoría de textos denominan “Guerra del 

Francés”—,65 omitiendo tratar lo que fueron sus consecuencias relativas a la 

instauración de la monarquía constitucional y la implantación de derechos y 

deberes comunes e iguales para todos los ciudadanos en una misma nación 

política. Esto posibilitó una confluencia de intereses generales, a la que no 

fueron ajenos los prohombres catalanes que se beneficiaron con ello. 

 

125. En resumen, la presentación tergiversada o parcial puede llevar a 

pensar que ha habido siempre una honda animadversión entre España y 

Cataluña, y que ese sentimiento se origina en la forma de ser y de sentir tan 

diferente que hay entre “españoles” (o “castellanos”) y catalanes. En 

definitiva, un esquema maniqueo que no resiste el menor examen crítico. 

                                                 
65 Por ejemplo, aparece así en Coneixement del medi. 6 Primària. Tercer trimestre, (Santillana, 2014), p. 204. 

MEDI. Ciències Socials. Educació Primària. 6.1, (Vicens Vives, 

2015), p. 63. 

 

Medi natural, social i cultural. Cicle Superior 2 de Primària., (Barcanova, 2014), p. 205. 
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c) Mistificación de los “hechos diferenciales” y predominio de 

lo simbólico 

 

126. En el tratamiento de los hechos, tanto naturales como culturales o 

históricos que afectan a Cataluña, predomina un énfasis hacia lo simbólico, 

que se convierte en forma de representación preferida hacia todo lo que tenga 

el carácter de catalán. 

 

127. Entre los rasgos o hechos que adquieren ese carácter simbólico 

puede haber muchas tradiciones más o menos modernas, o ciertos mitos más 

o menos antiguos. Ninguno, no obstante, adquiere el carácter simbólico tan 

singular y extraordinario como el que ostenta la lengua catalana. 

 

128. Esa importancia otorgada a la lengua destaca en la forma en que es 

instrumentalizada al servicio de una causa eminentemente política, y, por 

tanto, afecta a la igualdad de derechos y deberes mencionados en el apartado 

a). Dicha instrumentalización es de carácter impuesto, en menoscabo de la 

lengua común, la española, y tiene que ver con su consideración de lengua 

“propia” y de lengua “vehicular”, que la hace de uso exclusivo en la enseñanza 

obligatoria. Es este carácter impuesto e instrumentalizado lo que da a dicha 

norma política educativa una dimensión perversa en sí misma. Su justificación 

afecta a lo que decíamos en el apartado b), según lo cual se pretende deducir 

unos deberes y derechos de una presunta realidad histórica (previamente 

manipulada) aunque el contexto social no se corresponde con las pretensiones 

de sus defensores. Así, se obliga al maestro a utilizarla exclusivamente en el 

ámbito de sus funciones pedagógicas, aunque en el contexto social en que se 

mueve el alumno se emplee solo el español, lengua cooficial que es 

socialmente mayoritaria. En el caso de los libros de texto, la lengua de 
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presentación es exclusivamente el catalán, aunque ello represente un obstáculo 

añadido para el aprendizaje. Ese énfasis en lo que la propia lengua catalana 

tiene de símbolo, como expresión sublime de lo considerado genuinamente 

catalán, se reconoce sobre todo en el tono de los diferentes textos 

examinados. Así, se pretende que la lengua catalana sea indisociable de su 

realidad histórica y social, cuando esto evidentemente es de otra manera. En 

esa falsificación intenta ocultar que el uso público del castellano en Cataluña 

se remonta al menos al siglo XVI, como atestiguan innumerables documentos.  

 

129. La mayoría de los textos omiten las referencias a España, ya sea en 

el plano histórico, ya sea desde un punto de vista estrictamente político o 

cultural. No hay alusión, por ejemplo, a la Constitución como norma suprema 

del Estado de la que emanan todas las demás, ni se mencionan los símbolos 

que la representan ni las instituciones. Se presenta siempre el Estatut como la 

norma superior de Cataluña que organiza la vida de sus ciudadanos, a la vez 

que se reafirman sus símbolos y su bandera.66  

 

 

 

 

 

 

                                                 
66 Así en la p. 73 del libro Ciències Socials. 5 Primària. Projecte global interactiu, (Edebé, 2014), se le pregunta al 
alumno cuál es la lengua oficial de Cataluña, ignorando que son dos las lenguas cooficiales. Del mismo modo, 
se pregunta por los símbolos oficiales de Cataluña en lugar de decir de la Comunidad Autónoma de Cataluña. 
En la p. 174 del libro Coneixement del medi. 6 Primària. Tercer trimestre, (Santillana, 2014) no se mencionan los 
símbolos de España, mientras que sí se nombran los de Cataluña y los de Europa en la p. 180. En la p. 172 
del libro Medi natural, social i cultural. Cicle Superior 1 de Primària (Barcanova, 2015) se afirma que el Estatut es la 
ley más importante de Cataluña, pero nuevamente no se hace referencia a la Constitución Española. Lo 
mismo sucede en manuales de la ESO como Geografia i Història, 3º Eso, (Vicens Vives), p. 34. 

Coneixement del medi. 
Ciències socials i ciències 
naturals. Construïm. Cicle 
superior. 5 Primària.  
(Cruïlla, 2014), p. 135. 
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130. Tampoco adquieren la consideración de “cultura catalana” las 

obras que no han sido escritas en catalán, aunque sus autores sean catalanes y 

hayan obtenido reconocimiento máximo en sus respectivas esferas. Con esto 

se quiere hacer creer que las expresiones en lengua española son ajenas a la 

vida esencial de Cataluña y que responden únicamente, bien a una cierta 

anomalía que es preciso corregir a través de la escuela catalana, bien a una 

imposición del poder central. 

 

131. La peor consecuencia de todo ello tiene que ver con la vida social, 

ya que esos símbolos o elementos consagrados como genuinos, 

particularmente la lengua, al considerarse desde una visión excluyente, 

favorecen una división social entre unos y otros catalanes. De esta forma, se 

establece una profunda línea divisoria entre ciudadanos de primera y de 

segunda, alimentando unos complejos sociales y culturales de los que son los 

escolares sus principales víctimas. Pero tampoco es en absoluto desdeñable el 

perjuicio que eso entraña para la cultura catalana, por lo que supone de 

limitación o empobrecimiento, si se tiene en cuenta la riqueza que pueden 

llegar a aportar ambas lenguas. 

 

d) Carácter antiliberal y antidemocrático de la representación 

nacionalista 

 

132. A esa visión interesada de la realidad social e histórica de Cataluña 

que se nos presenta en varios de los textos, subyace una arraigada vocación 

antiliberal y antidemocrática. De los elementos que definirían la 

representación nacionalista expuesta en ciertos libros de texto, destacamos los 

siguientes: 

a) Perennidad de una identidad colectiva desde los tiempos más antiguos, y 

viva en sus tradiciones y lengua propias, frente a las que no lo son. 
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b) Una comunidad unida, constituida como poble, que sería presocial en 

el sentido moderno, dotada de un destino que se advierte en momentos 

cruciales de su historia. 

c) Derechos colectivos que están por encima de los individuales, y que 

obligan a sus habitantes. De esto nacería una determinada noción de 

“democracia” apta solo para quienes piensan de esa manera: “buenos 

catalanes”, frente a los que no lo son; lo “popular” frente a lo universal o 

uniforme. 

d) Espontaneidad y naturalidad de la vida de un pueblo, frente a las 

formas de organización políticas que representan los estados, y a la legitimidad 

de sus instituciones —que serían artificiales cuando no impuestas—. 

 

133. Algunos ejemplos de esa representación son particularmente 

reveladores. Es el caso 

de la información sobre 

el movimiento 

conocido como la 

Renaixença, del que 

nace el catalanismo y el 

nacionalismo, que 

parece surgir como una 

suerte de revelación 

producida en un momento determinado, una especie de toma de conciencia, y 

cuyo único motivo estaría en la desafección permanente de los catalanes —sin 

distinción—, hacia España, culpable de sus males67. 

 

 

                                                 
67 La imagen corresponde a una cita extraída del libro MEDI. Ciències Socials. Educació Primària. 6.1, (Vicens 
Vives 2015), p. 76. 
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134. No se dice nada de sus raíces históricas, sobre las causas ni sobre 

las consecuencias sociales, políticas, económicas, culturales que distinguen 

aquel momento. Nada se dice de la crisis del imperio español ni de la pérdida 

de las últimas posesiones, ni de cómo eso afectó al comercio catalán; ni de los 

intentos del liberalismo por instalar una monarquía constitucional, una 

igualdad política y un catálogo de derechos y deberes que asegurase la libertad 

de los ciudadanos; ni se habla de los sucesivos fracasos de dicho intento, del 

papel de la Iglesia, de la reacción carlista contra ese programa, ni de la 

Desamortización; tampoco de las guerras civiles asociadas a dicho carlismo; ni 

de su carácter hondamente reaccionario, ni del surgimiento de partidos 

políticos que se alimentan de su fracaso —como fueron los nacionalistas—, ni 

de su carácter burgués; no se menciona el proteccionismo de la industria 

catalana. Nada, del programa nacionalista, que muestre su carácter 

radicalmente irracionalista y exaltado, en la estela del romanticismo alemán y 

de las ideas de Herder contra la Ilustración.  

 

135. Es particularmente significativa la presentación que se hace de 

algunos prohombres de la política catalana del siglo XX, que surgen como 

auténticos líderes para la ocasión, como son Macià y Companys. Todo aparece 

aureolado en ellos por aquella visión redentorista a la que se habrían 

entregado sin condiciones, evitando decir que fueron víctimas de su propia 

irresponsabilidad y de su tremenda frivolidad. Nada dicen de la deslealtad a los 

principios constitucionales de la República con la que se habían 

comprometido, ni del significado de las leyes constitucionales.68 Se reivindica 

la democracia, mientras que no se condena el incumplimiento de la ley por 

parte de quienes, por ella misma, asumieron la máxima obligación de servirla. 

 

                                                 
68 Vid. Sobre las figuras de Macià y Companys Medi. Ciències Socials. Educació Primaria 6.1, (Vicens Vives, 2015), 
p. 76 y p. 125; Cicle Superior 2 de Primària. Medi natural, social i cultural, (Barcanova, 2014), p. 246. 
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136. En cuanto a otros ejemplos más recientes, está el reservado a 

comentar la sentencia del Tribunal Constitucional contra la reforma del 

Estatut d’Autonomia de Catalunya, hecho que se señala como uno de los más 

recientes agravios contra Cataluña por parte del Estado español. En su 

descripción se subraya el malestar que dicha sentencia creó, sin decir que ese 

malestar se redujo a los círculos más radicalmente nacionalistas que utilizaron 

el aparato político de la Generalitat que estaba en sus manos, máxime cuando 

dicha reforma fue votada escasamente por el 30% de los catalanes.69 

 

137. Adjuntamos otros ejemplos que ilustran la obsesión por identificar 

a Cataluña como un país, como una nación: 

 

 

 

 

 

                                                 
69 Vid. MEDI. Ciències Socials, Educació Primària, 6.1, (Vicens Vives, 2015), p. 112. 

Coneixement del medi. Projecte Tram 2.0. Cicle 
superior. 6 Primària, (La Galera, 2014), p. 
178. 

 

Coneixement del medi. Ciències socials i ciències naturals. Construïm. Cicle superior. 5 Primària. (Cruïlla, 2014), p. 146.  
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En este mismo sentido, el portavoz de Ciudadanos en el Parlamento, Carlos 

Carrizosa, en su intervención en la Comisión de Educación y Universidad 

(16/07/15), calificaba de “deleznable e indignante que se explique a los niños 

que Cataluña es un país como España o Alemania” ya que “se induce a los 

alumnos a la confusión”. 

https://www.youtube.com/watch?v=dYcN2tpdjfo&app=desktop   

 

3.1.2. Campaña de nacionalización del entorno escolar 

 

138. El entorno escolar de los niños y adolescentes se ve invadido, en 

numerosas ocasiones, por símbolos partidistas y mensajes excluyentes que 

nada tienen que ver con el principio de neutralidad que deben cumplir las 

instituciones educativas, ni mucho menos con el concepto de la educación 

plural basada en los valores de la convivencia y el respeto. Para llevar a cabo 

esta campaña de nacionalización del ámbito académico, se colocan en el 

interior de las dependencias educativas o en sus fachadas elementos de topo 

tipo: banderas independentistas, pancartas que convocan a las movilizaciones 

como la consulta del 9N, objetos con una fuerte carga simbólica (como las 

urnas) o carteles de entidades, como Somescola.cat, que publicitan la escuela 

monolingüe en catalán con un claro mensaje de exclusión del castellano como 

lengua vehicular de enseñanza —como dispone el modelo de conjunción 

MEDI. Ciències Socials. Educació Primària. 6, 
(Vicens Vives, 2015), p. 114. 

 

https://www.youtube.com/watch?v=dYcN2tpdjfo&app=desktop
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lingüística—. Algunos de estos símbolos o mensajes pueden ser 

circunstanciales. Sin embargo, hay otros que se mantienen en el tiempo y esto 

provoca que los niños y los adolescentes terminen por asimilar como algo 

normal, cotidiano y propio aquello no lo es.  

 

139. Sin duda, esto sucede porque las autoridades educativas catalanas 

han decidido ignorar el deber de neutralidad política e ideológica de los 

centros públicos de enseñanza. Tampoco velan para que ese principio de 

objetividad sea observado por los diferentes empleados públicos, tal y como 

se recoge en el art. 103.3 de la Constitución Española. Desde la Agrupación 

de Enseñanza de Societat Civil Catalana, tras recibir numerosas quejas, con las 

evidencias documentales correpondientes sobre la existencia de estos 

símbolos de carácter político en no pocos centros de Cataluña —muchos de 

ellos promovidos por Somescola.cat—, se escribió una carta a la entonces 

Consejera de Educación, Irene Rigau (con fecha de 7 de enero de 2016), para 

solicitarle la adopción de las medidas necesarias con el fin de eliminar todas 

las pancartas de dicha entidad y los símbolos políticos. Nunca obtuvimos 

respuesta, nunca se efectuó la retirada de tales elementos de adoctrinamiento. 

 

140. Esta entidad, Somescola.cat, que dice fomentar un modelo de escuela 

basado en principios 

integradores, en realidad, 

por medio de sus campañas 

atenta claramente contra la 

pluralidad social y cultural 

que debe existir en nuestra 

comunidad. El lema “Per un 

país de tots, l’escola en 

català”, supone una intromisión política en la actividad educativa, 

Instituto El Cairat (Esparraguera) 
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absolutamente reprobable, tanto desde una perspectiva ética como legal. 

Identificar la cohesión social con una escuela monolingüe en un territorio 

claramente bilingüe resulta injustificable desde cualquier óptica pedagógica. 

 

141. A continuación, se incluyen fotos que evidencian este 

adoctrinamiento del que estamos hablando: 

Cartel que anuncia a la asociación 

Correllengua, que se encarga de difundir el uso 

de la lengua catalana y la promoción de la 

cultura popular desde una perspectiva lúdica-

festiva. En el dibujo se puede apreciar una 

bandera independentista.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Escuela Les Aigües (Cardedeu) 

 

Instituto de Vic 
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Colegio Els Verns (Mataró) 

“Aquí jugamos en catalán” 

 

Patio interior, Escola Pia (Vilanova i la Geltrú) 
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Instituto Sant Jordi  (Navàs) 

 

Guardería La Quitxalla (Gurb) 

 

Aula preescolar, Colegio Les Alzines (Gerona) 
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Instituto de Arenys 

 

Escuela pública Vila Olímpica (Barcelona) 

 

Escuela Rubió i Ors (Reus) 
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3.1.3. La nacionalización de las conciencias infantiles: las actividades 

académicas, culturales y lúdicas 

 

142. En este último apartado dedicado al adoctrinamiento en la escuela, 

se presentan una serie de evidencias que muestran hasta dónde llega el deseo 

de imbuir esa ideología nacionalista en todas las facetas de la vida escolar. En 

este caso, se trata de actividades académicas que se realizan dentro o fuera de 

la escuela, o de actividades más lúdicas vinculadas de algún modo con el 

colegio.  

Escuela Sant Miquel (Deltebre) (publicado el 18 de septiembre de 

2013). Los niños han de explicar qué han dibujado sobre la independencia. A 

la pregunta que hace la profesora sobre qué es la independencia, los niños 

responden los mensajes nacionalistas que a través de los libros de texto y de 

toda la campaña llevada a cabo en la escuela han asimilado.  

https://m.youtube.com/watch?feature=youtu.be&v=PQoCkgl7i_w 

L'alegria d'un esplai en moviment, C.E. Gaspar de Portolà 

(Balaguer) (publicado el 8 marzo de 2015). El vídeo sirve para publicitar esta 

actividad lúdica en la que, de manera gratuita, los niños y adolescentes 

enseñan banderas independentistas. 

https://www.youtube.com/watch?v=tFV4PDh7LO8  

La Presidenta del Parlamento, Núria de Gispert. (Publicado el 10 

de octubre de 2015). El vídeo muestra cómo se adoctrina a un grupo de 

escolares de visita al Parlamento hablándoles de los acontecimientos de la 

guerra de Sucesión y a favor de las manifestaciones del 11 de septiembre.  

https://www.youtube.com/watch?v=6-itwterthk 

Escuela Nou Patufet (Barcelona) (publicado el 5 de marzo de 2016). 

Programa de radio, Versió BTV escoles, realizado por alumnos de 3º, 4º, 5º y 6º 

de Primaria que hacen una entrevista al Presidente de la Generalitat, Carles 

Puigdemont, sobre las caraterísticas de la futura república catalana 

https://m.youtube.com/watch?feature=youtu.be&v=PQoCkgl7i_w
https://www.youtube.com/watch?v=tFV4PDh7LO8
https://www.youtube.com/watch?v=6-itwterthk
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https://www.youtube.com/watch?v=6b6UomZZpls 

Colegio Guillem Fortuny (Cambrils) (publicado el 8 diciembre de 

2016). Se trata de una grabación que realiza un profesor de sus alumnos 

representando un pasaje histórico de en el que se desprecia a España. El 

CINC elevó una denuncia ante la Fiscalía General del Estado contra el colegio 

de Cambrils, por un posible delito de odio:  

http://gaceta.es/noticias/denuncian-maestro-catalan-adoctrina-

alumnos-odio-espana-12122016-1549 

https://www.youtube.com/watch?v=0pFOaWF54y8 

Por último, en el artículo publicado por Crónica Global se pueden 

constatar más evidencias del adoctrinamiento desarrollado en las actividades 

académicas, así como también en el entorno escolar: 

http://cronicaglobal.elespanol.com/pensamiento/el-adoctrinamiento-en-la-

escuela-catalana_27096_102.html 

El adoctrinamiento llega incluso a programas infantiles de la televisión 

autonómica de Cataluña (TV3), como Super 3, tal y como reconoció el 

Presidente de la Generalitat, Carles Puigdemont, al decir que “la educación no 

solo se imparte en las escuelas sino en el espacio público y en los medios de 

comunicación”, y que el programa Club Super 3 ha tenido un papel muy 

importante a la hora de hacer ‘musculatura’ y educar a una ciudadanía como 

‘nación’”, en 

http://baluartedigital.opennemas.com/articulo/separatismo/puigdemont-

reconoce-programa-infantil-super-3-sirve-

adoctrinar/20160407092900000832.html 

La propaganda nacionalista también está presente en las bibliotecas públicas, 

como se puede ver en la página de Eduardo González Palomar que recoge 

101 fotografías sobre el tema: 

https://m.flickr.com/#/photos/100929805@N07/sets/72157663898904911

/ 

https://www.youtube.com/watch?v=6b6UomZZpls
http://gaceta.es/noticias/denuncian-maestro-catalan-adoctrina-alumnos-odio-espana-12122016-1549
http://gaceta.es/noticias/denuncian-maestro-catalan-adoctrina-alumnos-odio-espana-12122016-1549
https://www.youtube.com/watch?v=0pFOaWF54y8
http://cronicaglobal.elespanol.com/pensamiento/el-adoctrinamiento-en-la-escuela-catalana_27096_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/pensamiento/el-adoctrinamiento-en-la-escuela-catalana_27096_102.html
http://baluartedigital.opennemas.com/articulo/separatismo/puigdemont-reconoce-programa-infantil-super-3-sirve-adoctrinar/20160407092900000832.html
http://baluartedigital.opennemas.com/articulo/separatismo/puigdemont-reconoce-programa-infantil-super-3-sirve-adoctrinar/20160407092900000832.html
http://baluartedigital.opennemas.com/articulo/separatismo/puigdemont-reconoce-programa-infantil-super-3-sirve-adoctrinar/20160407092900000832.html
https://m.flickr.com/#/photos/100929805@N07/sets/72157663898904911/
https://m.flickr.com/#/photos/100929805@N07/sets/72157663898904911/
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3.2. Inmersión lingüística y acoso al disidente. El caso de 

Balaguer 

 

143. La política lingüística se ha utilizado en Cataluña como 

herramienta para controlar la escuela, obligando a la elaboración de manuales 

específicos en catalán (que, como hemos visto, no son precisamente una 

traducción de los que se editan en castellano), frenando claramente la llegada 

de profesores de otras partes de España (con sus miradas diversas sobre 

cuestiones altamente “sensibles” para los nacionalistas) y provocando la 

marcha de miles de profesionales hartos del denominado modelo de 

inmersión (únicamente para los castellanohablantes).  

 

144. Este modelo, contrario a la ley e impuesto mediante una política 

de hechos consumados y sin consultar nunca a los ciudadanos (no se ha 

preguntado ni en las encuestas del Centro de Estudios de Opinión de la 

Generalitat ni en las del Centro de Investigaciones Sociológicas), constituye 

una absoluta anomalía en el entorno europeo donde, lógicamente, no existe 

ningún territorio donde una lengua oficial no sea vehicular en la enseñanza.  

 

145. La prueba incontestable de que el denominado modelo de 

inmersión lingüística vulnera la normativa vigente es que las familias que han 

acudido a los tribunales para reclamar una parte de la enseñanza en español 

han recibido normalmente amparo judicial.  

 

146. El problema viene después, cuando se pone en marcha un 

demoledor aparato de acoso, en el que intervienen los centros, las autoridades 

educativas, asociaciones de padres y no pocos representantes políticos, para 

que las sentencias no se apliquen y las familias desistan, temerosas del 



 83 

aislamiento al que se puedan ver sometidos sus hijos. Lo sucedido 

recientemente en Balaguer es un ejemplo paradigmático de lo que explicamos. 

Veamos qué ocurrió. 

 

3.2.1. Hechos: resolución judicial favorable y presiones a la familia 

 

147. Ana Moreno, la madre a la que Societat Civil Catalana acompañó a 

denunciar estos hechos ante el Parlamento Europeo70, nos ha detallado cómo, 

en 2014, al reparar en la pobre formación en lengua castellana de su hijo 

mayor, entonces de 6 años, pidió explicaciones a la jefa de estudios de la 

Escuela Gaspar de Portolà de Balaguer (Lérida) y, al no recibir una respuesta 

convincente, se dirigió a la Inspección de Enseñanza para ver si podía cambiar 

a sus hijos a un centro donde se impartiesen más horas en español o de más 

calidad. No solo no recibió respuesta a sus preguntas, sino que sintió que el 

inspector se burlaba de ella. 

 

148. Ante esto, a principios de 2015 se puso en contacto con la 

Asamblea por una Escuela Bilingüe de Cataluña (AEB), que le asesoró de 

manera gratuita para reclamar por vía judicial docencia en castellano para sus 

hijos. Así, el 10 de junio de 2015 el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 

dictaba un auto según el cual el referido centro educativo debería garantizar 

durante el curso académico 2015-2016 una presencia mínima del castellano en 

el 25% de las horas lectivas que cursasen los hijos de la demandante. 

 

149. No obstante, el Departamento de Enseñanza y el centro Gaspar 

de Portolà, pese a conocer esta notificación antes de finalizar el curso escolar 

2014-2015, no informaron a los padres sobre qué materia o materias se 

                                                 
70  Junto con otros padres que han vivido experiencias similares: 
https://www.youtube.com/watch?v=Omy0nGw2Bnc&list=PLRx84TiO3AmrV-
AYkQXbBNmfAPuK66_YL 

https://www.youtube.com/watch?v=Omy0nGw2Bnc&list=PLRx84TiO3AmrV-AYkQXbBNmfAPuK66_YL
https://www.youtube.com/watch?v=Omy0nGw2Bnc&list=PLRx84TiO3AmrV-AYkQXbBNmfAPuK66_YL
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impartirían en castellano el curso siguiente y tampoco adoptaron las medidas 

para disponer de libros de texto en esta lengua. El día 3 de septiembre Ana 

Moreno envió un email al centro para conocer cuál era la decisión tomada con 

respecto a la resolución judicial y para recordarles que la privacidad de sus 

hijos debía quedar garantizada.  

 

150. Al día siguiente por la mañana, el director del centro, Samuel 

Llovet, realizó declaraciones al menos a dos medios de comunicación, Nació 

Digital71 y Televisió de Balaguer, señalando que los demandantes eran una sola 

familia con dos niños y los cursos a los que asistirían. Con estos datos, la 

identificación pública de la familia era muy fácil: 

 

 

151. A primera hora de la tarde del mismo viernes 4 de septiembre, Ana 

Moreno recibió una llamada del periodista Àlvar Llobet de Nació Digital, que le 

preguntó si ella era la madre de los niños de la sentencia. Moreno lo negó y 

colgó el teléfono. Media hora después Llobet la volvió a llamar y le dijo que 

no se lo podía negar, que tenía la sentencia con su nombre y apellidos y le 

recitó su DNI…  

 

                                                 
71 http://www.naciodigital.cat/lleida/noticia/14411/escola/gaspar/portola/balaguer/fara/doble/hores/caste
lla/peticio/familia 

http://www.naciodigital.cat/lleida/noticia/14411/escola/gaspar/portola/balaguer/fara/doble/hores/castella/peticio/familia
http://www.naciodigital.cat/lleida/noticia/14411/escola/gaspar/portola/balaguer/fara/doble/hores/castella/peticio/familia
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152. A continuación, el referido periodista publica un tuit donde hace 

un juego de palabras con el nombre del negocio familiar (Petit Món): “La 

familia que quiere más horas en castellano en el Gaspar de Portolà se esconde. 

Cuelga el teléfono porque no quiere hablar. Así me gusta, dando la cara. PD: 

Calma, que se sabrá todo. El mundo es muy pequeño”. Petit Món significa 

“pequeño mundo”. 

 

 

153. A partir de aquí los medios de comunicación de Balaguer y las 

redes sociales recogen comentarios incitando al acoso a la familia, como los 

que siguen, a título meramente ilustrativo, de Nació Digital y de twitter: 

 

1.-  En Nació Digital: “Es el momento de hacer bulling a los padres 

porque los hijos no tienen ninguna culpa. Que el pueblo los declare ‘personas 

non gratas’, y que los tenderos no les vendan nada. Entonces sí que valdría la 

pena el esfuerzo y no hay ningún tribunal españolista que lo frene”. 

 

2.- Nerea Cebrian: “A los que han liado todo eso les damos de comer 

catalanes porque tienen un chiquipark al que todos alguna vez hemos llevado 

a los niños… indignadísima!!!”. 
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154. Durante el viernes 4 y sábado 5 de septiembre, el Ayuntamiento de 

Balaguer y la totalidad de partidos políticos del consistorio, excepto 

Ciudadanos, publicaron comunicados en contra de la sentencia en los que 

denunciaban un ataque al catalán y a la inmersión lingüística. 

 

155. El domingo 6, el AMPA (Asociación de Madres y Padres de 

Alumnos) de la escuela emite un comunicado “en defensa de los derechos de 
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los 400 alumnos marginados por la sentencia del Tribunal Superior de Justicia 

de Cataluña”, en el que afirma lo siguiente:  

 

El AMPA de la Escuela Gaspar de Portolà agradece la iniciativa de las personas que 
han convocado la concentración del próximo lunes día 7 de septiembre a las 17 horas ante 
la escuela y nos adherimos a ella, de forma pacífica. 

 
Pedimos la máxima asistencia de toda la población de Balaguer y Comarca para 

demostrar de forma pacífica [el subrayado es nuestro; nótese la insistencia en el término] el 
rechazo a la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que nos afecta a todos: 
la imposición del incremento de horas en castellano a nuestra escuela por un recurso de 
una sola familia.  

 
Al mismo tiempo, convocamos una asamblea de todos/todas los padres y las 

madres de la Escuela Gaspar de Portolà a las 19 horas del lunes 7 de septiembre en el 
mismo centro para decidir las acciones que emprenderemos en defensa de los derechos de 
los alumnos de la Escuela. 
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156. La referencia a “una sola familia” es una constante que tiene un 

evidente objetivo de aislar a los que se atreven a plantar cara a quienes 

vulneran una y otra vez y de manera flagrante la legalidad, amparándose en el 

miedo y el consiguiente silencio de mucha gente. Se ha de subrayar que se 

convoca una concentración porque en un territorio donde el español es lengua 

oficial un tribunal ha dictaminado que en la escuela se han de impartir al 

menos el 25% de las clases en esta lengua. El objetivo de esta convocatoria 

cuyos promotores curiosamente no están identificados es, obviamente, señalar 

y estigmatizar a la familia para que decaiga su ánimo y renuncie a sus 

derechos. 

 

157. El día 7, según nos explica su portavoz, Ana Losada, la AEB 

informa por escrito al Departamento de Enseñanza, al Síndic de Greuges y al 

Defensor del Pueblo de la situación generada, y hablan con el Director del 

centro, con el Director de los Servicios Territoriales de Enseñanza y con la 

secretaria de la Jefe de Gabinete de la Consejera de Enseñanza, exigiéndoles 

que actúen de inmediato para parar el acoso, cosa que no tuvo ningún efecto.  

 

158. Según cuenta la familia, esos días recibieron diversas presiones 

para que desistieran de sus derechos, tanto por parte del concejal de 

Enseñanza del Ayuntamiento de Balaguer, como del Presidente de la 

Territorial de Lérida de la FAPAC (Federación de Asociaciones de Padres de 

Alumnos de Cataluña) como del propio Director de Servicios Territoriales de 

Enseñanza de Lérida, que llegó (al igual que el primero) a personarse en el 

negocio familiar, manteniendo, delante de Ana Moreno, diversas 

conversaciones con la Consejera de Enseñanza, Irene Rigau, que le daba 

instrucciones. 
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159. Al hilo de la concentración que, según la prensa, convocó a más de 

500 personas, el presidente del AMPA, Francesc Escolà, afirmó, por un lado, 

que se trataba de una “injusticia”, puesto que “los derechos de una persona 

prevalecen más que los de 50 alumnos”. Lo que apuntábamos líneas atrás. 

Pero, por otro lado, paradójicamente, señaló que la ejecución de esta 

resolución judicial podría implicar que las peticiones se extendiesen “como 

setas” por otros centros de Cataluña72. Este temor está fundado. Según un 

sondeo encargado por Societat Civil Catalana, precisamente en septiembre de 

2015, solo el 14,4% de los catalanes defiende la inmersión lingüística73. Un 

dato que corrobora otra encuesta de Gesop más reciente, según la cual esta 

cifra descendería al 8,8%74. 

 

160. Finalmente, los padres de Balaguer, que tuvieron que soportar 

incluso a los medios públicos en la puerta del Petit Món el día de la 

concentración, ante la actitud de los vecinos, que boicotearon el chiquipark e 

hicieron el vacío a sus hijos, optaron por cambiarlos a un colegio concertado 

alejado de su ciudad y se vieron obligados a vender el negocio. 

 

3.2.2. El Parlamento se alinea con los acosadores 

 

161. Al hilo de este caso y de otro similar acaecido unos meses antes en 

Mataró75, el Grupo Parlamentario de Ciudadanos presentó en el Parlamento 

de Cataluña una propuesta de resolución sobre el acoso a menores, en la 

Comisión de Enseñanza del 29 de noviembre de 2016. La proposición 

constaba de cuatro puntos: 

                                                 
72  http://www.lavanguardia.com/local/lleida/20150907/54435155075/balaguer-aumento-castellano-
escuela.html 
73  http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/los-catalanes-rechazan-la-inmersion-lingueistica-obligatoria-
en-catalan_25337_102.html 
74  http://www.europapress.es/nacional/noticia-scc-reitera-referendum-divide-sociedad-pide-govern-
abandone-20170220122728.html 
75  http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/acoso-de-ciu-erc-icv-y-la-cup-a-una-familia-de-mataro-por-
pedir-educacion-bilinguee_19763_102.html 

http://www.lavanguardia.com/local/lleida/20150907/54435155075/balaguer-aumento-castellano-escuela.html
http://www.lavanguardia.com/local/lleida/20150907/54435155075/balaguer-aumento-castellano-escuela.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/los-catalanes-rechazan-la-inmersion-lingueistica-obligatoria-en-catalan_25337_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/los-catalanes-rechazan-la-inmersion-lingueistica-obligatoria-en-catalan_25337_102.html
http://www.europapress.es/nacional/noticia-scc-reitera-referendum-divide-sociedad-pide-govern-abandone-20170220122728.html
http://www.europapress.es/nacional/noticia-scc-reitera-referendum-divide-sociedad-pide-govern-abandone-20170220122728.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/acoso-de-ciu-erc-icv-y-la-cup-a-una-familia-de-mataro-por-pedir-educacion-bilinguee_19763_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/acoso-de-ciu-erc-icv-y-la-cup-a-una-familia-de-mataro-por-pedir-educacion-bilinguee_19763_102.html
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1.- El Parlamento de Cataluña insta al Gobierno de la Generalitat a velar 
por el bienestar de los menores y que no se vuelvan a repetir casos de acoso como 
los ocurridos en Mataró y Balaguer. 

 
2.- El Parlamento de Cataluña rechaza los casos de acoso a menores y a sus 

familias ocurridos en Mataró y Balaguer, en particular, y cualquier otro de esta 
naturaleza, en general. 

 
3.- El Parlamento de Cataluña muestra su solidaridad con los menores 

acosados y con sus familias. 
 
4.- El Parlamento de Cataluña reafirma su apoyo a la Convención sobre los 

Derechos del Niño y a velar por la protección de la integridad moral de los 
menores. 

 

162. Para defenderla, la diputada Sonia Sierra afirmaba lo siguiente:  
 

Tanto en Mataró como en Balaguer se han hecho públicos datos de las 
familias que han permitido reconocer a los menores y ya hemos visto que eso va 
absolutamente en contra de la Convención de los Derechos del Niño. Esta 
información, además, se ha difundido por redes sociales y medios de comunicación. 
Estas familias han sufrido insultos, vejación y falta de respeto. En el caso de 
Mataró, el director le dijo al padre que no podía garantizar la seguridad de sus hijos 
fuera de la escuela y que si quería una reunión con el resto de padres, tendría que ir 
escoltado por la policía (…) En el caso de Balaguer, el 14 de septiembre la familia 
tenía a los medios de comunicación en la puerta de su casa, con lo que los menores 
no pudieron salir. Las familias que consiguen bilingüismo para sus hijos reciben 
todo tipo de presiones y normalmente acaban cambiando de centro, lo que nos 
debería hacer reflexionar. Porque si una familia ha conseguido lo que por ley le 
corresponde, algo muy grave ha de suceder para que una vez que han logrado eso 
en los tribunales, poniendo sus energías y su dinero, después decidan cambiar de 
centro. Alguna cosa muy grave pasa, porque si no, no se explica. 
 

163. Tras la intervención de la portavoz del grupo proponente, la 

diputada del PSC Rosa Maria Ibarra manifestó que su grupo se abstendría al 

conocer solo el punto de vista de las familias y no el de la comunidad 

educativa. Muy similar fue la postura de la diputada de Catalunya Sí que es 

Pot, Jessica Albiach, si bien su grupo votó a favor de los puntos de la 

propuesta que hacían referencia al acoso en general. No así los que 

condenaban los hechos de Mataró y Balaguer, al afirmar, como Ibarra, no 

conocerlos en detalle.  
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164. El diputado popular Fernando Sánchez Costa mostró todo su 

apoyo a la propuesta, afirmando, entre otras cosas lo siguiente: “Hoy 

queremos, en primer lugar, mostrar la solidaridad más sincera con las familias 

acosadas por reivindicar sus derechos lingüísticos; familias que han tenido que 

sufrir presiones, que han tenido que leer como la candidata de Esquerra 

Republicana advertía abiertamente en su Facebook: ‘Eso no quedará así. El 

día 14 veremos cómo se recibe a las familias [se refiere al inicio del curso]’. 

Familias que han sufrido un delito tipificado, como es revelar y filtrar datos de 

menores afectados”. 

 

165. Por parte de la CUP, Carles Riera justificó su voto en contra de la 

propuesta afirmando que “se basa en falsedades y en una intención política 

absolutamente negativa”. Acusó a los diputados de Ciudadanos de 

instrumentalizar a las personas con fines políticos. La intervención del 

diputado de Junts pel Sí Josep Maria Forné constituye un buen ejemplo de 

cómo en ocasiones es más inteligente guardar silencio:  

Existe el sofisma y el silogismo. El silogismo se basa en un razonamiento a 
partir de unas premisas verdaderas (…) Aquí no, aquí estamos haciendo un 
sofisma, estamos utilizando una información falsa, además razonada de forma 
incorrecta. Por tanto, en un sofisma puede salir de todo, consecuencias verdaderas 
y falsas (…). Dado que lo que estamos votando son, en este caso, las 
consecuencias, nosotros diremos que no al sofisma. Un sofisma es muy peligroso. 
Ayer asistíamos a un debate que…, posiblemente, los tres grandes enemigos de la 
democracia sean la incompetencia, la inmoralidad y la demagogia. Y la demagogia 
se alimenta del sofisma. Por tanto, votaremos que no a esta propuesta de 
resolución76. 

 

166. Se observa que ningún grupo de los que no apoyaron la propuesta 

de resolución de Ciudadanos (que, en realidad, solo fue votada 

favorablemente por el PP) logra probar (de hecho, ni siquiera cuestiona) que 

lo que apunta Sonia Sierra sea falso, ya sea porque directamente eluden entrar 

                                                 
76 Todo el debate se encuentra en el Diari de Sessions del Parlament de Catalunya, XI Legislatura, tercer período, 
serie C, nº 271, págs. 15-20. 



 92 

en el tema o bien porque reconocen sin rubor no haberse preocupado por 

informarse, pese a reconocer la gravedad de lo que se plantea. 

 

3.2.3. El Síndic recrimina la actitud del centro y de las autoridades 

educativas 

 

167. A raíz de los hechos acaecidos en Balaguer, la AEB presentó una 

queja ante el Síndic de Greuges de Cataluña, que fue atendida favorablemente 

en una resolución de 22 de diciembre de 2016, que tuvo un mínimo eco 

público, al contrario de lo ocurrido en septiembre de 201577. 

 

168. En la resolución, que nos ha sido facilitada por la AEB, se afirma 

algo realmente significativo, a partir de la información solicitada al 

Departamento de Enseñanza: “Para prevenir posibles actuaciones de acoso, la 

Escuela había previsto la creación de una comisión de seguimiento formada 

por la secretaria del centro, por la psicopedagoga del EAP (Equipo de 

Asesoramiento Pedagógico), por la inspectora de la escuela y por un 

representante del sector de los padres en el consejo escolar de la Escuela 

Gaspar de Portolà, a la vez que también estaba previsto invitar a la familia 

interesada a todas aquellas sesiones que la familia o el centro considerase 

necesario”. Esta comisión no se puso en marcha, según reza la resolución 

siempre a partir de la información facilitada por el Departamento de 

Enseñanza, porque los padres “decidieron voluntariamente cambiar de 

escuela”. En todo caso, parece evidente que algún indicio de acoso existía si se 

diseñó semejante comisión… 

 

169. En su resolución, el Síndic reprocha que, si bien parece que se 

habían previsto medidas de cara al futuro, éstas, sin embargo, no se hubieran 

                                                 
77 http://www.elmundo.es/cataluna/2017/02/05/5896189e22601d1f0d8b4588.html 

http://www.elmundo.es/cataluna/2017/02/05/5896189e22601d1f0d8b4588.html
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adoptado mientras sucedían los hechos. En concreto señala lo siguiente, 

incidiendo en la idea de la neutralidad de las instituciones: 

 

El Síndic considera que la escuela, en tanto que también era la escuela de 
estos alumnos, debería haber quedado al margen de las protestas, asambleas y 
recogidas de firmas, que en ningún caso se deberían haber desarrollado en su 
entorno, tampoco físico. En este sentido, cabe recordar que la manifestación de 
protesta tuvo lugar al lado de la escuela, y que se hizo una recogida de firmas entre 
los padres de la escuela. 

 
El AMPA tenía derecho a expresar su opinión y a manifestarse, pero la 

dirección del centro y el Departamento de Enseñanza deberían haber velado por 
mantener a la escuela separada del conflicto, y con ella a todos los alumnos. 

 
En este sentido, no consta ninguna actuación ni de la dirección del centro ni 

del Departamento de Enseñanza con el objetivo de preservar a la escuela como 
comunidad escolar, ni con el objetivo de proteger a aquellos dos alumnos en 
concreto, que no quedaron al margen de la situación. En cambio aparece publicado 
que dio apoyo explícito al AMPA y que se permitió la utilización del centro y de su 
entorno. 

 

170. Ante estas constataciones, el Síndic resuelve sugerir al 

Departamento de Enseñanza: 

 

1.- Que se abra un expediente informativo para aclarar si desde el personal 
del centro educativo Gaspar de Portolà, de Balaguer, o de la administración 
educativa se facilitó la información a los medios que permitió la identificación de 
los alumnos y, si procede, se adopten medidas para asegurar en adelante el derecho 
a la intimidad de los alumnos. 

 
2.- Que desde el Departamento se den instrucciones para que en el futuro, 

en situaciones similares [parece que lo ocurrido no se contempla como un hecho 
excepcional], se asegure la protección de los derechos de todos los alumnos y el 
cumplimiento de los principios de pluralismo, inclusión y cohesión social mediante 
medidas que mantengan a la escuela y a su entorno fuera del conflicto entre adultos. 
 

171. En el momento de cerrar este informe la AEB y la familia no 

tenían conocimiento de que las autoridades educativas hayan abierto el 

referido expediente informativo; el Grupo Parlamentario de Ciudadanos ha 

registrado una nueva propuesta de resolución condenatoria de lo ocurrido, 

una vez conocida la resolución del Síndic; y la familia ha tenido que rehacer 
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por completo su vida laboral y personal mientras que los políticos que 

participaron activamente en el acoso siguen hablando sin rubor de cohesión 

social y modelo de éxito al referirse a lo que sucede en las escuelas catalanas. 
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4. DERECHO A UNAS ELECCIONES LIBRES E 

IMPARCIALES 

 

172. Las elecciones no son sinónimo de democracia, pero sin elecciones 

no hay democracia. De hecho, las elecciones son acontecimientos vinculados 

a los derechos humanos y es así que la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, en el apartado 1 de su artículo 21, y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 25, consagran el derecho de toda 

persona a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos. Lógicamente, este derecho alcanza 

también para las elecciones locales y regionales. Los estándares internacionales 

básicos para considerar unas elecciones nítidamente democráticas se 

contienen en el artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 

que exige que sean libres, imparciales, secretas y genuinas y que se celebren 

periódicamente. La OSCE ha elaborado una serie de compromisos en materia 

electoral a asumir por los Estados que pueden resumirse en los siguientes 

principios: universalidad, igualdad, imparcialidad, discreción, libertad, 

transparencia y responsabilidad.  

 

173. Interesa traer a colación aquí el Documento de Copenhague de la 

OSCE de junio de 1990, sobre la condición humana en el que se recordaba 

que para garantizar que la voluntad del pueblo sirva de base para la autoridad 

del Gobierno, los Estados participantes (entre ellos España) se comprometen 

a celebrar elecciones libres a intervalos razonables (punto 7.1) y a garantizar 

que la ley y la política oficial estén orientadas a permitir que la campaña 

política se lleve a cabo dentro de una atmósfera imparcial y libre en la que 

no haya acciones administrativas, violencia ni intimidación que impidan a los 

partidos y candidatos exponer libremente sus puntos de vista y valoraciones, o 
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impidan a los electores conocerlas y discutirlas o dar su voto sin miedo a 

represalias”. 

 

4.1. Conculcación de los principios de imparcialidad, libertad e 

igualdad. La colaboración de las Administraciones Públicas catalanas 

en la exhibición de banderas independentistas en los edificios oficiales 

y en los espacios públicos durante los procesos electorales   

 

174. La creación de una atmósfera imparcial y libre sin interferencias 

administrativas es, por lo tanto, un elemento sustancial que han asumido los 

Estados firmantes de aquel Documento y que viene vinculado a los principios 

de igualdad, imparcialidad y libertad a los que se refiere la OSCE. En España, 

tal como reconoce la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos 

Humanos de la OSCE, con motivo de la supervisión que hizo de las 

elecciones a Cortes Generales de 20 de diciembre de 2015, las elecciones se 

celebran de forma profesional, eficiente y en general transparente. Sin 

embargo, no se puede obviar que en Cataluña, en los últimos procesos 

electorales, la administración autonómica y un buen número de las 

administraciones locales vienen colocando o colaborando en la instalación de 

símbolos partidistas a favor de la independencia de Cataluña en los espacios o 

edificios públicos. Ello contradice de manera flagrante la necesaria neutralidad 

e imparcialidad de la Administración en estos procesos.  

 

 

4.2 Elecciones municipales de 24 de mayo de 2015  

 

175. Societat Civil Catalana ha venido haciendo un seguimiento de la 

presencia de estos símbolos en los edificios oficiales y lugares públicos en las 

elecciones municipales de 24 mayo de 2015, en las elecciones autonómicas de 



 97 

27 de septiembre de 2015 y en las elecciones generales de 20 de diciembre de 

2015 y de 26 de junio de 2016.  

 

176. De hecho, en el informe titulado “Déficits de calidad democrática 

en Cataluña” presentado el día 10 de septiembre de 2015 78 ya se resaltó que 

SCC había procedido a presentar denuncias ante la Administración Electoral 

por vulneración del principio de neutralidad política de las instituciones con 

motivo de la presencia de esteladas en edificios oficiales y espacios públicos 

con la colaboración de algunas administraciones públicas catalanas. Las 

denuncias formuladas por SCC fueron el origen de los acuerdos de la Junta 

Electoral Central de 13 de mayo y de 20 de mayo de 2015, que consideran que 

las banderas esteladas debían retirarse de los edificios públicos y locales 

electorales y recordaba a las Juntas Electorales que tenían obligación de 

preservar el respeto al deber de neutralidad política que tienen los poderes 

públicos durante el proceso electoral. En concreto, el acuerdo de 13 de mayo 

de 2015 disponía que: 

 

1. Durante los períodos electorales, los poderes públicos están obligados a 
mantener estrictamente la neutralidad política y, por tanto, deben abstenerse de 
colocar en edificios públicos y locales electorales símbolos que puedan considerarse 
partidistas, y deben retirar las que se hubieren colocado antes de la convocatoria 
electoral. Este criterio resulta aplicable a las banderas objeto de consulta. 

 2. Las Juntas Electorales, en cumplimiento del deber de garantizar la 
transparencia e igualdad entre las formaciones políticas concurrentes a las 
elecciones exigido por el artículo 8 de la LOREG, tienen la obligación de preservar 
el respeto al deber de neutralidad política que tienen los poderes públicos durante el 
proceso electoral. 

 

 

 

                                                 
78  En las páginas 43 a 47 del citado informe elaborado por Societat Civil Catalana, se hace alusión al 
seguimiento en la campaña de las elecciones municipales de 2015 y de la campaña de las autonómicas de 27 
de septiembre de 2017.     
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4.3 Elecciones autonómicas del 27 de septiembre. La confusión 

con las plebiscitarias   

 

177. Con motivo de las elecciones autonómicas de 27 de septiembre de 

2015, la Junta Electoral Central dicta el acuerdo de 10 de septiembre de 2015, 

a raíz de una consulta formulada por la Junta Electoral Provincial de 

Tarragona, a petición de Societat Civil Catalana, sobre la presencia de 

esteladas y otros símbolos partidistas en edificios oficiales, locales electorales y 

espacios públicos. El contenido del acuerdo es el siguiente:   

 

1º) Ratificar los acuerdos de la Junta Electoral Central de 13 y 20 de mayo 
de 2015, en los que se resolvió que: 

 
1.- Durante los períodos electorales los poderes públicos están obligados a mantener 

estrictamente  la neutralidad política y por tanto, deben abstenerse de colocar en edificios públicos y 
locales electorales símbolos que puedan considerarse partidistas, y deben retirar los que se hubieren 
colocado antes de la convocatoria electoral. Este criterio resulta aplicable a la banderas objeto de 
consulta. 

- “La igualdad en el sufragio es esencial en la representación democrática. Por eso, la ley 
encomienda a la Administración Electoral preservarla y prohíbe a los poderes públicos – que están 
al servicio de todos los ciudadanos – tomar partido en las elecciones. 

- Las banderas “esteladas” simbolizan las aspiraciones de una parte de la sociedad 
catalana, pero no de toda ella. 

- Las libertades ideológica y de expresión son derechos fundamentales de la personas, no 
de los gobernantes, únicos obligados por el Acuerdo recurrido, de manera que los ciudadanos 
pueden ejercerlos sin más restricciones que las que imponga el respeto a los derechos de los demás.” 

2.- Las Juntas Electorales, en cumplimiento del deber de garantizar la 
transparencia e igualdad entre las formaciones políticas concurrentes a las 
elecciones, exigido por el artículo 8 de la LOREG, tienen la obligación de preservar 
el respeto al deber de neutralidad política que tienen los poderes públicos 
durante el proceso electoral. 

2º) Los acuerdos referidos determinan que, en aplicación de su deber 
de neutralidad, los poderes públicos – y, en lo que aquí respecta, las 
corporaciones locales – no pueden realizar actuación alguna que suponga 
tomar partido o favorecer a alguna de las formaciones políticas 
contendientes en el proceso electoral. Ese singular deber de imparcialidad es 
exigible a los poderes públicos en cualquier lugar u ocasión y, por 
consiguiente, abarca tanto la adopción de acuerdos, como la realización de 
actuaciones (incluida la vía de hechos consumados) en los que un 
ayuntamiento u otro ente público decida colocar o promover la colocación 
de banderas, carteles, pancartas, o cualesquiera otros símbolos que 
quebranten la posición de neutralidad y estricta imparcialidad que les 
impone la ley. En este sentido, en el presente proceso electoral sería contraria al 
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deber de neutralidad la utilización por los Ayuntamientos de carteles que 
expresen o promuevan la adhesión al movimiento independentista. 

3º) Corresponde a las Juntas Electorales competentes resolver los casos 
concretos en los que eventualmente se haya podido vulnerar el deber de neutralidad 
e imparcialidad por los Ayuntamientos o por cualesquiera otros poderes públicos. 

 

178. El acuerdo de la Junta era especialmente oportuno. Las elecciones 

autonómicas del 27 de septiembre fueron presentadas por las fuerzas 

separatistas como plebiscitarias y el carácter plebiscitario de unos comicios 

viene dado por el encuadramiento de las diferentes fuerzas en dos bloques 

antagónicos. Un plebiscito es cuando se somete a votación una cuestión 

política en lugar de un programa. El Presidente de la Generalitat, Artur Mas, 

anunció las elecciones plebiscitarias como la “consulta definitiva” en una 

declaración institucional el día 14 de octubre de 2014 en el Palau de la 

Generalitat. Tras reconocer que no podía celebrar la consulta de 

autodeterminación, tal como la había previsto, afirmó que intentaría sustituirla 

por un proceso de participación (el 9N) al que seguiría la convocatoria de unas 

elecciones plebiscitarias para reconfirmar el resultado del proceso 

participativo.  

 

179. El ordenamiento jurídico no recoge la posibilidad de convocar 

elecciones plebiscitarias, por lo que el Presidente de la Generalitat salvó el 

escollo legal convocando comicios de manera ordinaria, y luego fueron los 

propios partidos independentistas los que pretendieron otorgarle el carácter 

plebiscitario. Es así que la estrategia plebiscitaria la compartieron ERC, CDC y 

Demòcrates de Catalunya (escisión de UDC) que se presentaron alineados en 

la coalición “Junts pel Sí” y la CUP, mientras que las otras formaciones 

políticas que concurrieron rechazaron este carácter. En ese escenario de 

confrontación por el sí o el no a la independencia que propugnaban las 

fuerzas separatistas, lógicamente, las administraciones públicas debieran haber 

sido especialmente escrupulosas, puesto que el número de votos, más que el 

de escaños, es determinante en los procesos plebiscitarios.  
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180. Sin embargo, la recomendación de la Junta Electoral Central no 

fue acatada por muchos municipios e instituciones catalanas, por lo que SCC 

comunicó numerosas infracciones electorales que dieron lugar a que Juntas 

Electorales de Zona como las de Arenys, Figueres, Girona, Lleida, Reus, 

Tortosa, Valls, Vilanova i la Geltrú, entre otras, tuvieran que ordenar la 

retirada de símbolos independentistas de edificios oficiales, fachadas de 

ayuntamientos o, incluso, parques de bomberos.  

 

 

4.4. Elecciones generales del 20 de diciembre de 2015 

 

181. Por Real Decreto 977/2015, de 26 de octubre, se acordó la 

disolución del Congreso de los Diputados y del Senado y la convocatoria de 

elecciones generales para el 20 de diciembre. Durante estas elecciones ya está 

consolidada la doctrina de la Junta Electoral Central sobre la prohibición de 

esteladas en edificios oficiales. Sin embargo, otra vez más, un importante 

número de municipios siguen haciendo caso omiso de esta prohibición y es 

frecuente la presencia de símbolos independentistas en fachadas o mástiles de 

edificios oficiales, pero también en elementos del mobiliario urbano como 

farolas, postes… y en placas con la adhesión a la Associació de Municipis per 

la Independència (AMI) en las entradas de las localidades.   

 

182. Dado que la presencia de estos símbolos ha sido denunciada con 

anterioridad en las campañas electorales correspondientes a las elecciones 

municipales del 24 de mayo de 2015 y autonómicas del 27 de septiembre de 

2015 y quedando acreditada la voluntad infractora por parte de muchas 

corporaciones, SCC pone en conocimiento estos hechos de las Juntas 

Electorales de Zona y solicita la apertura de los pertinentes procedimientos 

por delito o infracción electoral. A raíz de la denuncia de SCC, la Junta 
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Electoral  de Zona de Arenys de Mar  acordó abrir un expediente sancionador 

al Ayuntamiento de Sant Esteve de Palautordera por colocar durante la 

campaña electoral del 20 de diciembre  una bandera estelada en la fachada del 

edificio, procedimiento que finaliza por acuerdo de 26 de junio de 2016 de la 

JEZ de Arenys de Mar con la imposición de una multa de 500 euros al citado 

Ayuntamiento por infringir el deber de mantener el principio de neutralidad 

política de acuerdo con el artículo 153.1 y 19.2 de la LOREG. La sanción se 

impone al quedar acreditado en una certificación extendida por el secretario 

del ayuntamiento que la bandera secesionista se colocó en la fachada por un 

acuerdo del pleno municipal del 2 de octubre de 2015 y no dar crédito la Junta 

a la alegación del ayuntamiento que justificó la exhibición de la estelada por un 

“descuido”. Esta multa es la primera que las Administración electoral impone 

por la colocación de un símbolo independentista en un edificio oficial.  

 

 

4.5. Elecciones generales de 26 de junio de 2016 

 

183. Por Real Decreto 184/2016, de 3 de mayo, se acuerda la 

convocatoria de elecciones generales para el 26 de junio, que tienen una 

peculiaridad en lo que se refiere a la campaña electoral: El Tribunal Supremo 

en su sentencia 933/2016, de 28 de abril del 2016, desestima el recurso 

contencioso-administrativo presentado por Convergencia Democrática de 

Catalunya contra el acuerdo de la Junta Electoral Central de fecha 13 de mayo 

de 2015 que consideraba a las esteladas como símbolos partidistas y obligaba a 

retirar las que se hubieren colocado u a abstenerse de colocar otras nuevas en 

edificios oficiales. La citada sentencia:  

 

- Recuerda la obligación de las administraciones públicas de 
cumplir el principio de neutralidad siempre y no sólo en periodo 
electoral. Ello se desprende inequívocamente cuando declara que: “La 
afirmación de objetividad y neutralidad de la Administración ha de vincularse necesariamente 



 102 

a los principios de legalidad e interdicción de la arbitrariedad (Art. 9.3 CE y 103.1 CE ) 
[…], y más concretamente para las entidades locales, a lo claramente dispuesto en el art. 6 de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local”. 

 

- Califica la bandera estelada como una enseña de parte y no del 
conjunto de la ciudadanía: “Lo relevante no es que la bandera cuestionada pertenezca 
a un partido, o se identifique con una concreta formación política, sino que no pertenece a -es 
decir, no se identifica con- la comunidad de ciudadanos que, en su conjunto, y con 
independencia de mayorías o minorías, constituye jurídicamente el referente territorial de 
cualquiera de las Administraciones o Poderes Públicos constituidos en el Estado español, en 
la Comunidad Autónoma de Cataluña o en la provincia de Barcelona, y por tanto su uso por 
cualquiera de esas Administraciones o Poderes quiebra el referido principio de neutralidad, 
siendo notorio que la bandera estelada constituye un símbolo de la reivindicación 
independentista de una parte de los ciudadanos catalanes representados por una parte de los 
partidos políticos, y sistemáticamente empleado por aquellas fuerzas políticas que defienden esa 
opción independentista, pero carece de reconocimiento legal válido como símbolo oficial de 
ninguna Administración territorial, resulta obvio que su uso y exhibición por un poder 
público -en este caso de nivel municipal- solo puede ser calificado de partidista en cuanto 
asociado a una parte -por importante o relevante que sea- de la ciudadanía identificada con 
una determinada opción ideológica (aunque esta sea compartida por varios partidos o fuerzas 
electorales), pero no representativa del resto de los ciudadanos que no se alinean con esa opción, 
ni por consiguiente, con sus símbolos”. 

 

- Señala que la exhibición de símbolos partidistas no puede 
basarse en que la decisión ha sido adoptada por las corporaciones 
públicas: “La vinculación entre democracia y Estado de Derecho no es 
accesoria, sino sustancial, de manera que solo es posible calificar de actos o 
decisiones democráticos los que se ajustan, en su procedimiento de adopción y 
en su contenido, a la ley.  

 

- Fija que la colocación de estas banderas es ilegal en los 
edificios y lugares públicos: “En este sentido, no cabe aceptar de ningún modo que la 
colocación de las banderas partidistas […] en edificios y lugares públicos constituya un acto de 
‘obligado’ cumplimiento que se impone a los Alcaldes por cuanto obedece a la decisión 
‘democrática’ de un pleno municipal adoptada con el voto de concejales democráticamente 
elegidos. En otras palabras, el hecho de que los acuerdos en los órganos colegiados se tomen 
democráticamente en modo alguno los hace conformes a Derecho, sino que precisamente están 
sujetos al mismo y por ello pueden ser invalidados, sin que la formación democrática de los 
mismos los sane ni pueda prevalecer sobre el ordenamiento jurídico, que vincula a todos los 
poderes públicos”. 

 

184. A pesar de la claridad de la sentencia, la resolución judicial es 

nuevamente ignorada por parte de algunas autoridades locales que, además, 

hacen ostentación de la desobediencia a las resoluciones de las Juntas 
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Electorales y que, finalmente, dieron lugar a la incoación de diligencias penales 

en algunos casos como el de la alcaldesa de Berga79.  

185. La magnitud de la práctica irregular por parte de las corporaciones 

locales queda plasmada en el volumen de denuncias presentadas por SCC en 

las últimas elecciones generales del 26 de junio de 2016.  Durante la campaña 

electoral, SCC puso en marcha un espacio de información titulado “¡Estelada, 

aquí no! Por un espacio público de todos” para que los ciudadanos pudieran 

comunicar a la entidad de la presencia de banderas esteladas, pancartas o 

carteles colocados en edificios oficiales, locales electorales o espacios públicos 

que no estuvieran reservados para propaganda electoral. La participación 

ciudadana hizo posible detectar 495 ubicaciones con presencia de símbolos 

partidistas, correspondientes a 350 municipios que se concretaron en 97 

escritos de denuncia y recursos80 ante las Juntas Electorales de Zona, que 

dieron lugar a 6 escritos ante las Juntas Electorales Provinciales y dos recursos 

ante la Junta Electoral Central. Los 97 escritos de denuncia y recursos  

                                                 
79 Es el caso, por ejemplo, del Ayuntamiento de Navàs. Sus vecinos votaron el 26 de junio con las esteladas 
ondeando en la fachada del consistorio, a pesar de que los mossos las retiraron el viernes anterior, 24 de 
junio, a las 6.20 de la mañana, por orden de la Junta Electoral de Zona de Manresa. Los miembros del equipo 
de Gobierno, de la CUP,  las volvieron a colocar y no volvieron a ser retiradas por la policía a pesar de que la 
Junta Electoral de Zona fue advertida de su recolocación.  
Curiosamente, el consistorio de este mismo municipio ya fue obligado a retirar la bandera en otras elecciones, 
lo que motivó que su alcalde se escandalizara de que la policía autonómica ejecutara los acuerdos de la JEZ y 
calificó a SCC de “guarida de ultras franquistas”, http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/el-alcalde-de-
navas-tras-la-retirada-de-la-estelada-por-los-mossos-scc-es-una-guarida-de-ultras-franquistas_20204_102.html. 
A la alcaldesa de Berga, Montse Venturós, se le abrió diligencias por delito electoral por no retirar la estelada 
del Ayuntamiento en la jornada electoral del 27S y del 20D incumpliendo el mandato de la Junta Electoral de 
Zona. El artículo 144.1 a) de la LOREG  dispone que serán castigados con la pena de prisión de tres meses a 
un año o la de multa de seis a veinticuatro meses quienes realicen “actos de propaganda una vez finalizado el 
plazo de la campaña electoral”. Los hechos sucedieron después de la campaña electoral pero  el Juez de 
instrucción núm. 1 de Berga en auto 37/2017 de 1 de marzo de 2017 considera que la estelada no es un 
símbolo destinado a recoger votos para “una candidatura concreta” por lo que no constituye un acto de 
propaganda porque estos son los que están orientados a obtener sufragios a favor de una candidatura 
concreta, y no de una orientación política o tendencia política compartida por distintas candidaturas. Advierte 
el Juez que el independentismo en Cataluña no es una opción política atribuible a una sola candidatura, sino a 
varias, como en los comicios del 27 S lo fueron “Junts pel SÍ” y “CUP” y en los comicios del 20D lo fueron 
ERC-CATSI o DL (Democàcia i Llibertat). Tampoco consideró los hechos susceptibles de un delito de 
desobediencia a la autoridad del artículo 410.1 del Código Penal porque el requerimiento de la Junta Electoral 
no se dirigió personalmente a la alcaldesa y existió únicamente pasividad de la investigada.   
80 Ante la inoperància de algunas Juntas Electorales en la toma de acuerdos, se presentaron escritos de 
denuncia y recursos ante las siguientes Juntas Electorales Provinciales: Barcelona (1), Girona (2), Lleida  (1) y 
Tarragona (2). Asimismo, se elevaron dos escritos ante la Junta Electoral Central, uno reclamando la 
unificación de los criterios sostenidos por las Juntas Electorales Provinciales de Tarragona y Barcelona 
respecto de la exhibición de banderas “esteladas” en espacios públicos dependientes de las Administraciones 
Públicas Territoriales que se presentó al amparo de lo que dispone el artículo 19.1 de la LOREG.  
 

http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/el-alcalde-de-navas-tras-la-retirada-de-la-estelada-por-los-mossos-scc-es-una-guarida-de-ultras-franquistas_20204_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/el-alcalde-de-navas-tras-la-retirada-de-la-estelada-por-los-mossos-scc-es-una-guarida-de-ultras-franquistas_20204_102.html


 104 

corresponden a las siguientes Juntas Electorales de Zona:  Arenys de Mar (3), 

Balaguer (3), Barcelona (2), Berga (2), Cervera (2), El Vendrell (3) Figueres (4), 

Girona (3), Granollers (5),  L’Hospitalet de Llobregat (2), Igualada (1), La 

Bisbal de L’Empordá (3), La Seu d’Urgell  (3), Lleida (4), Manresa (8), Mataró 

(7), Olot (2),  Puigcerdà (3), Reus (4),  Sabadell (3), Sant Feliu de Llobregat (1), 

Santa Coloma de Farners (3), Tarragona (2), Terrassa (4), Tortosa (5), Tremp 

(3), Valls (4), Vic (3), Vilafranca del Penedés (3),  Vilanova i La Geltrú (2). 

 

186. Tal volumen de escritos y recursos ha dado lugar a una tipología 

de resoluciones muy diversa de las distintas Juntas Electorales de Zona, que 

van desde la orden inmediata de retirada exclusivamente de los edificios 

oficiales a la orden de retirada de los espacios de titularidad pública que 

incluyen calles, rotondas y plazas. A su vez, la falta de ejecución de las 

resoluciones dirigidas a los Ayuntamientos motivó también que se ordenara, 

en unos casos, a los Mossos d’Esquadra para que procedieran a su retirada. 

En cambio, en otros, las Juntas se limitaban a requerir a los ayuntamientos 

para que cumplieran el acuerdo. Los ayuntamientos, por su parte, en no pocas 

ocasiones mostraban una actitud pasiva y dilatoria. Otros acuerdos hacían 

recaer en los secretarios la responsabilidad de la retirada. 

 

187. Ahora bien, a pesar de lo claro del mandato de las resoluciones de 

la Junta Electoral Central, especialmente de la de 10 de septiembre de 2015 

con motivo del 27S,   advirtiendo de que  “las Juntas Electorales, en 

cumplimiento del deber de garantizar la transparencia e igualdad entre 

las formaciones políticas concurrentes a las elecciones, exigido por el 

artículo 8 de la LOREG, tienen la obligación de preservar el respeto al 

deber de neutralidad política que tienen los poderes públicos durante el 

proceso electoral” y que corresponde a las Juntas Electorales competentes 

“resolver los casos concretos en los que eventualmente se haya podido 
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vulnerar el deber de neutralidad e imparcialidad por los Ayuntamientos o por 

cualesquiera otros poderes públicos”, lo cierto es que se percibe un alto grado 

de tolerancia con las infracciones electorales cometidas por los ayuntamientos, 

de manera que muchas Juntas Electorales de Zona guardan silencio ante las 

denuncias de este tipo de infracciones u otras aplican un criterio muy flexible 

a la hora de interpretar los principios de neutralidad política.  

 

188. Así, por ejemplo, ante el silencio de un gran número de Juntas 

Electorales de Zona en relación con la presencia de símbolos independentistas 

en las instituciones, se interpusieron quejas ante las Juntas Electorales 

Provinciales de Barcelona, Girona y Lleida con distinta suerte. La Junta 

Electoral Provincial de Barcelona se consideró incompetente para requerir a 

las Juntas Electorales de Zona para que dictaran acuerdos sobre las peticiones 

que formulo SCC y las Juntas Electorales Provinciales de Girona y Lleida 

simplemente no contestaron.  

 

189. En lo que hace al alcance de la prohibición de colocación o 

exhibición de esteladas u otros símbolos separatistas en los espacios públicos, 

las Juntas Electorales Provinciales de Barcelona81 y de Tarragona82 lo hicieron 

                                                 
81  Con fecha 15 de junio de 2016, SCC  presentó escrito ante la Junta Electoral de Zona de Terrassa 
solicitando la retirada de la bandera estelada de la rotonda de la Plaza de Sant Jordi de Matadepera, y en fecha 
16 de junio la citada  la Junta Electoral  dictó el acuerdo del  siguiente tenor literal: «Por lo que respecta al resto de 
ubicaciones denunciadas del Ayuntamiento de Matadepera, y del Ayuntamiento de Olesa de Montserat, no quedando acreditado 
que se trate de edificios y locales electorales, no se acuerda la retirada de dicha bandera estelada. » 
 
Presentado recurso electoral por SCC el mismo día 16 de junio reclamando la retirada de la bandera estelada 
del referido espacio público, la Junta Electoral Provincial de Barcelona en fecha de 17 de junio, desestima el 
recurso con el siguiente argumentario: « […] de conformidad con lo establecido en los acuerdos de la Junta Electoral 
Central, de 15 y 20 de mayo y de 10 de septiembre de 2015, en los que literalmente se acuerda que "deben abstenerse de colocar 
en edificios públicos y locales electorales símbolos que puedan considerarse partidistas"; procede desestimar dicho recurso y ratificar 
la decisión, adoptada por la Presidenta de la Junta Electoral de Zona de Terrassa, puesto que, de forma evidente la bandera 
estelada cuya retirada pretende la entidad recurrente, no se halla ubicada en ningún "edificio público", ni en ningún "local 
electoral", ya que, la misma está situada en una plaza pública. A mayor abundamiento, en los citados acuerdos de la Junta 
Electoral Central ya se advierte que las restricciones que en los mismos se establecen están exclusivamente dirigidas a los 
gobernantes y a los poderes públicos y no a los ciudadanos particulares y, en el presente caso, no se ha acreditado en modo alguno, 
que la bandera cuya retirada se reclama hubiera sido instalada por un organismo público, siendo perfectamente plausible que 
dicha instalación hubiera podido ser realizada por cualquier entidad privada o persona particular y que la corporación municipal 
se hubiera limitado a autorizar tal instalación en ejercicio de sus competencias administrativas sobre el uso del espacio público; y, 
en ese supuesto, la situación ahora planteada seria completamente ajena a las restricciones establecidas en los acuerdos de la Junta 
Electoral Central, antes mencionados. 
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con pronunciamientos contradictorios. Así, la de Barcelona entendía que la 

prohibición no alcanzaba a los espacios públicos, mientras que la de 

Tarragona consideraba que sí.  

 

190. Esta situación da lugar a la interposición de dos escritos ante la 

Junta Electoral Central el día 18 de junio de 2016. En el primero se denuncia 

la falta de resolución de las Juntas Electorales Provinciales ante las denuncias 

por mora de las Juntas Electorales de Zona.  

En el segundo, se pretende que se unifique los pronunciamientos 

contradictorios entre las Juntas Provinciales de Barcelona y Tarragona, en el 

sentido de que se declare que la prohibición de colocar esteladas por parte de 

las Administraciones Públicas alcanza a las que se exhiben en los espacios 

públicos, entendiendo por tales los de titularidad pública. Los argumentos en 

que se fundamenta esta postura son:  

 

a) La promoción de una concreta ideología política significa la ruptura de 
uno de los elementos esenciales que configuran y caracterizan a la Administración 
Pública constitucional, como es el principio de objetividad consagrado por el 
artículo 103.1 de la Constitución española.  

 
La disposición de los medios de la Administración dispone y cuyo destino no puede 

ser otro que el servicio a los intereses generales, al cumplimiento de las finalidades de 
promoción de determinada opción política, constituye el ejercicio burdo de potestades 
administrativas encaminadas a fines distintos de los fijados por el Ordenamiento, 
incurriendo con ello las administraciones implicadas en una clara desviación de poder, por 
cuanto el interés general, única cobertura legitimadora de la actuación de la Administración, 

                                                                                                                                               
 
82 La Junta Electoral de Zona de Tarragona acordó en 13 de junio la retirada de las banderas esteladas 
situadas en los edificios y en los lugares públicos y la misma Junta con fecha 15 de junio y a la vista de los 
informes de algunos secretarios municipales acordó lo contrario: «En relación a la población de La Secuita, se ha 
recepcionado escrito del Secretario del Ayuntamiento (…) No constando instaladas en Edificios Públicos ni locales electorales, 
conforme a la dicción literal del Acuerdo de la JEC de 13.05.2015 y posterior recurso de 20.05.2015, así como el acuerdo de 
esta JEZ de Tarragona de 21.05.2015, confirmado por el acuerdo de la Junta Electoral Provincial de Tarragona de 
22.05.2015, no ha lugar a requerir la retirada de dichas banderas en el municipio de La Secuita.» 
Interpuesto recurso contra la citada resolución por SCC, en la misma fecha y ante la Junta Electoral 
Provincial de Tarragona se solicitó pronunciamiento expreso con relación a la presencia de banderas 
«esteladas» en el espacio público, resolviendo por acuerdo de 17 de junio  lo siguiente: “Se estima parcialmente el 
recurso en el sentido que se dé cumplimiento al acuerdo de la Junta Electoral de Zona de Tarragona de fecha 13 de junio de 
2016 que dice “en caso de estar colocadas en edificios o lugares públicos, deberán proceder a su retirada de 
forma inmediata”» (El subrayado es nuestro y se traduce del catalán).  
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nunca puede estar presente en la promoción de opciones políticas concretas, que pueden 
ser sentidas por una parte de la población, pero que por sus características intrínsecas son 
siempre y necesariamente sectoriales.  

 
Cediendo el uso preferente del espacio público a las banderas y los símbolos 

que representan determinada opción política, como en los casos de la colocación de 
banderas esteladas, se está  oficializando y confiriendo rango institucional a la 
alternativa ideológica que representan en detrimento de todas las demás y de todos 
aquellos ciudadanos que no profesan aquellas opiniones, quebrando con ello el principio de 
neutralidad ideológica y de igualdad que debería presidir la Administración, además de 
quebrar de forma evidente el principio de igualdad consagrado por el artículo 14 de la 
Constitución vigente. 

 
Resulta evidente que la colaboración activa de la Administración en la promoción 

de una concreta ideología política, significa la ruptura de uno de los elementos esenciales 
que configuran y caracterizan a la Administración Pública constitucional, como es el 
principio de objetividad consagrado en el artículo 103.1 CE, dentro de cuyas previsiones  se 
incluyen otros dos principios, neutralidad ideológica e imparcialidad, que como viene 
señalando de manera continuada la doctrina más reputada, no son más que aspectos 
concretos de los principios de igualdad y de no discriminación consagrados por el artículo 
14 del mismo texto Constitucional, cuyo cumplimiento efectivo constituye un límite 
objetivo a las potestades de la Administración pública constitucional. 

 
Sustentan estas manifestaciones, entre otras, la reciente sentencia del Tribunal 

Supremo número 933/2016, de 28 de abril en cuyo Fundamento de Derecho segundo se 
declara que: “la afirmación de objetividad y neutralidad de la Administración ha de vincularse 
necesariamente a los principios de legalidad e interdicción de la arbitrariedad (Art. 9.3 CE) y 103.1 CE, 
y más concretamente para las entidades locales, a lo claramente dispuesto en el art. 6 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local” 

 
Proporcionar un tratamiento institucional y diferenciado a cierta doctrina política, 

frente y en detrimento de todas las demás que conviven en nuestra sociedad democrática y 
de los ciudadanos que las sustentan, constituye a nuestro entender una vulneración clara e 
indudable de los principios de igualdad y no discriminación consagrados por el artículo 14 
CE y justificaría, a tenor de lo dispuesto por el 53.2 del mismo texto Constitucional, la 
interposición del recurso de protección de los derechos fundamentales prevista en el 
Capítulo I del Título V de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, y en su caso de amparo ante el Tribunal Constitucional, sin 
que pueda excusarse tales actuaciones en la discrecionalidad característica de ciertas 
decisiones administrativas. 

 
La exhibición y la promoción de la bandera “estelada” por los poderes públicos es, 

por lo tanto y conforme con el pronunciamiento del Tribunal Supremo ya indicado 
«incompatible con el deber de objetividad y neutralidad de los Poderes Públicos y las Administraciones” 

 
b) Las resoluciones y los acuerdos adoptados destinados a la promoción de 

una opción política en concreto, de entre las que se enfrentan en la sociedad, 
carecen de cobertura competencial e incurre en desviación de poder.  

 
Como es conocido, el artículo 70.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa califica la desviación de poder como el ejercicio de potestades 
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administrativas para fines distintos de los fijados en el Ordenamiento. Si toda potestad 
administrativa ha de perseguir una determinada finalidad institucional, aquellos actos 
dictados en el ejercicio de aquella potestad, en virtud de los cuales se pretenda perseguir un 
fin distinto (público o privado, lícito o ilícito) incurren en un vicio de legalidad sancionado 
con la nulidad del mismo y en este sentido se ha generalizado la doctrina de que el artículo 
106 de la Constitución Española atribuye a los Jueces y Tribunales el control, no sólo sobre 
la legalidad de la actuación administrativa, sino también el sometimiento de ésta a los fines 
que la justifican. 

 
Por lo tanto, las resoluciones y acuerdos adoptados para la instalación sobre 

el espacio público del mástil y la bandera con la finalidad de conferir rango 
institucional a la opción política que propugna la segregación del territorio catalán 
del Estado español, carecen de cobertura competencial alguna y están alejados, 
cuando menos, de las finalidades que el Ordenamiento otorga a las 
administraciones territoriales y son por ello extraños al ordenamiento y nulos de 
pleno derecho, atendiendo a la literalidad del número 62.1.b de la Ley 30/1992 RJAP-
PAC (actual artículo 47,1.b de la Ley 39/2015, al haber sido dictado por un órgano 
manifiestamente incompetente y constituyen por lo mismo el ejercicio burdo de potestades 
administrativas orientadas a fines distintos de los fijados por el Ordenamiento, incurriendo 
por ello en el vicio de desviación de poder señalado, sin que pueda alegarse el 
cumplimiento de los acuerdos o la voluntad “democráticamente” manifestada por tal o cual 
órgano de gobierno, ya que, en palabras del Tribunal Supremo (Sentencia número 
933/2016, de 28 de abril, ya citada): 

 
« no cabe confundir el concepto de democracia como sistema de toma de decisiones por mayoría en 

cualquier ámbito posible cuyo universo puede ser delimitado con arreglo a cualesquiera criterios territoriales, 
grupales o de cualquier otra índole, con el concepto jurídico constitucional que aparece recogido en el art. 1 de 
la Constitución Española -obviamente aplicable en plenitud en la provincia de Barcelona- cuando establece 
que “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho. La vinculación entre democracia y 
Estado de Derecho no es accesoria, sino sustancial, de manera que solo es posible calificar de actos o 
decisiones democráticos los que se ajustan, en su procedimiento de adopción y en su contenido, a la ley» 

 
c) Los espacios de titularidad pública gestionados por las administraciones 

Públicas deben quedar afectados por el deber de neutralidad pública de las 
instituciones. 

 
La controversia entre las resoluciones de la Junta Electoral Provincial de Tarragona 

y de Barcelona, como se ha dicho, obedecía al hecho de que en un espacio similar, una 
plaza pública en la que se había instalado un mástil con una bandera estelada de grandes 
dimensiones, en el primero de los casos (una plaza del municipio de La Secuita) se 
consideró que se había  vulnerado el principio de neutralidad política y en el segundo de los 
casos (una plaza del municipio de Matadepera) no. 

 
La razón de la discrepancia obedeció al alcance que se le dé a la indicada sentencia 

del Tribunal Supremo de 28 de abril  de 2016 que completa la resolución de la Junta 
Electoral Central de 13 de mayo de 2015 al afirmar que la obligación de neutralidad alcanza 
también a los espacios públicos, y lo hace cuando en el Fundamento de Derecho Tercero 
cuando rechaza expresamente que la exhibición de símbolos partidistas pueda sostenerse 
en acuerdos adoptados en los plenos de las corporaciones públicas, con estos 
razonamientos: “[…] La vinculación entre democracia y Estado de Derecho no es accesoria, sino 
sustancial, de manera que solo es posible calificar de actos o decisiones democráticos los que se ajustan, en su 
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procedimiento de adopción y en su contenido, a la ley. En este sentido, no cabe aceptar de ningún 
modo que la colocación de las banderas partidistas […] en edificios y lugares 
públicos constituya un acto de ‘obligado’ cumplimiento que se impone a los Alcaldes por cuanto obedece a 
la decisión ‘democrática’ de un pleno municipal adoptada con el voto de concejales democráticamente elegidos. 
En otras palabras, el hecho de que los acuerdos en los órganos colegiados se tomen 
democráticamente en modo alguno los hace conformes a Derecho, sino que 
precisamente están sujetos al mismo y por ello pueden ser invalidados, sin que la formación democrática de 
los mismos los sane ni pueda prevalecer sobre el ordenamiento jurídico, que vincula a todos los poderes 
públicos”. 

 
Es cierto que la resolución de la Junta Electoral Central de 13 de mayo de 2015 se 

limitó a señalar los edificios oficiales y los locales electorales como lugares vedados a la 
presencia de las esteladas, pero no puede ignorarse como inocua la ampliación que hace el 
Tribunal Supremo en la referida sentencia. Ello es así porque carece de toda lógica que la 
presencia de una bandera partidista en la fachada de un ayuntamiento sea reconocida como 
contraria al ordenamiento jurídico constitucional y, en cambio, su izado solemne unos 
metros delante de la fachada, o en la entrada del pueblo o en el monumento más destacado 
de la localidad, no vulnere en cambio el principio de neutralidad política. Buena prueba de 
ello es la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 2 de Barcelona, a la 
que antes se hizo referencia que ordenó la retirada de las esteladas de los espacios públicos 
de la ciudad de Sant Cugat del Vallès en razón fundamentalmente del contenido de la 
sentencia de 28 de abril de 2016 del Tribunal Supremo.  

 
Pero esta práctica es todavía más perversa en época electoral. Recordemos que el 

artículo 56 de la LOREG dispone que los ayuntamientos deben comunicar los 
emplazamientos disponibles para la colocación gratuita de carteles y, en su caso, pancartas 
y banderolas a la correspondiente Junta Electoral de Zona. Estas Juntas son las encargadas 
de distribuir los lugares mencionados entre los partidos, federaciones o coaliciones.   

 
La presencia de banderas partidistas –y las esteladas lo son- en emplazamientos 

públicos colocadas directamente por los ayuntamientos o consentidas por ellos cuando se 
autoriza que lo hagan otras formaciones, asociaciones o personas particulares, alteran las 
reglas del juego electoral y deben ser prohibidas.  

 
Por lo expuesto, es cuanto menos sorprendente que la Junta Electoral de Barcelona 

utilizara el término “plausible” -esto es, digno de ser aplaudido o elogiado (en una primera 
acepción del diccionario de la RAE) o que admite aprobación o justificación (en su segunda 
acepción)- al referirse a la instalación de banderas esteladas cuando “hubiera podido ser 
realizada por cualquier entidad privada o persona particular y que la corporación municipal se hubiera 
limitado a autorizar tal instalación en ejercicio de sus competencias administrativas sobre el uso del espacio 
público” 

 
En su resolución, la Junta Electoral Provincial de Barcelona omitió que el artículo 

50.5 de la LOREG dispone que ninguna persona jurídica distinta de los poderes públicos 
que convocan las elecciones (art. 50.1) pueden realizar campañas electorales a partir de la 
fecha de la convocatoria de las elecciones y que el artículo 50.2 prohíbe a los poderes 
públicos organizar directa o indirectamente cualquier acto que pueda favorecer a cualquier 
entidad política concurrente a las elecciones. Es notorio que la bandera estelada es utilizada 
por las formaciones políticas que reclaman la independencia de Cataluña y que en las 
campañas electoral concurren formaciones que proponen en sus programas políticos la 
secesión de Cataluña de España y que utilizan en sus actos banderas esteladas como las que 
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las Administraciones Públicas han colocado por sí mismas, o han autorizado o consentido 
sobre el espacio público, lo que para estos efectos resulta indiferente.  

 
Como también es notorio que la abundante presencia de banderas esteladas en los 

espacios públicos catalanes, y que se corresponde con la presencia de banderas esteladas 
que ha comunicado nuestra entidad en las distintas Juntas Electorales, pone de manifiesto 
la existencia de una campaña orquestada por entidades independentistas (Associació de 
Municipis per la Independencia, Assemblea Nacional Catalana) que cuenta con la 
colaboración de los partidos políticos con presencia en las administraciones territoriales 
implicadas, en las listas que concurren a las elecciones generales y frecuentemente de 
autoridades públicas. 

 
Por todo lo expuesto, y en aras a los principios de neutralidad institucional y a la 

vista de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de abril de 2015 ante la concurrencia de  
pronunciamientos contradictorios, SCC consideraba conveniente que se dictarán 
instrucciones prohibiendo la presencia de banderas esteladas durante la campaña electoral, 
día de reflexión y jornada electoral, en cualquier espacio de titularidad pública, a excepción 
de aquellas que promovidas por los partidos o coaliciones en liza, se exhiban en los 
espacios reservados para propaganda electoral por las respectivas Juntas Electorales de 
Zona.     

 

191. La Junta Electoral Central dicta un sorprendente acuerdo el 22 de 

junio de 2016. Resuelve conjuntamente las dos peticiones, indicando que a la 

vista de los informes de las Juntas Electorales Provinciales de Barcelona, 

Tarragona, Lleida y Girona, se “considera que no es necesario proceder a la 

unificación de doctrina solicitada”.   

La Junta Electoral Central ha perdido una gran oportunidad de adaptar 

su doctrina a la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de abril de 2016. Es 

evidentes que si los órganos jurisdiccionales están vetando la presencia de 

símbolos independentistas en los espacios de titularidad pública en todo 

tiempo y lugar con más motivo la Junta Electoral Central tiene que ser la 

primera interesada en hacer efectiva esa prohibición durante los procesos 

electorales. 
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4.6 Conclusiones  

 

196. A la vista de lo anterior, cabe señalar:  

 

1.- Que en los últimos cuatro procesos electorales celebrados en Cataluña no se ha 
contado con una atmósfera electoral imparcial y libre, en la medida que un gran número de 
corporaciones locales y algunas dependencias de la Administración autonómica ha roto el 
principio de neutralidad de las instituciones.  

2.- Que los principios que deben prevalecer en el marco interpretativo de la norma 
y de las resoluciones deben ser los favorables a procesos electorales independientes en los 
que las Administraciones no tomen partido a favor de una opción política.   

3.- Que todos los ciudadanos deben convertirse en garantes de los principios 
democráticos y a favor de los derechos humanos en los procesos electorales en Cataluña, 
por lo que sus quejas y denuncias deben ser valoradas en esa línea y no deben ser 
consideradas como una incomodidad por las Juntas Electorales.  

4.- Que, en aras de la eficacia, interesa que la Administración electoral proceda a 
resolver con celeridad, por la propia dinámica del proceso electoral, las quejas o denuncias 
presentadas por la adscripción de las Administraciones a favor de la causa separatista.  

5.- Que igualmente se incoen y resuelvan por la Administración electoral las 
denuncias presentadas con motivo de las irregularidades detectadas.  

6.- Que se establezcan campañas informativas por parte de la Autoridad electoral 
recordando a los cargos públicos y a los ciudadanos en general el deber constitucional de 
favorecer la neutralidad y pluralismo político.  

7.- Que se incremente la transparencia de las actividades de la administración 
electoral (JEZ, JEP y JEC), de manera que se agilicen las respuestas y se hagan públicas 
habitualmente. 

    

 



 



 113 

 

5. DERECHO A SER INFORMADO. LA TRANSPARENCIA 

DE LAS ADMINISTRACIONES Y LA DINÁMICA 

PARLAMENTARIA 

 

5.1. Introducción 

 

197. En el primer informe sobre déficits de calidad democrática se 

señalaba que el propósito de los independentistas era utilizar las instituciones 

del ordenamiento español como herramientas del proceso de independencia. 

Básicamente se trataba de trasladar el poder público que ejercen la 

administración autonómica y las administraciones locales desde el 

ordenamiento constitucional español al nuevo Estado catalán. Esto es, la 

Generalitat y las administraciones locales mutarían su naturaleza para dejar de 

ser órganos constitucionales y transformarse en órganos propios de la 

República Catalana. 

 

198. El problema que se deriva de este plan, es que en tanto sigan 

siendo instituciones españolas tanto la Generalitat como las administraciones 

locales siguen sometidas a las obligaciones propias del Derecho español y, 

especialmente, a las exigencias constitucionales. La utilización de estas 

instituciones como protoadministración de un Estado independiente sin que 

se produzca la desvinculación formal del ordenamiento español plantea 

dificultades y provoca desajustes en el funcionamiento normal de tales 

instituciones. Estos desajustes afectan también a principios democráticos 

básicos, tal como veremos a continuación. En concreto, implica un déficit 

importante de transparencia y la limitación del derecho de participación 

política. 
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199. A continuación nos ocuparemos en primer lugar de las 

limitaciones en el acceso a la información que se derivan de la implementación 

del plan que se acaba de describir. También trataremos la perversión de la 

dinámica parlamentaria en el marco de los procesos legislativos. 

 

5.2. Derecho a la información 

 

200. La implementación del proceso secesionista conlleva que las 

administraciones actúen fuera del marco de sus competencias. Curiosamente, 

no existe excesivo pudor por parte de los responsables públicos en reconocer 

esta actuación ilegal, aunque, al menos, tienen el cuidado de ocultar 

determinados datos que podrían delatar cómo se están desarrollando sus 

planes para derrocar el ordenamiento vigente. 

 

201. Lo que acabamos de indicar no es una apreciación subjetiva, sino 

que existen declaraciones expresas de autoridades públicas en ese sentido. Así, 

por ejemplo, el consejero de Justicia de la Generalitat, en su intervención en la 

Universidad Catalana de Verano, en agosto de 2016, señaló que no podía dar 

excesiva información sobre la actuación de su departamento ya que de hacerlo 

podrían producirse impugnaciones ante los tribunales83 . Esta necesidad de 

secretismo dado el carácter ilegal de su actuación (repito, reconocido por los 

propios responsables políticos nacionalistas) implica que se limita el derecho a 

la información de los ciudadanos e, incluso de los diputados. Esto se ha 

puesto de relieve en especial en relación a la actuación exterior de la 

Generalitat y también, más recientemente al hilo del escándalo suscitado por 

las declaraciones del exsenador Santiago Vidal en las que reconocía la 

comisión de acciones ilegales con el fin de preparar la secesión de Cataluña84. 

                                                 
83 Vid. https://www.youtube.com/watch?v=B6Cen0ZRE3A, en concreto a partir de 01:05:23 se explican los 
planes del gobierno para conseguir la efectiva independencia de Cataluña y a partir de 01:06:57 se indica la 
conveniencia de no detallarlos más de lo que lo ha hecho para evitar impugnaciones. 
84 http://ccaa.elpais.com/ccaa/2017/01/26/catalunya/1485446408_443841.html. 

https://www.youtube.com/watch?v=B6Cen0ZRE3A
http://ccaa.elpais.com/ccaa/2017/01/26/catalunya/1485446408_443841.html
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202. Comenzando por la acción exterior, es claro la actuación de la 

Generalitat, de la que nos ocupábamos en el primer informe de calidad 

democrática, desborda las competencias autonómicas para colisionar 

directamente con la competencia en materia de relaciones internacionales que 

es exclusiva del Estado. La competencia autonómica está siendo utilizada para 

conseguir apoyos internacionales a la secesión, algo que se encuentra fuera del 

marco de competencias autonómico y que, incluso, supone un atentado a los 

intereses generales de España85. No insistiremos en este punto, que ya ha sido 

abordado en el primer informe sobre déficits de calidad democrática y que no 

precisa seguramente mayor demostración. 

 

203. Aquí queremos incidir en que al utilizar esta competencia 

autonómica para fines que no son legítimos se tienen reticencias a facilitar la 

información sobre la actuación administrativa que exigen los ciudadanos y los 

representantes de los mismos. Cuando se utilizan recursos públicos para fines 

que no son legítimos en una estrategia de confrontación con el Estado no es 

posible facilitar toda la información que se solicita a la administración porque 

de hacerse públicos estos datos podrían plantearse actuaciones judiciales o 

existir respuestas políticas a la actuación ultra vires de dichas administraciones. 

 

204. Esto, seguramente, explica que el Departamento de asuntos 

exteriores, relaciones institucionales y transparencia de la Generalitat 

rechazase facilitar los memorándums que utiliza para difundir en el exterior el 

proceso secesionista y otra información relativa a la acción exterior de la 

Generalitat. 

 

                                                 
85 Resulta significativo en este sentido el reconocimiento por parte del gobierno del Reino Unido de haber 
mantenido contactos con representantes de la Generalitat cuya publicación podría afectar a las relaciones 
entre el Reino Unido y España 
(https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/504366/FOI_0748-
15_Letter.pdf). 

https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/504366/FOI_0748-15_Letter.pdf
https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/504366/FOI_0748-15_Letter.pdf
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205. En lo que se refiere a los memorándums elaborados por el 

mencionado departamento, pese a la solicitud expresa realizada por la 

diputada Susana Beltrán García en septiembre y octubre de 2016, ninguno de 

los documentos solicitados (copia de todos los memorándums elaborados por 

el Departament d’Afers Exteriors, Relacions Institucionals i Transparència 

con indicación de las instituciones a que habían sido remitidos) le fue 

entregado. La falta de entrega de tales documentos motivó que la diputada se 

dirigiera a la Mesa del Parlamento solicitando la tutela de su derecho86. Ésta 

reclama los documentos solicitados a la consejería requerida, pero ésta en vez 

de entregar lo solicitado remite al Parlamento una documentación diferente, lo 

que motiva una resolución del Órgano de Garantía del Derecho de Acceso a 

la Información Pública (art. 215 RPC) del Parlamento de Cataluña, de fecha 

24 de febrero de 2017, en el que ratifica el derecho de la diputada a acceder a 

los documentos solicitados, este informe conduce a la Mesa del Parlamento a 

reiterar la petición de información al departamento de asuntos exteriores, 

relaciones institucionales y transparencia, otorgando un plazo de 3 días para la 

entrega de los documentos solicitados. El 10 de marzo de 2017 la diputada 

Susana Beltrán reitera a la Mesa del Parlamento que no se había producido la 

entrega de dicha información y en el momento de redactarse estas líneas aún 

no se había cumplido de forma plena la facilitación de la información 

requerida. 

 

206. También nos encontramos con un rechazo expreso a facilitar 

información solicitada por diputados en el caso de los contratos concluidos 

por Diplocat y la Delegación del Gobierno de la Generalitat en Estados 

Unidos con “Independent Diplomat”, una consultoría que opera en el ámbito 

de las relaciones internacionales87. La solicitud realizada por el diputado del 

Grupo Popular Juan Milián Querol de acceso a los informes de los contratos 

                                                 
86 Solicitud presentada el 3 de febrero de 2017 y que se acompaña como anexo al presente informe. 
87 https://independentdiplomat.org/about-us/ 

https://independentdiplomat.org/about-us/
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de prestación de servicios entre Diplocat, la Generalitat e “Independent 

Diplomat” fue negada con el argumento de que incluían información que las 

partes del contrato habían calificado como confidencial 88 . Para negar la 

información el Departamento de Transparencia (cursiva añadida) se basa en el 

perjuicio que podría suponer para “Independent Diplomat” que se tuviera 

conocimiento de las personas que trabajan para la entidad y desarrollan sus 

funciones. El propio documento de respuesta hace explícitas las dificultades 

de incardinar esta negativa a facilitar la información solicitada en una 

normativa (el Reglamento del Parlamento de Cataluña) en la que 

forzosamente las limitaciones al acceso a la información por parte de los 

diputados deberían ser interpretadas de forma restrictiva; pero pese a ello el 

Departamento de Transparencia (cursiva añadida) pretende extender la 

posibilidad de denegar la información a supuestos que exceden los legalmente 

previstos. 

 

207. Efectivamente, en este caso la base de la negativa es el carácter 

confidencial que en los contratos afectados por la petición se atribuye a las 

informaciones facilitadas por “Independent Diplomat”. Esta confidencial 

solamente puede ser relevante si puede ser entendida como integrante del 

supuesto previsto en el art. 21.1.c) de la Ley 19/2014, de 29 de diciembre de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno89. De acuerdo 

con este precepto “el acceso a la información pública puede ser denegado o 

restringido si el conocimiento o la divulgación de la información comporta un 

perjuicio al secreto o a la confidencialidad en los procedimientos tramitados 

por la Administración pública, si el secreto o la confidencialidad son 

establecidos por una norma con rango de ley”. En este caso la base legal que 

                                                 
88 Vid. el texto de respuesta a la solicitud de información firmado por Raül Romeva de fecha 18 de noviembre 
de 2016 y dirigido al diputado solicitante y a la Mesa del Parlamento, p. 6. 
89 Vid. p. 6 de la respuesta a la solicitud de información (vid. n. anterior). 
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encuentra el Departamento de Transparencia es el art. 140.1 de la Ley de 

Contratos del Sector Público que prevé que: 

 

Sin perjuicio de las disposiciones de la presente Ley relativas a la publicidad 
de la adjudicación y a la información que debe darse a los candidatos y a los 
licitadores, los órganos de contratación no podrán divulgar la información facilitada 
por los empresarios que éstos hayan designado como confidencial; este carácter 
afecta, en particular, a los secretos técnicos o comerciales y a los aspectos 
confidenciales de las ofertas. 

 

208. Realmente, resulta sorprendente la utilización de este precepto 

como base para negar la información a un diputado, toda vez que este art. 140 

se inserta en el capítulo de la Ley dedicado a la adjudicación de los contratos 

de las Administraciones Públicas y, por tanto, su eficacia se limita a la 

información que ha de facilitarse en el marco del proceso de contratación. 

Que este precepto sea utilizado como fundamento para denegar el acceso a la 

información de un diputado en relación a un contrato concluido por la 

administración resulta llamativo; sobre todo porque no se da la posibilidad de, 

tal como indica el art. 21.1.c) de la Ley 19/2014, limitar el acceso a la 

información permitiendo, por ejemplo, el acceso a la documentación in situ o 

advirtiendo de la imposibilidad de que el diputado que accede a ella la 

divulgue a terceros con el fin de no perjudicar –si ese fuera el caso- a quien 

contrata con la administración. 

 

209. La extrañeza en cuanto a la negativa se acrecienta cuando se 

comprueba la forma en que la administración (el Departamento de 

Transparencia, recordemos) justifica la posible lesión al derecho de 

participación política que podría suponer la negativa a facilitar esa 

información (p. 13 de la respuesta al diputado solicitante). La administración 

reconoce que la negativa a facilitar esta información podría suponer una 

imposibilidad esencial para el ejercicio de estas funciones públicas del 

diputado. La respuesta, sin embargo, que la propia Consejería se da es la de 
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que esto no es así puesto que los datos económicos del contrato pudieron ser 

conocidos por los diputados mediante una consulta anterior al contrato entre 

Diplocat, la representación del Gobierno de la Generalitat en Estados Unidos 

e “Independent Diplomat”. Que la propia administración a la que se solicita la 

información se erija en juez de la importancia que para la labor del diputado 

tiene el acceso a la información que solicita es impropio de un régimen 

democrático, y, además, como se verá, muestra de una cierta hipocresía, 

puesto que, como veremos a continuación, se ha hecho expreso que los 

argumentos para denegar esta información no son estos –evitar el perjuicio 

que hipotéticamente pudiera derivarse para quien contrata con la 

administración- sino, precisamente, entorpecer la función del diputado. Lo 

veremos enseguida. 

 

210. El incidente en relación a la (no) entrega de los memorándums 

solicitados por Susana Beltrán y la negativa a informar sobre los contratos 

concluidos por Diplocat y la Delegación del Gobierno de la Generalitat en los 

Estados Unidos con “Independent Diplomat” son, quizás, los casos más 

llamativos en lo que se refiere a la negativa por parte de la Generalitat a dar 

información solicitada por diputados autonómicos. En el caso de los 

memorándums solicitados por Susana Beltrán, además, nos encontramos ante 

una desobediencia expresa por parte del consejero Romeva a dos peticiones 

formales de la Mesa del Parlamento, lo que convierte la negativa en 

especialmente grave. Ahora bien, no son los únicos casos de rechazo por 

parte del Gobierno a facilitar información a los diputados. Este rechazo es en 

ocasiones expreso y, además, incluso llega a justificarse con el argumento de 

que los diputados no nacionalistas podrían utilizar la información facilitada 

para dificultar el proceso de secesión. 
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211. Esto último se hizo expreso en la sesión de la comisión de Acción 

Exterior y Cooperación, Relaciones Institucionales y Transparencia del 

Parlamento de Cataluña del 15 de diciembre de 2016. En ella comparecían 

Albert Royo, Secretario General de Diplocat y Jordi Solé, Secretario de 

Asuntos Exteriores de la Generalitat. 

 

212. Ante las preguntas de los diputados y la ausencia de respuesta por 

parte de los comparecientes el diputado de JXS, señor Sendra justificó el que 

dicha información no se facilitara ya que quienes la solicitaban –diputados del 

Parlamento catalán- no compartían el proceso secesionista y la utilizarían para 

dificultar la secesión 90 . Realmente, resulta inimaginable que un diputado 

justifique que se niegue información a otro diputado sobre la base de la 

presunta utilización que de esa información hará dicho diputado. En los 

Estados modernos la transparencia y la facilitación de la información sobre la 

actuación de la administración son esenciales para que la democracia sea 

efectiva. El que explícitamente se niegue información a los diputados en el 

Parlamento carece de justificación alguna y supone un empobrecimiento 

injustificado del debate público91. Como decíamos hace un momento, además, 

esta explicación es coherente con la negativa del Departamento del Sr. 

Romeva a facilitar la información solicitada por el diputado Juan Milián en 

                                                 
90  Vid. http://www.parlament.cat/web/canal-
parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7854181&p_cp2=7854725&p_cp3=7854536, a partir del 
minuto 2:55 y http://www.parlament.cat/web/canal-
parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7854181&p_cp2=7854781&p_cp3=7854536 a partir del 
minuto 1:30. En la transcripción provisional de la sesión, que se encuentra en la web del Parlament se recoge 
lo siguiente: “Perquè a ells l’ùnic que els interessa de Diplocat ès què fa per internacionalitzar el 
procès, qui paga, saber l’agenda, saber tot el possible de l’agenda per aixì engegar, com sempre he dit en 
aquesta comissiò, «per engegar la maquinària» i combatre el procès des de l’Estat. I per això vostès 
presenten moltes PR apel·lant a la transparència i..., democràcia i transparència, però l’ùnic objectiu 
que vostès tenen, i per això els les tombem cada una de les vegades que les presenten, ès això” 
(primera intervención) y “No, escolti, ès que no els hi aprovem perquè vostès l’ùnic que volen ès 
tenir aquesta informaciò que demanen per activar l’aparell de l’Estat en mètodes com la coacciò i la 
pressiò a universitats, a periodistes, a diputats, en contra dels procès. Precisament per això, no es tracta 
ni de democràcia ni de transparència. Es tracta del fet que vostès nomès ho volen fer servir amb 
mètodes propis per altra banda de l’Estat i del Govern de l’Estat en el qual vostès hi donen suport, del 
qual vostès formen part, per combatre el procès. Punt i final” en la segunda intervención. 
91 Sobre la transparencia como elemento fundamental en la democracia vid J. de Miguel Bárcena, “Reforma de 
la Ley de Transparencia”, en J. Tajadura/E. Aranda/J. de Miguel/J.M. Román, Diez propuestas para mejorar la 
calidad de la democracia en España, Madrid, Editorial Biblioteca Nueva, 2014, pp. 73-77. 

http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7854181&p_cp2=7854725&p_cp3=7854536
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7854181&p_cp2=7854725&p_cp3=7854536
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7854181&p_cp2=7854781&p_cp3=7854536
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7854181&p_cp2=7854781&p_cp3=7854536
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relación al contrato con “Independent Diplomat”, denegación que de manera 

tan poco convincente se había justificado con anterioridad, tal como hemos 

visto en el párrafo anterior. 

 

213. Dado lo anterior, no sorprenderá que en la comparecencia del Sr. 

Romeva en la Comisión de Acción Exterior del Parlamento de Cataluña del 

pasado 4 de mayo tampoco se facilitara la información solicitada en este caso, 

de nuevo, por Susana Beltrán. En el vídeo de la comparecencia 92  puede 

comprobarse cómo no se aportan detalles sobre los encuentros realizados por 

la Generalitat con gobiernos extranjeros, qué criterios se siguen para informar 

al Gobierno español de las actividades que realiza la Generalitat en materia de 

acción exterior y, muy significativamente, sobre los resultados del contrato 

entre la Generalitat e “Independent Diplomat”93. 

 

214. En lo que se refiere a la información relacionada con las 

revelaciones del exsenador Vidal sobre las actuaciones ilegales que se estarían 

desarrollando para preparar la secesión de Cataluña, ha de dejarse constancia 

de que el Parlamento de Cataluña creó una Comisión de investigación en 

relación a este caso94. En la primera reunión de la Comisión, sin embargo, la 

mayoría nacionalista en el Parlamento hizo que se rechazaran todas las 

comparecencias previstas, lo que ha desactivado la posibilidad de que la 

Comisión pudiera tener recorrido95. 

 

215. La anulación de facto de la Comisión han sido duramente criticada 

precisamente por lo que supone de dificultar que el Parlamento sea 

instrumento adecuado para facilitar una mayor transparencia en la actuación 

de la administración. Causa especial consternación que el argumento 
                                                 
92 http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/index.html?p_cp1=7983242. 
93  http://www.parlament.cat/web/canal-
parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7983242&p_cp3=7984481. 
94 http://www.parlament.cat/document/bopc/210654.pdf vid. el BOPC de 25 de abril de 2017. 
95 http://www.lavanguardia.com/politica/20170509/422419241096/jxsi-cup-comision-vidal.html 

http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/index.html?p_cp1=7983242
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7983242&p_cp3=7984481
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7983242&p_cp3=7984481
http://www.parlament.cat/document/bopc/210654.pdf
http://www.lavanguardia.com/politica/20170509/422419241096/jxsi-cup-comision-vidal.html
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empleado por los nacionalistas haya sido el de que la Comisión se podría 

convertir en un instrumento que facilitara la actuación de la Fiscalía96. Si la 

paralización de la Comisión no es una buena noticia para la democracia, lo es 

menos que dicha paralización responda a la intención de no colaborar con 

quien tienen encomendada la tutela de la legalidad. Por una parte, estas 

afirmaciones hacen sospechar de que realmente las declaraciones de Santiago 

Vidal pueden responder a la realidad (nos ocuparemos de esto un poco más 

adelante en este mismo informe) y, por otra parte, muestran una profunda 

quiebra del equilibrio institucional ya que implica que en vez de colaboración 

hay enfrentamiento entre dos altas instituciones del Estado de Derecho que, 

en una situación normal habrían de actuar de forma colaborativa. Justo lo 

contrario de lo que sucede en el deteriorado panorama político catalán. 

 

 

5.3. El procedimiento legislativo 

 

216. Tal como se ha adelantado, el propósito de los secesionistas es 

apartar al Parlamento de Cataluña de su condición de órgano constitucional 

español y convertirlo en institución del nuevo Estado que se quiere crear en 

Cataluña. Esta transformación de la naturaleza jurídica del Parlamento no 

puede hacerse, como es obvio, sin vulnerar la normativa española, tanto la 

sustancial, en lo que se refiere al contenido de las resoluciones (cuestión de la 

que nos ocuparemos en el epígrafe 5) como procedimental. Dado que se es 

consciente de que se están llevando a cabo actuaciones contrarias a Derecho 

el respeto a los trámites y procedimientos lo que supone es abrir vías de 

impugnación que perjudicarían los intereses de quienes desean la ruptura. Es 

por ello que en esta última legislatura hemos asistido a varias vulneraciones de 

las reglas que rigen el procedimiento legislativo. 

                                                 
96 http://www.elmundo.es/cataluna/2017/05/09/5911d89f268e3e52108b45d7.html 

http://www.elmundo.es/cataluna/2017/05/09/5911d89f268e3e52108b45d7.html
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217. Esta quiebra del procedimiento supone, a su vez, la del derecho 

fundamental a la participación política, tal como estableció el Tribunal 

Constitucional en la primera ocasión en que tuvo que pronunciarse sobre las 

peculiares técnicas legislativas y de adopción de decisiones del Parlamento de 

Cataluña en esta su XI Legislatura. Esta primera ocasión fue el triple recurso 

de amparo planteado por los diputados de los grupos parlamentarios de Cs, 

socialista y del PP en el Parlamento con ocasión de la aprobación de la 

Resolución del Parlamento 1/XI, la que inició al denominado proceso de 

desconexión97 . En aquella ocasión la Resolución fue aprobada sin que se 

hubiese cumplido un trámite solicitado por varios diputados, el de la 

reconsideración de la decisión de la Mesa del Parlamento de admitir a trámite 

la propuesta de Resolución. Dicha reconsideración precisaba la audiencia de la 

Junta de Portavoces, trámite que debería retrasarse, puesto que en el 

momento de la admisión aún no había concluido el proceso de constitución 

de los grupos parlamentarios98. La Mesa del Parlamento, sin embargo, no 

atendió a lo que establecía el Reglamento de la Cámara y continúo adelante 

con la tramitación. Los diputados de los grupos parlamentarios de Cs, PSC y 

PP presentaron recursos de amparo al Tribunal Constitucional por entender 

que tal tramitación, obviando un trámite de necesaria observancia cuando así 

había sido solicitado vulneraba su derecho de participación política. 

 

218. El TC acogió la demanda planteada y declaró que se había 

vulnerado el derecho de participación política de los diputados solicitantes de 

amparo al no haberse seguido el trámite previsto en el Reglamento. La 

vulneración, por tanto, del principio democrático, en este caso en su 

manifestación del derecho a participación de los diputados, queda probada 

mediante la decisión del TC. Conviene reparar en ello porque, tal como 

                                                 
97 Resolución 1/XI del Parlamento de Cataluña, de 9 de noviembre de 2015, declarada inconstitucional y 
anulada por la ya mencionada STC 259/2015, de 2 de diciembre. 
98 El relato de lo sucedido se encuentra en las decisiones del TC que resolvieron los recursos planteados; en 
concreto, las Sentencia del TC 107/2016, 108/2016 y 109/2016, todas ellas de 7 de junio. 
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veremos, esta actitud de desprecio hacia el Reglamento parlamentario y los 

principios que explican su regulación es claro durante toda la legislatura; y ha 

de ser denunciado. 

 

219. La democracia es, básicamente, un procedimiento. La decisión que 

resulta de una votación (por parte del cuerpo electoral o de los integrantes de 

una corporación local o una cámara legislativa) no podrá ser considerada 

como democrática si no se produce tras un debate en el que se haya aportado 

toda la información relevante y en el que todos hayan podido plantear de 

forma libre y completa sus argumentos. Sin ese debate, sin esos argumentos y 

sin esa participación la votación no será muestra de democracia, sino de 

totalitarismo. 

 

220. Es por esto que es importante que las reglas de procedimiento y la 

transparencia sean respetadas en todas las fases previas a la decisión final. La 

participación de todos los actores relevantes es un requisito para que el 

procedimiento legislativo pueda considerarse de calidad democrática. La 

Comisión de Venecia del Consejo de Europa así lo recuerda en sus 

documentos relativos a los procedimientos de reforma constitucional 99  y 

recientemente lo ha reiterado en su informe sobre la reforma de la Ley 

Orgánica del Tribunal Constitucional español del año 2015100. Resulta, por 

tanto, preocupante, que la táctica de los nacionalistas sea, precisamente, la de 

limitar el debate, entre otras cosas, para evitar la reacción del Estado ante 

decisiones que se saben contrarias a la ley, tal como veremos a continuación. 

En este sentido, la vulneración de los derechos de los diputados que resultó 

de la tramitación de la Resolución 1/XI del Parlamento de Cataluña es 

significativa, por lo que implica en relación a la vulneración de derechos 

fundamentales y, a la vez, porque es muestra de que no basta con reacciones a 

                                                 
99 Vid. http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-PI(2015)023-e, p. 5. 
100 Vid. http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2017)003-e, p. 4. 

http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-PI(2015)023-e
http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2017)003-e
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posteriori si se quiere evitar la conculcación de tales derechos: los recursos ante 

el Tribunal Constitucional tan solo dan una satisfacción cuando el mal ya está 

causado. Repárese, por ejemplo, en que la resolución sobre el amparo 

solicitado por los diputados del Parlamento de Cataluña no se resolvió hasta 

siete meses después de haberse aprobado la resolución en cuyo procedimiento 

de aprobación se incurrió en la privación de derechos a los diputados, y 

cuando la Resolución llevaba ya seis meses anulada por el Tribunal 

Constitucional. 

 

221. Tras este primer y grave incidente, durante la legislatura se han 

vivido más episodios en los que el principio democrático se ha visto 

amenazado por los atajos que los nacionalistas pretenden adoptar en el 

procedimiento legislativo. El segundo caso que aquí consideraremos es la 

pretensión de JXS y CUP de crear una ponencia parlamentaria conjunta para 

la elaboración de tres de las leyes que se pretendían indispensables en la 

preparación para la secesión, en concreto, la ley integral de protección social 

catalana, la ley régimen jurídico catalán y la ley de la Administración tributaria 

catalana. 

 

222. La tramitación de estas leyes por medio de una ponencia conjunta 

implicaba la obligación de participar en ella de todos los grupos 

parlamentarios. Este tipo de ponencias conjuntas están previstas en el 

Reglamento del Parlamento de Cataluña para ciertos supuestos que vienen 

especificados en el propio Reglamento 101 , supuestos entre los que no se 

incluían las materias objeto de las leyes de desconexión. Planteado recurso de 

amparo ante el Tribunal Constitucional por los diputados autonómicos del 

PSC y de Cs, el Alto Tribunal concedió dicho amparo en sus Sentencias 

                                                 
101 Vid. art. 126 del Reglamento del Parlamento de Cataluña. Estas materias son el desarrollo básico del 
Estatuto de Autonomía de Cataluña. El art. 62.2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña determina qué leyes 
han de considerarse desarrollo básico del Estatuto, y que son las que regulan directamente las mencionadas 
por los artículo 2.3, 6, 37.2, 56,2, 67.5, 68.3, 77.3, 79.3, 81.2 y 94.1. 
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224/2016 y 225/2016, de 19 de diciembre de 2016, en las que interpretó que 

se había vulnerado el derecho fundamental a la participación política de los 

diputados, ya que la creación de la ponencia conjunta les forzaba a participar 

en un proyecto legislativo que no comparten y que, además, se ve sometido a 

particularidades en su aprobación que suponen una excepción al 

funcionamiento parlamentario normal102. 

 

223. El propósito de realización de una ponencia conjunta es el de 

dificultar la identificación de responsabilidades durante su tramitación. Así se 

explica con naturalidad en los análisis que realizan los medios nacionalistas103. 

La tramitación como ponencia conjunta evita que sea el gobierno quien lleve 

la iniciativa, con lo que sería relativamente sencillo identificar quién está 

vulnerando la prohibición del Tribunal Constitucional de dar apoyo al proceso 

secesionista, y al tratarse de una ponencia conjunta la responsabilidad no recae 

en un solo grupo parlamentario. En el epígrafe 5 nos ocuparemos de las 

consecuencias que tiene este nada disimulado propósito de actuar al margen 

de las exigencias legales y constitucionales, bastando aquí constatar que este 

propósito afecta a la calidad democrática en tanto que perjudica directamente 

el derecho de participación política de los diputados, tal como se acaba de ver; 

y, por tanto, también indirectamente el de todos los ciudadanos. Esta 

vulneración es más que evidente, como muestran los pronunciamientos del 

Tribunal Constitucional, y también era conocida con anterioridad a los 

mismos. En este sentido, ha de indicarse que la tramitación como ponencia 

conjunta de las leyes de desconexión se aprobó en contra del informe de los 

                                                 
102 Vid. Fundamento Jurídico 5 de las mencionadas Sentencias: “Los recurrentes ven afectada su libertad de 
iniciativa legislativa, se insiste, al verse forzados en contra de lo expresamente previsto en el Estatuto de 
Autonomía y en el Reglamento parlamentario, a formar parte de un procedimiento legislativo especial que no 
promueven, que les obliga a participar en tres ponencias redactoras cuyo objeto no comparten porque no 
corresponden al cauce legalmente previsto, y cuya actividad parlamentaria se ve restringida, como se ha dicho 
ya, en todas las fases del procedimiento, incluyendo la de su aprobación definitiva, sin que concurran los 
presupuestos que legitimen dicha restricción.” 
103 Vid. el artículo “Les tres lleis de la desconnexió inicien el trajecte al Parlament”, de Oriol March/Roger 
Tugas, en el diario “Ara”, de 4 de febrero de 2016 (http://www.ara.cat/politica/Junts-CUP-registren-
principals-proces_0_1516048559.html). 

http://www.ara.cat/politica/Junts-CUP-registren-principals-proces_0_1516048559.html
http://www.ara.cat/politica/Junts-CUP-registren-principals-proces_0_1516048559.html
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letrados del Parlamento, que habían advertido de la ilegalidad de tal 

procedimiento104. 

 

224. La tramitación por medio de una ponencia conjunta tiene también 

otra dimensión: la de pretender visualizar una posición unánime de la sociedad 

catalana que está lejos de ser real. El nacionalismo ha intentado siempre 

presentar su planteamiento como unánime o, al menos, ampliamente 

mayoritario en la sociedad catalana, y el desarrollo de sus principales 

herramientas por medio de ponencias conjuntas reforzaría esta imagen. De 

hecho, recientemente los nacionalistas han vuelto a plantear la creación de una 

ponencia conjunta, en este caso para reformar el Reglamento del Parlamento 

en el sentido de permitir que las proposiciones de ley pudieran ser tramitadas 

mediante el procedimiento de lectura única105. 

 

225. La propuesta de reforma plantea dos problemas. En primer lugar, 

la utilización del trámite de ponencia conjunta, pese a que no todos los grupos 

parlamentarios son favorables a la iniciativa. En segundo lugar, por el 

contenido propuesto de la reforma, que limitaría sensiblemente las 

posibilidades de debate en el procedimiento legislativo. Ambos problemas 

tendrían transcendencia en relación al derecho de participación de los 

diputados y a las garantías del principio democrático en la actividad legislativa. 

 

226. En lo que se refiere a la utilización de la vía de la ponencia 

conjunta, resulta que en este caso, a diferencia de lo que sucedía respecto a las 

“leyes de la desconexión” y de las que nos hemos ocupado un poco más 

arriba, lo cierto es que el procedimiento que ha de seguirse es el de ponencia 

                                                 
104 http://www.elmundo.es/cataluna/2016/02/17/56c43e5a268e3e8d098b457c.html.  
105  Vid. http://cadenaser.com/emisora/2017/02/28/sercat/1488273013_072407.html. El texto de la 
propuesta de reforma del Reglamento del Parlamento elaborado por la ponencia fue acordado el 24 de marzo 
de 2017 y presentado a la Mesa del Parlamento (http://www.parlament.cat/document/bopc/205979.pdf). El 
14 de marzo había sido nombrada la ponencia conjunta de acuerdo con lo previsto en el art. 126.1 y la 
Disposición Final Primera del Reglamento (http://www.parlament.cat/document/bopc/203774.pdf, p. 19). 

http://www.elmundo.es/cataluna/2016/02/17/56c43e5a268e3e8d098b457c.html
http://cadenaser.com/emisora/2017/02/28/sercat/1488273013_072407.html
http://www.parlament.cat/document/bopc/205979.pdf
http://www.parlament.cat/document/bopc/203774.pdf
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conjunta, tal como se desprende de la Disposición Final Primera del 

Reglamento 106 . Ahora bien, precisamente por esto es dudoso que tal 

procedimiento pueda ser iniciado sin el acuerdo de todos los grupos. El art. 

126 prevé que la iniciativa parlamentaria sea ejercida por el conjunto de los 

grupos parlamentarios y que la ponencia redactora ha de tener representación 

de todos los grupos. En caso de que se interpretara que bastaría una mayoría 

de la Mesa del Parlamento para forzar a los grupos parlamentarios a participar 

en una iniciativa legislativa que no se corresponde con sus planteamientos 

políticos. Entendemos que lo que corresponde interpretar es que el art. 126 

ofrece una posibilidad en las materias que en él aparecen recogidas que, como 

se indica expresamente en el precepto, no impide el ejercicio del régimen 

general de la iniciativa legislativa, y que solamente podrá optarse por la vía de 

la ponencia conjunta en aquellos casos en los que la totalidad de los grupos 

parlamentarios se muestran conforme con ella. En lo que se refiere a la 

reforma del Reglamento, y dado que su Disposición Final Primera reduce a la 

vía del art. 126 la posibilidad de reforma del Reglamento, tan solo cuando 

estén de acuerdo en iniciar la reforma todos los grupos parlamentarios se 

podría plantear la ponencia conjunta que prevé este último precepto. 

 

227. Ciertamente, puede dudarse de si es posible llevar hasta sus últimas 

consecuencias esta interpretación, que implicaría que un solo grupo de la 

Cámara podría paralizar cualquier reforma del Reglamento; pero, por otra 

parte, plantear la posibilidad de una comisión conjunta en un caso en el que 

de los seis grupos de la Cámara tan solo dos están de acuerdo en ello no dice 

mucho de la calidad democrática de la propuesta. En esta línea, también 

sorprende que en la tramitación de esta reforma se haya prescindido de la 

                                                 
106 “Les reformes d’aquest reglament s’han de tramitar pel procediment establert pels articles 126 i 127, sense 
la intervenció del Govern”. 
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posibilidad de que comparezcan ante la Comisión competente expertos que 

enriquezcan el procedimiento legislativo107. 

 

228. Aparte de las cuestiones formales, la propuesta de reforma del 

Reglamento del Parlamento de Cataluña supone, en caso de ser aprobada, 

introducir en el proceso legislativo una significativa limitación a las 

posibilidades de debate. Dicha modificación implica extender la posibilidad de 

aprobación en trámite de lectura única de los proyectos de ley a las 

proposiciones de ley. 

 

229. La tramitación en lectura única, prevista en el art. 135 del 

Reglamento del Parlamento, permite –en la redacción actual- que un proyecto 

de ley presentado por el Gobierno o una proposición de ley firmada por todos 

los grupos parlamentarios sean aprobados mediante un trámite simplificado, el 

de los debates a la totalidad (art. 114 del Reglamento). En este debate tan solo 

pueden plantearse enmiendas a la totalidad y no existen la fase previa del 

debate en comisión. Es claro que se trata de un procedimiento que limita la 

posibilidad de que las distintas perspectivas sobre el texto puedan ser 

presentadas y debatidas, y por eso en la actualidad esta vía se reserva, tal como 

se ha adelantado, a las proposiciones de ley que hayan sido firmadas por todos 

los grupos parlamentarios –lo que garantiza la existencia de un consenso 

sobre ellas- y los proyectos de ley que por razón de su naturaleza o 

simplicidad aconsejen esta vía. Es decir, se asume que se trata de un 

procedimiento que no es adecuado para la tramitación ordinaria y que 

solamente cuando exista una justificación conveniente (naturaleza del 

proyecto, simplicidad o consenso inicial sobre el mismo) resulta apropiada 

esta vía excepcional. 

 

                                                 
107 http://www.elmundo.es/cataluna/2017/05/11/5914513322601dc92a8b45de.html. Estas audiencias están 
previstas en el art. 115 del Reglamento del Parlamento de Cataluña. 

http://www.elmundo.es/cataluna/2017/05/11/5914513322601dc92a8b45de.html
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230. La modificación planteada abre esta vía a cualquier proposición de 

ley, sin ningún límite en cuanto a su naturaleza y características y sin exigir 

ningún consenso previo sobre la misma108 afecta, por tanto, a la consideración 

de la diversidad de intereses y perspectivas en el procedimiento legislativo; 

pero es que, además, se hace expreso que esta reforma pretende abrir una vía 

que permita la aprobación de normas inconstitucionales limitando el margen 

del Tribunal Constitucional para su impugnación. En concreto, se pretende 

utilizar esta vía para aprobar la ley de transitoriedad jurídica 109 , la que 

habilitaría, desde la perspectiva de una legalidad catalana autónoma de la 

española, la celebración de un referéndum de autodeterminación y la 

proclamación de la independencia de Cataluña110. El propósito de intentar 

burlar por este mecanismo la posible actuación del Estado tendente a impedir 

que el Parlamento de Cataluña sea utilizado como instrumento contra la 

legalidad se ha hecho expreso incluso por responsable políticos111. 

 

231. En definitiva, tal como habíamos adelantado, la utilización de las 

instituciones democráticas, en concreto aquí el Parlamento de Cataluña, como 

instrumentos para la destrucción del Estado de Derecho exige que los 

mecanismos previstos en el procedimiento parlamentario sean retorcidos para 

dificultar las vías de impugnación que quedan abiertas en todo Estado de 

                                                 
108 “Una proposició de llei, a sol·licitud del grup parlamentari promotor, es pot tramitar directamente en 
lectura única. L’acord de tramitar en lectura única una proposició de llei correspon al Ple del Parlament, un 
cop escoltada la Junta de Portaveus” (art. 135.2 del Reglamento del Parlamento de Cataluña según la 
propuesta realizada por la ponencia, integrada por diputados de JXS y CUP). 
109 Vid. infra apartado 5. 
110  Vid. http://www.ara.cat/politica/JxSi-del-reglament-Parlament-desconnexio_0_1750025078.html. En la 
noticia se indica que una vez registrada la proposición de ley, podría votarse en un Pleno no previsto 
inicialmente para este fin mediante el mecanismo de ampliar el orden del día según lo indicado en el art. 81.3 
del Reglamento: “El orden del día del Pleno puede ser alterado si este lo acuerda, a propuesta del presidente o 
a petición de dos grupos parlamentarios o de una quinta parte de los miembros del Parlamento, y cuando así 
lo obliga el cumplimiento de una ley. Si debe incluirse un asunto, este debe haber cumplido los trámites 
reglamentarios que lo permiten, salvo un acuerdo explícito en sentido opuesto, por mayoría absoluta.” 
111 Vid. http://cadenaser.com/emisora/2017/02/28/sercat/1488273326_393967.html, donde se recogen las 
declaraciones en este sentido del diputado de JXS Gerard Gómez: “Estem veient como es van rebent 
requeriments judicials a la Mesa del Parlament per evitar que es debati al Parlament. Doncs sí, estem en una 
situación excepcional on la democracia a Catalunya està amenaçada. Per tanto, humilment, aquesta majoria, 
que té un compromís amb l’electorat, el que vol és que el Parlament pugui seguir fent allò que es va 
comprometre a les urnes”. Estas declaraciones fueron hechas precisamente al comentar la propuesta de 
cambio del Reglamento del Parlamento que aquí estamos analizando. 

http://www.ara.cat/politica/JxSi-del-reglament-Parlament-desconnexio_0_1750025078.html
http://cadenaser.com/emisora/2017/02/28/sercat/1488273326_393967.html


 131 

Derecho ante las actuaciones antijurídicas de los poderes públicos. Se fuerza 

de este modo la lógica parlamentaria y se perjudica la pureza del 

procedimiento legislativo, todo ello con resultado lesivo a derechos tan 

relevantes como el de participación política de los diputados que representan a 

todos los catalanes.  
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6. AUSENCIA DE PLURALISMO EN LOS MEDIOS 

PÚBLICOS  

 

232. Las políticas de medios se han presentado tradicionalmente en 

Cataluña, con el diseño y apoyo explícito de buena parte de la academia112, 

como una herramienta orientada a la articulación del denominado espai català 

de comunicació (un sistema mediático propio, con un discurso propio) cuyo fin 

último es la “construcción nacional de Cataluña”. En otras palabras: los 

medios de comunicación (especialmente los públicos) son claves en la 

estrategia nacionalista, como queda meridianamente claro en el llamativo 

documento “Propuestas para aumentar la conciencia nacional”, que circulaba 

por las consejerías y por las altas esferas del partido gobernante en Cataluña 

(CiU) a principios de los noventa.  

 

233. Según este documento, uno de los objetivos centrales en lo que 

respecta a los medios es que los públicos dependientes de la Generalitat “sigan 

siendo unos transmisores eficaces del modelo nacional catalán”. El texto 

subraya, además, la relevancia de “incidir en la formación inicial y permanente 

de los periodistas y técnicos en comunicación para garantizar una preparación 

con conciencia nacional catalana”. Asimismo, presenta como primera 

actividad fundamental (en lo que respecta a los medios de comunicación) 

“introducir a gente nacionalista de una elevada profesionalidad y una gran 

cualificación técnica en todos los lugares clave de los medios de 

comunicación”113. 

 

                                                 
112 El libro dirigido por el profesor Gifreu Construir l’espai català de comunicació (Barcelona: Centre d’Investigació 
de la Comunicació de la Generalitat de Catalunya, 1991) es todo un símbolo al respecto. 
113 El Periódico de Catalunya, 28 de octubre de 1990, páginas 26-27. 
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234. Con planteamientos de este cariz, reforzados por el sistemático 

control de las políticas de medios por partidos nacionalistas y hasta 

separatistas durante todo el periodo democrático, no es casual que el 

programa de Junts pel Sí de cara a las elecciones del 27 de septiembre de 2015 

reconozca sin rubor que “el país cuenta con una verdadera estructura de 

Estado como es la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales (CCMA) 

… que con el nuevo país ha de ser más potente, referente y líder” 114 . Y 

tampoco es casual que la CCMA sea claramente la corporación pública 

audiovisual autonómica que recibe más financiación pública115 y el director de 

Televisió de Catalunya (TVC), el cargo público mejor pagado de la 

Generalitat116. 

 

235. No obstante, desde las últimas elecciones autonómicas han sido 

constantes y crecientes las críticas a la falta de pluralismo (esencialmente 

político) de los medios de la CCMA. Estas críticas provienen tanto de las 

fuerzas políticas de oposición (basta ver los debates de la comisión 

parlamentaria de control de los medios públicos y las diversas iniciativas 

legislativas de reforma de la Ley 11/2007) como de sectores profesionales tan 

diversos como el Sindicato de Periodistas de Cataluña, el Colegio de 

Periodistas o el Grupo de Periodistas Pi i Margall, que han emitido 

abundantes comunicados en este sentido. En el último caso, incluso ha 

presentado varias quejas ante el Consejo Audiovisual de Cataluña (CAC), una 

de cuyas funciones esenciales es velar por que los medios de la CCMA 

cumplan con las funciones de servicio público que tienen asignadas. 

 

                                                 
114 http://juntspelsi.s3.amazonaws.com/assets/150905_Programa_electoral_v1.pdf, pág. 120. 
115  http://www.lavanguardia.com/vida/20150911/54436437065/las-principales-tv-autonomicas-reciben-700-
millones-de-sus-gobiernos-en-2015.html 
116 http://comunicacion.e-noticies.es/el-director-de-tv3-es-el-cargo-publico-mejor-pagado-90178.html 
 

http://juntspelsi.s3.amazonaws.com/assets/150905_Programa_electoral_v1.pdf
http://www.lavanguardia.com/vida/20150911/54436437065/las-principales-tv-autonomicas-reciben-700-millones-de-sus-gobiernos-en-2015.html
http://www.lavanguardia.com/vida/20150911/54436437065/las-principales-tv-autonomicas-reciben-700-millones-de-sus-gobiernos-en-2015.html
http://comunicacion.e-noticies.es/el-director-de-tv3-es-el-cargo-publico-mejor-pagado-90178.html
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236. En las páginas que siguen vamos a señalar ejemplos significativos 

de esta falta de pluralismo y vamos a tratar de explicar las causas más 

inmediatas de la misma (quién toma las decisiones en la CCMA).  

 

237. Antes, cabe recordar que nos encontramos ante un derecho 

fundamental. Señala el artículo 20.3 de la Constitución que “la ley regulará la 

organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social 

dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a 

dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el 

pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España”. 

 

238. En nuestra opinión, cuando uno analiza la situación de los medios 

públicos dependientes de la Generalitat se advierte una vulneración flagrante 

de este precepto. La cuestión lingüística es clamorosa (se transmite la idea de 

una Cataluña monolingüe) y nos parece particularmente grave en el caso de las 

tertulias. Dice el punto 2.1.1.6.4. del Manual de Uso del Libro de Estilo de la 

CCMA que “en igualdad de méritos y cualidades, preferimos tertulianos que 

se expresen en catalán”. Es obvio que dos personas jamás tienen idénticos 

“méritos y cualidades” y, aunque así fuera (si esto se pudiera medir), ¿el hecho 

de que uno de ellos se exprese en lengua catalana sería un criterio razonable 

para silenciar al otro? Parece incontestable que en las tertulias deben participar 

personas con pareceres significativos sobre el tema o temas que se traten y 

que el hecho de hablar una u otra de las lenguas oficiales de Cataluña debería 

ser algo absolutamente irrelevante. En todo caso, la realidad es que los 

tertulianos castellanohablantes son claramente marginales en los medios 

públicos catalanes, mientras que algunas voces catalanohablantes participan 

sistemáticamente en debates organizados por diferentes medios de la CCMA. 

Invitamos al lector a revisar las tertulias más simbólicas: la de Els Matins de 
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TV3117 y las de El Matí de Catalunya Ràdio 118  y a conformarse su propia 

opinión sobre lo que apuntamos.  

 

 

6.1. Evidencias  

 

239. Seleccionamos a continuación algunas muestras que nos parecen 

particularmente significativas de la falta de pluralismo (político) en los medios 

públicos autonómicos catalanes. Entendemos esta falta de pluralismo como 

silencio y/o desprecio a los no separatistas.  

 

6.1.1. Veto en TV3 al libro de Borrell Las cuentas y los cuentos de la 

independencia  

 

240. El Mundo desvelaba el 9 de septiembre de 2015 que TV3 había 

suspendido una entrevista a Josep Borrell en relación con el libro, escrito en 

coautoría con Joan Llorach, Las cuentas y los cuentos de la independencia. La razón 

que le dieron: su contenido político y el hecho de que las elecciones estuvieran 

muy cerca. Sin embargo, según el mismo diario, fuentes de TVC sostenían que 

le habían propuesto realizar la entrevista en el canal informativo 324 en otros 

días alternativos que el exministro no tenía disponibles y que, por este motivo, 

la entrevista se pospuso119. Nunca más le llamaron. 

 

241. Resulta inconcebible que Borrell, en el contexto político que vive 

Cataluña, no haya sido invitado nuevamente por TVC cuando es autor de un 

libro que desmonta con contundencia todo el discurso del “España nos roba”, 

como pudo advertirse en un debate demoledor que mantuvo, el 20 de julio de 

                                                 
117 http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/els-matins/tertulia/seccio/99360/ 
118  http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/la-tertulia-del-mati/fitxa-
programa/seccio/1566/4314/ 
119 http://www.elmundo.es/cataluna/2015/09/09/55f0591722601d9b5a8b458f.html 

http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/els-matins/tertulia/seccio/99360/
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/la-tertulia-del-mati/fitxa-programa/seccio/1566/4314/
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/la-tertulia-del-mati/fitxa-programa/seccio/1566/4314/
http://www.elmundo.es/cataluna/2015/09/09/55f0591722601d9b5a8b458f.html
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2016, con el actual Consejero de Economía y Hacienda y Vicepresidente de la 

Generalitat Oriol Junqueras en 8TV, la televisión privada autonómica el 

Grupo Godó120. 

 

6.1.2. Portadas editorializantes en El Matí de Catalunya Ràdio 

 

242. Cada mañana, en El Matí de Catalunya Ràdio, podemos escuchar 

“La portada”, de Mònica Terribas. En el apartado “A la carta” de la web de la 

CCMA se puede comprobar que se trata de comentarios en tono sin duda 

editorializante, absolutamente alineados con los postulados del denominado 

procés121.  

 

243. A raíz de una queja sobre los contenidos de esta sección durante la 

campaña electoral previa a las elecciones autonómicas del 27 de septiembre de 

2015, el CAC adoptó, gracias al voto de calidad del Presidente, el acuerdo 

3/2016, de 19 de enero, aunque con matices. Señala el regulador que “no se 

aprecia claramente [el subrayado es nuestro] que se haya producido ninguna 

vulneración de los principios y directrices que marca el Libro de Estilo de la 

CCMA. A la vez, recuerda “la necesidad de que las valoraciones que se 

puedan emitir en este tipo de espacios se han de adecuar, escrupulosamente, a 

los principios del Libro de Estilo de la CCMA y al cumplimiento de las 

misiones de servicio público que corresponden a este organismo. Y concluye 

que conviene valorar “la conveniencia de abrir un debate sobre las 

características de estos espacios informativos de manera que, manteniendo el 

atractivo para la audiencia, garanticen en todo momento los principios de 

servicio público”.  

 

                                                 
120 https://www.youtube.com/watch?v=wnbVOiwwNXM 
121  http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/la-portada/fitxa-
programa/seccio/1566/5526/ 

https://www.youtube.com/watch?v=wnbVOiwwNXM
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/la-portada/fitxa-programa/seccio/1566/5526/
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/la-portada/fitxa-programa/seccio/1566/5526/
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244. En su voto particular conjunto, los consejeros Figueras, Parera y 

Sirera recuerdan que “en la web de la CCMA se define La Portada como ‘un 

espacio de opinión que marca la línea editorial del día’”. Subrayan que este 

espacio se ubica en la primera franja de El Matí (de 6 a 11 horas) y, por 

consiguiente, “como espacio informativo, está sometido a los principios de 

imparcialidad, veracidad, neutralidad y pluralismo”. Los consejeros 

discrepantes recuerdan lo que establece el Libro de Estilo (epígrafe 

2.1.1.6.1.1.2.3) sobre los sumarios radiofónicos: “En los sumarios o portadas 

anunciamos el contenido de un programa o espacio informativo, con una 

selección de los temas más relevantes que desarrollaremos después, o con uno 

solo. Aunque las portadas pueden tener un estilo más personal e informal que 

otras piezas informativas, no pueden expresar opinión. Sí que pueden 

interpretar la realidad e incluso introducir algún elemento valorativo, siempre 

que mantengan la imparcialidad de la información” 122  [el subrayado es 

nuestro]. 

 

245. Hemos ido, al tratarse de un tema que conocemos bien, a revisar 

“La Portada” del 20 de marzo de 2017, el día después de la gran manifestación 

convocada por SCC en Barcelona con el lema “Aturem el cop” (Paremos el 

golpe). Terribas comienza la sección (la prioridad es clara) hablando de un 

artículo publicado en El País por Puigdemont y Junqueras en defensa del 

referendo y reproduciendo varios párrafos “amables” del mismo (“Vamos a 

hacer lo indecible para que los ciudadanos puedan votar en el 2017 en un 

referendo de autodeterminación. No se nos ocurre pensar que el futuro de 

Cataluña no lo van a decidir sus ciudadanos y sí el Gobierno español. 

Estaremos en la mesa hasta el final. Si no vienen, después que no nos miren a 

nosotros”). A continuación apunta: “Pero ayer en la calle, aquí en Barcelona, 

entre 6.500 y 15.000 personas, contrarias al referendo que quiere el Gobierno 

                                                 
122  El acuerdo 3/2016 y el voto particular resultan accesibles desde el apartado 
“Actuaciones/Contenidos/Pluralismo” de la web del CAC: www.cac.cat 

www.cac.cat
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y la mayoría del Parlamento de Cataluña, los tildaban de golpistas y pedían que 

se aplique ya el artículo 155 para suspender el autogobierno”.  

 

246. El tono de voz aún subraya más el sesgo de esta “Portada”. Lo 

peor: que en esa manifestación SCC en absoluto pidió la suspensión de la 

autonomía123. 

 

247. Veamos ahora “La Portada” del 28 de septiembre de 2015, el día 

después de las elecciones de las que resultó una mayoría absoluta 

independentista en escaños, aunque no en votos, en el Parlamento de 

Cataluña. Juzguen ustedes si se vulnera o no lo que hemos visto que establece 

el Libro de Estilo (traducimos debajo): 

 

 

 

248. “Noche de emociones. No eran unas elecciones autonómicas. 

Eran el referendo posible que ha de permitir el referendo definitivo cuando 

este país tenga sobre la mesa una Constitución catalana para el estado propio. 

Este lunes comienza este camino, será largo y difícil, largo y difícil también de 

explicar. Y nosotros ahí estamos y ahí estaremos. Hoy hasta las dos del 

mediodía, preparados para escuchar en directo todas las reacciones y 

comparecencias, aquí, en Madrid, en Bruselas y en todas partes, para 

                                                 
123  http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/portada-terribas-per-que-en-
democracia-no-es-pot-construir-la-pau-amb-esperances-compartides/audio/955500/ 

http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/portada-terribas-per-que-en-democracia-no-es-pot-construir-la-pau-amb-esperances-compartides/audio/955500/
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/el-mati-de-catalunya-radio/portada-terribas-per-que-en-democracia-no-es-pot-construir-la-pau-amb-esperances-compartides/audio/955500/
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analizarlas en la tertulia, para revisar la noche mediática y para escuchar voces 

bien diferentes. Somos los servicios informativos de vuestra radio pública. Y 

acompañaremos, como lo hacemos siempre, a todos, gente de todas las 

ideologías que, ahora, coserán el vestido del futuro de Cataluña: un futuro que 

quiere la independencia y que ayer obtuvo en las urnas la legitimidad y el 

mandato claro, democrático y nítido para conseguirla. Porque lo habéis 

decidido vosotros”. 

 

249. Cabe señalar que la propia Terribas fue objeto de otro acuerdo del 

CAC, el 2/2016, de 19 de enero, igualmente adoptado gracias al voto de 

calidad del Presidente, por la conducción del debate electoral emitido por TV3 

y Catalunya Informació con motivo de las referidas elecciones autonómicas 

del 27 de septiembre de 2015. Figueras, Parera y Sirera suscribieron un nuevo 

voto particular conjunto en el que, contrariamente a lo que apunta el acuerdo, 

destacan que “la persona conductora de un debate electoral de un medio 

público, a nuestro entender, no puede convertirse en protagonista ni 

coparticipante del debate, expresando sus opiniones personales, que pueden 

significar una toma de partido”124. 

 

250. Esta misma periodista fue muy cuestionada por participar 

activamente, el pasado 19 de abril, en un acto de apoyo a Carme Forcadell y al 

resto de miembros de la Mesa del Parlamento, todos ellos investigados por un 

delito de desobediencia a una resolución del Tribunal Constitucional125. Según 

el referido Libro de Estilo de la CCMA (apartado 2.1.1.2.5), los profesionales 

de esta entidad “no pueden hacer manifestaciones públicas que comprometan 

la imparcialidad de nuestros medios”. Y añade: “En el ámbito público no 

pueden adoptar posiciones en relación con debates políticos y sociales 

                                                 
124  El acuerdo 2/2016 y el voto particular resultan accesibles desde el apartado 
“Actuaciones/Contenidos/Pluralismo” de la web del CAC: www.cac.cat 
125 http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/partidos-medios-independentistas-forcadell_71650_102.html 

www.cac.cat
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/partidos-medios-independentistas-forcadell_71650_102.html
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cuando, por la tarea que desarrollan, pueda quedar comprometida nuestra 

imparcialidad”. Pero, pese a la claridad de este precepto, el director de 

Catalunya Ràdio, Saül Gordillo, ha salido en defensa de Terribas alegando que 

no es personal de plantilla sino personal externo126. Un personal externo que 

ha dirigido TVC entre 2008 y 2012, que presenta el matinal del primer canal 

de la radio pública catalana, que colabora en el programa Divendres de TV3 y 

que acostumbra a moderar los debates políticos que se emiten por los medios 

de la CCMA en torno a las elecciones autonómicas y generales… 

 

6.1.3. Un asesino de Terra Lliure presentado como “preso político” y 

“gran reserva del independentismo” en Més 324 

 

251. A raíz de la publicación del Manifiesto de apoyo al proceso 

independentista, en el 30 aniversario de la muerte de Quim Sánchez127, que reclamaba 

un acuerdo entre Junts pel Sí y la CUP para que se formase un gobierno 

secesionista en Cataluña, el 16 de diciembre de 2015, Xavier Grasset, en el 

programa Més 324 128  del canal informativo de TVC, entrevistó al primer 

firmante del mismo: Carles Sastre, condenado en 1985 por la Audiencia 

Nacional a 30 años de cárcel como coautor del asesinato, en 1977, del 

empresario José María Bultó al que habían colocado un artefacto explosivo en 

el pecho. En 1987 fue condenado a otros 18 años de prisión por pertenencia a 

banda armada (Terra Lliure) y tenencia de armas. Fue puesto en libertad en 

1996, tras haber cumplido solo once años de condena129. 

 

252. Aunque el CAC concluyó (Acuerdo 36/2016, de 10 de mayo), 

nuevamente gracias al voto de calidad del Presidente (que sistemáticamente 
                                                 
126 http://comunicacio.e-noticies.cat/terribas-la-intocable-109527.html 
127  https://www.llibertat.cat/2015/12/manifest-de-suport-al-proces-independentista-en-el-30e-aniversari-de-
la-mort-de-quim-sanchez-33397 
128 http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/mes-324/entrevista-a-carles-sastre-exdirigent-de-terra-
lliure/video/5572203/ 
129  http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-presenta-a-un-ex-militante-de-terra-lliure-condenado-
por-asesinato-como-preso-politico_29956_102.html 

http://comunicacio.e-noticies.cat/terribas-la-intocable-109527.html
https://www.llibertat.cat/2015/12/manifest-de-suport-al-proces-independentista-en-el-30e-aniversari-de-la-mort-de-quim-sanchez-33397
https://www.llibertat.cat/2015/12/manifest-de-suport-al-proces-independentista-en-el-30e-aniversari-de-la-mort-de-quim-sanchez-33397
http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/mes-324/entrevista-a-carles-sastre-exdirigent-de-terra-lliure/video/5572203/
http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/mes-324/entrevista-a-carles-sastre-exdirigent-de-terra-lliure/video/5572203/
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-presenta-a-un-ex-militante-de-terra-lliure-condenado-por-asesinato-como-preso-politico_29956_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/tv3-presenta-a-un-ex-militante-de-terra-lliure-condenado-por-asesinato-como-preso-politico_29956_102.html
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cuenta con el apoyo de los otros dos consejeros, Alsius y Griley, propuestos, 

como él, por los partidos integrantes de Junts pel Sí), que no se advertía nada 

anómalo en referida entrevista, los consejeros Figueras, Parera y Sirera 

emitieron otro voto particular conjunto en el que muestran su estupor por 

diversas afirmaciones del conductor del programa que, a su juicio, 

“constituyen una manipulación del lenguaje, una tergiversación de unos 

hechos históricos y cuestionan el principio de veracidad, que ha de ser 

siempre un principio rector de un medio de comunicación y, en especial, de 

un medio público”: 

 

“A raíz de la muerte de Bultó, ...” (no se habla de asesinato) 

 

“Ha sido el preso político de Terra Lliure que más tiempo ha pasado en 

la cárcel” (su condena por asesinato es firme) 

 

“Desde la clandestinidad en Francia, participó en la creación de Terra 

Lliure” (no se explica que esa “clandestinidad” obedece a que huyó de la 

Justicia) 

 

Grasset, al referirse a Sastre y a otros miembros de Terra Lliure y del 

Ejército Popular Catalán (dos grupos terroristas hace tiempo extinguidos), 

habla de “militantes históricos del independentismo”, “históricos militantes 

independentistas, como decíamos antes, perseguidos”... Señala que “otros 

fueron detenidos en la operación Garzón contra el independentismo” y le dice 

literalmente a Sastre: “usted es gran reserva del independentismo”. 

 

253. Ante esto, los consejeros discrepantes afirman que: “En ningún 

momento se explica que estas organizaciones eran organizaciones terroristas o 

bandas armadas. Al contrario, el conductor del programa las define como 
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organizaciones independentistas, equiparándolas así a las organizaciones 

democráticas, pacíficas y legales existentes hoy en día”. Y añaden: “También 

constituye una tergiversación de los hechos históricos definir la operación 

Garzón contra miembros pertenecientes a la banda armada como una 

‘operación contra el independentismo catalán’. No compartimos la 

justificación que hace el acuerdo cuando establece (utilizando como ejemplo 

citas periodísticas de los años ochenta) que, en aquel momento, el término 

‘independentista’ se asociaba a ‘terrorista’ o ‘grupo extremista’”. Los tres 

consejeros críticos concluyen: “No tener en cuenta la evolución del lenguaje y 

los cambios políticos y sociales en relación con el independentismo a la hora 

de evaluar la entrevista constituye una falta de rigor y una negligencia por 

parte del Consejo”. 

 

6.1.4. Quema de un ejemplar de la Constitución en Els Matins de TV3  

 

254. El 11 de abril de 2016, en Els Matins de TV3, Empar Moliner, 

colaboradora habitual (sección “El comentari d’Empar Moliner”), quemó en 

directo un ejemplar de la Constitución, llegando a decir, refiriéndose a los 

catalanes en situaciones especialmente vulnerables130, que “España no hará 

nada por ellos”131.  

 

255. Moliner había escrito dos ilustrativos tuits en vísperas de las 

elecciones del 27S en los que apuntaba: 

 

Tuit 1 (15 de agosto de 2015): Amigos, he pensado que no iré en la 

candidatura Junts pel Sí porque es incompatible con el trabajo que hago en los 

medios.  
                                                 
130 El objetivo era una crítica, en un supuesto tono humorístico, a la anulación por el Tribunal Constitucional 
del decreto de pobreza energética de la Generalitat 
131  Desde esta información de La Vanguardia se puede acceder al vídeo: 
http://www.lavanguardia.com/politica/20160413/401071616274/criticas-empar-moliner-constitucion-
tv3.html 

http://www.lavanguardia.com/politica/20160413/401071616274/criticas-empar-moliner-constitucion-tv3.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20160413/401071616274/criticas-empar-moliner-constitucion-tv3.html
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Tuit 2 (17 de agosto de 2015): La cuestión es que si voy en la lista no 

puedo trabajar en ningún medio público. No tengo ahorros y sí familia que 

mantener. No lo pensé. 

 

      

 

 

 

 

 

 

256. El CAC estimó, de nuevo gracias al voto de calidad del Presidente 

y al de los otros dos consejeros propuestos por los partidos integrantes de 

Junts pel Sí, que esta actuación quedaba amparada por el ejercicio de la 

libertad de expresión. TV3 retiró el vídeo pero, incomprensiblemente, como 

señalan los consejeros discrepantes en su voto particular 132 , le permitió a 

Empar Moliner realizar una réplica al alud de críticas que había recibido. 

 

257. SCC, en carta a la Presidenta en funciones de la CCMA, Núria 

Llorach, solicitó el cese de Empar Moliner, aduciendo que “el artículo 26.3.g 

de la Ley 22/2005 de la comunicación audiovisual de Cataluña señala que son 

misiones específicas del servicio público de comunicación audiovisual 

competencia de la Generalitat ‘la promoción activa de la convivencia cívica, el 

desarrollo plural y democrático de la sociedad, el conocimiento y el respeto a 

                                                 
132  El acuerdo 51/2016 y el voto particular resultan accesibles desde el apartado 
“Actuaciones/Contenidos/Pluralismo” de la web del CAC: www.cac.cat 

www.cac.cat
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las distintas opciones y manifestaciones políticas, sociales, lingüísticas, 

culturales y religiosas presentes en el territorio de Cataluña’”. También le 

recordó la primera de las misiones del servicio público que recoge esta misma 

norma: “El impulso del conocimiento y el respeto de los valores y los 

principios contenidos en la Constitución española, el Estatuto de autonomía, 

el derecho comunitario originario y los tratados internacionales” (art. 

26.3.a)133. 

 

258. Unos meses después, coincidiendo con el inicio de la temporada 

2016-2017, Moliner pasó a desempeñar un rol central en un segundo 

programa en los medios públicos. De este modo, actualmente, además de 

conservar la referida sección de Els Matis, conduce una tertulia, de 15 a 16 

horas, en el programa Catalunya Migdia, de Catalunya Ràdio134. Allí también ha 

protagonizado, como veremos a continuación, un hecho claramente 

ilustrativo de la falta de pluralismo político en los medios de la CCMA.  

 

6.1.5. Defensa tendenciosa de la alcaldesa de Berga en Catalunya Ràdio 

 

259. En Catalunya Migdia (que se emite simultáneamente en Catalunya 

Ràdio y Catalunya Informació), Empar Moliner afirmaba, el 4 de noviembre 

de 2016, que la Alcaldesa de Berga, Montserrat Venturós, había sido detenida 

“por razones políticas”, por colgar “una bandera legal” (la estelada) en la 

fachada del Ayuntamiento. La realidad: Venturós (CUP) fue detenida por no 

comparecer hasta en dos ocasiones antes el juzgado de instrucción número 1 

de esta localidad135. 

 

                                                 
133 https://societatcivilcatalana.cat/es/node/36 
134 http://www.ara.cat/media/Catalunya-Radio-renova-recuperar-perduts_0_1639036202.html 
135  http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/detenida-alcaldesa-berga-montserrat-venturos-acusada-
no-descolgar-estelada-5607442 

https://societatcivilcatalana.cat/es/node/36
http://www.ara.cat/media/Catalunya-Radio-renova-recuperar-perduts_0_1639036202.html
http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/detenida-alcaldesa-berga-montserrat-venturos-acusada-no-descolgar-estelada-5607442
http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/detenida-alcaldesa-berga-montserrat-venturos-acusada-no-descolgar-estelada-5607442
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260. En la sección “La dèria de l’Empar Moliner”, la periodista se 

pregunta si no está “calculadísimo” que hayan sido los Mossos los ejecutores 

de la detención. Señala que “se trata de empequeñecer el independentismo, 

cosa que va muy bien, pero que muy bien, pero que muy bien, a los del PP, a 

los de Cs y tal vez a otros...”. También afirma: “Aparte de las magníficas 

‘manis’, hemos de saber con qué fuerza contamos. ¿Podemos plantear un 

problema auténtico? ¿Huelga general? ¿Qué capacidad real tenemos?...”. El 

objetivo, concluye, es “enfrentar a Junts pel Sí y la Cup”, lo que “quiere decir 

que no son idiotas del todo”136. 

 

261. Por si esto fuera poco, Moliner colgó un vídeo (complementario a 

su comentario) en el que, rodeándose el cuello con una estelada rota, insiste en 

que la Alcaldesa de Berga ha sido detenida por colgar una estelada e interpela 

a la audiencia para que se pregunte quién ha ordenado la detención. 

Inmediatamente después se posiciona claramente con las tesis separatistas: 

“Yo diría que tenemos una AMI, ¿no? ¿Por qué no hacemos un acto conjunto 

todos los ayuntamientos? (...) ¿No hemos de actuar conjuntamente? ¿Hemos 

de dejar que esto siga adelante? Yo diría que no...”137. 

 

262. Ante estos comentarios, el CAC señala que inició una actuación de 

oficio, si bien a los pocos días recibió una queja del Grupo de Periodistas Pi i 

Margall por esta misma cuestión. Lo increíble es que el regulador 

(supuestamente independiente), mediante el acuerdo 20/2017, de 8 de marzo, 

aprobado también con el voto de calidad del Presidente y los consejeros 

Griley y Alsius, concluye que no se aprecia ninguna vulneración de la 

normativa audiovisual vigente. 

 

                                                 
136  http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/catalunya-migdia/catalunya-migdia-amb-empar-moliner-de-15-a-
16-h-04112016/audio/938932/ (minutos 6 a 12). 
137  http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/catalunya-migdia/empar-moliner-i-la-detencio-de-lalcaldessa-de-
berga/video/5629704/ 

http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/catalunya-migdia/catalunya-migdia-amb-empar-moliner-de-15-a-16-h-04112016/audio/938932/
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/catalunya-migdia/catalunya-migdia-amb-empar-moliner-de-15-a-16-h-04112016/audio/938932/
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/catalunya-migdia/empar-moliner-i-la-detencio-de-lalcaldessa-de-berga/video/5629704/
http://www.ccma.cat/catradio/alacarta/catalunya-migdia/empar-moliner-i-la-detencio-de-lalcaldessa-de-berga/video/5629704/
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263. El voto particular conjunto de los tres consejeros discrepantes se 

basa en cuatro argumentos: que se trata de un programa informativo; que 

tergiversa la realidad; que Moliner está sujeta al principio de veracidad al ser 

copresentadora y que, en todo caso, “si (...) se tratase de una opinión emitida 

por una colaboradora externa o tertuliana, el acuerdo debería haber llamado la 

atención sobre el hecho de que el conductor del programa debería haber 

corregido la información (...) para adecuarla a la veracidad, cosa que no 

hizo”138. 

 

264. En relación con esta misma cuestión, resulta muy llamativa una 

nota que aparece en la web del CAC, sin fecha, y con el título “Según el 

CAC, no hubo vulneración de la normativa audiovisual en la entrevista 

a la Alcaldesa de Berga”. Se refiere a una entrevista emitida en el programa 

El Suplement de Catalunya Ràdio el 5 de noviembre de 2016, al día siguiente del 

“comentario” de Empar Moliner. Señala la nota que “antes de la entrevista y 

también mientras se producía se recitó parte de la letra de la canción ‘Què 

volen aquesta gent?’ (¿Qué quiere esta gente?), de María del Mar Bonet y se 

emitieron fragmentos de la misma”. Cabe recordar que esta canción (1968) 

fue compuesta por la propia Bonet, con letra de un poema de Lluís Serrahima 

y relata nada menos que el asesinato de un estudiante con militancia política, 

cuando trataba de huir de la policía franquista, que había ido a buscarlo a su 

casa. 

 

265. La nota que comentamos remite a un informe jurídico según el 

cual “del análisis realizado, cabe indicar que no se identifica ningún mensaje o 

locución que interfiera en la reputación personal de ninguno de los actores 

implicados en los hechos que desembocaron en la detención de la Alcaldesa 

de Berga”, y concluye indicando que el Pleno del CAC ha desestimado la 

                                                 
138  El acuerdo 20/2017 y el voto particular resultan accesibles desde el apartado 
“Actuaciones/Contenidos/Otros” de la web del CAC: www.cac.cat 

www.cac.cat
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propuesta de acuerdo (no se sabe qué propuesta ni quién la formula) por tres 

votos a favor y tres en contra, con el voto de calidad del presidente139. 

 

266. El blog del consejero Daniel Sirera permite comprender lo 

sucedido140. Se trata de una propuesta de acuerdo formulada por los mismos 

consejeros que votaron en contra de los diversos acuerdos señalados 

anteriormente (Figueras, Parera y el propio Sirera). Según ellos, Catalunya 

Ràdio, con esta entrevista ha vulnerado el apartado 2.2.2.5.3.3 del Manual de 

Uso del Libro de Estilo de la CCMA: “Utilizamos la música como recurso 

para reforzar el discurso oral cuando el formato y el contexto nos lo permiten. 

La música como complemento puede estar presente en las informaciones y en 

los espacios de entretenimiento, siempre que hagamos un uso adecuado de 

ella. Las canciones y los temas instrumentales sirven para reforzar el mensaje 

que queremos transmitir”. 

 

267. La propuesta de acuerdo, que no fue tomada en consideración por 

el Pleno, señala que “la situación narrada por la canción tiene en común con el 

objeto de la entrevista a Montse Venturós una detención a cargo de fuerzas 

policiales, que la persona detenida tiene actividad política, y que la detención 

tiene lugar de madrugada (en la canción) o a primera hora de la mañana 

(Montse Venturós)”. Los consejeros discrepantes subrayan que “estos 

elementos se ponen de manifiesto cuando Ricard Ustrell [el conductor del 

programa], al inicio del programa, afirma que ‘los actores cambian, pero la 

trama es la misma’”. 

 

268. Se observa una evidente e inaceptable voluntad de vincular la 

detención de una Alcaldesa que sencillamente no ha respondido a dos 

requerimientos judiciales con un asesinato político durante el Franquismo. La 

                                                 
139 http://www.cac.cat/detall.jsp?Njg%3D&MQ%3D%3D&L2RldGFsbENvbnRlbnQ%3D&NzY0 
140 https://danielsirera.com/2017/03/06/no-es-solo-una-cancion-y-lo-saben/ 

http://www.cac.cat/detall.jsp?Njg%3D&MQ%3D%3D&L2RldGFsbENvbnRlbnQ%3D&NzY0
https://danielsirera.com/2017/03/06/no-es-solo-una-cancion-y-lo-saben/
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obsesión de la propaganda separatista por relacionar a quienes cuestionamos 

sus postulados con la Dictadura es continua. 

 

 

6.1.6. Twitter: todos los errores con el mismo sesgo 

 

269. En este contexto, no resulta tan extraño que se planteen preguntas 

en twitter como las que reproducimos a continuación. Así, en el programa 

Catalunya Vespre, de Catalunya Ràdio, dirigido por Kilian Sebrià y Silvia 

Cóppulo, se formuló, el 3 de octubre de 2016, el siguiente interrogante: 

“¿Estáis dispuestos a impedir físicamente que juzguen a Mas, Ortega y 

Rigau?”. El estupor general les obligó a publicar un tuit aclaratorio al día 

siguiente: “Cuando preguntamos si impediría ‘físicamente’ el juicio del #9N, 

queremos decir si protestarían en la calle. Cualquier otra lectura es 

equivocada”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

270. No obstante, el 4 de noviembre de 2016, desde el twitter del 

mismo programa se formuló esta otra increíble pregunta: “¿Crees que cuando 

un juez te cita siempre has de ir, sea por lo que sea? 
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271. En El Suplement, también de Catalunya Ràdio, del 14 de octubre de 

2016, se planteó a los oyentes: “¿Qué nombre le pondríais a los castellers que 

actuaron el miércoles en Plaza de Cataluña con motivo del 12 de octubre?”. 

La opción “quillos” (de Valls), por su tono claramente despectivo, obligó al 

programa a retirar el tuit y a disculparse. 

 

 

 

272. En el TN Migdia (Informativo de mediodía de TV3) del 26 de 

septiembre de 2016 se corrigió una falta de ortografía de un tuit muy 

desafortunado del Presidente Puigdemont sobre los malos resultados de 

Ciudadanos en las elecciones gallegas y vascas. 

 

273. En primer lugar reproducimos el tuit original: “Cs ha sacado 0 

escaños en Euskadi y Galicia porque no han ido a votar la Euskadi y la Galicia 
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reales. De lo contrario, habrían arrasado. Felicidades PNV [en euskera]”. 

Debajo, el emitido por TV3, donde se observa “si no” en vez de “sinó”141. 

 

 

 

 

 

274. Bastante más grave fue que en el programa Més 324 del 7 de 

noviembre de 2016 aparecieron sobreimpresionados mensajes de todo punto 

inaceptables, referidos a Ramon Espadaler, el político de Unión Democrática 

de Cataluña (UDC) y a la Vicepresidenta del Gobierno de España, Soraya 

Sáenz de Santamaría. 

 

275. El referido a Espadaler, que se pudo ver mientras le entrevistaban, 

apuntaba: “El pueblo catalán ha hablado bien claro por lo que respecta a 

UDC. Hay que apuntar a la cabeza. Si no, estos políticos zombis no dejan de 

moverse”. 

 

                                                 
141 http://comunicacion.e-noticies.es/tv3-corrige-la-falta-de-puigdemont-105291.html 

http://comunicacion.e-noticies.es/tv3-corrige-la-falta-de-puigdemont-105291.html
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276. Los referidos a Sáenz de Santamaría aparecieron en pantalla 

mientras era entrevistado el diputado socialista Manuel Cruz. El contenido era 

el siguiente: 

 

1.- “#Mes324 Los unionistas amigos íntimos de Rajoy [Alberto Primo 

de Rivera] tendrían que decirle que aconseje tomar vitaminas a la ‘la mini’ de 

Santamaría” 

. 

2.- “#Mes324 La Sra. de SANTAMARIA es tan mini que para comer 

sopa no necesita cuchara. Su boca queda a la altura del plato, justo al bigote 

[sic]”. 

 

277. El  CAC, que recibió una denuncia por mail del político 

democristiano catalán, decidió actuar de oficio, resolviendo por unanimidad 

(Acuerdo 98/2016, de 13 de diciembre) que la CCMA debía revisar “a fondo 

tanto los sistemas como los protocolos de filtrado de los mensajes que 

mediante las redes sociales se van sobreimpresionado en la pantalla de 

televisión”. A la vez, le dio a esta Corporación un plazo de tres meses para 

que adoptase las medidas necesarias para que, “sin perjuicio del fomento de la 

participación de la audiencia, ésta sea objeto de una moderación y filtrado que 
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evite la difusión de comentarios contrarios a la convivencia y al respeto 

(...)”142. 

 

6.1.7. El Tribunal Supremo avala la transmisión por TV3 de actos de 

los partidos constitucionalistas como compensación por la cobertura de la 

Diada de 2015 

 

278. A raíz del enorme despliegue realizado por la primera cadena 

pública catalana para trasmitir la Diada de 2015, la Junta Electoral Central 

(JEC), a petición de PP y PSC, había obligado a TV3 a transmitir, en aras del 

pluralismo, durante la campaña electoral de 2015, que justo comenzaba con la 

Diada, actos de los partidos que no asistieron a la misma.  

 

279. Ante esta decisión, la CCMA planteó un recurso contencioso 

administrativo por la vía de protección de derechos fundamentales que fue 

desestimado por el Tribunal Supremo, que en abril de 2017 avalaba la decisión 

de la JEC. Según reza la sentencia, la cobertura dada por TV3 a aquella Diada 

“hacía necesario restaurar la neutralidad y pluralidad informativa mediante una 

medida proporcionada”143. 

 

 

6.2. Razones 

 

280. Todo lo que se ha apuntado, y que únicamente constituye una 

pequeña muestra de lo que habitualmente se observa en los medios de la 

CCMA, tiene, lógicamente, unos responsables últimos, que son los altos 

cargos de esta corporación pública, fundamentalmente los miembros del 
                                                 
142  El acuerdo 98/2016 resulta accesible desde el apartado “Actuaciones/Contenidos/Contenidos 
discriminatorios y ofensivos” de la web del CAC: www.cac.cat 
 
143  http://www.abc.es/espana/catalunya/politica/abci-supremo-avala-compensara-partidos-
constitucionalistas-cobertura-diada-2015-201704071738_noticia.html 

www.cac.cat
http://www.abc.es/espana/catalunya/politica/abci-supremo-avala-compensara-partidos-constitucionalistas-cobertura-diada-2015-201704071738_noticia.html
http://www.abc.es/espana/catalunya/politica/abci-supremo-avala-compensara-partidos-constitucionalistas-cobertura-diada-2015-201704071738_noticia.html
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Consejo de Gobierno, los directores de TVC y de Catalunya Ràdio y los 

responsables de informativos de ambas empresas.  

 

6.2.1. Consejo de Gobierno de la CCMA, controlado por JXS 

 

281. El Consejo de Gobierno de la CCMA está compuesto por seis 

miembros: Núria Llorach (presidenta en funciones desde el 11 de abril de 

2016), Brauli Duart (que, por motivos de salud, cedió la presidencia a Llorach 

pero sorprendentemente permanece como consejero), Armand Querol, 

Antoni Pemán, Josep Vilar y Rita Marzoa. 

 

282. Llorach, Duart y Marzoa han sido propuestos por los partidos 

integrantes de Junts pel Sí. Querol, el vicepresidente que incomprensiblemente 

no asumió la presidencia en funciones con el “cambio de posición” de Duart, 

ha sido propuesto por el PP. Vilar, por el PSC y Pemán, por CiU, si bien su 

perfil es democristiano. Llorach, Duart y Querol tienen, además (si se sigue el 

criterio de antigüedad), el mandato caducado. 

 

283. En este contexto, el actual Partido Demócrata de Cataluña 

(PDeCAT) y ERC (Junts pel Sí) controlan el máximo órgano ejecutivo de la 

corporación audiovisual pública autonómica catalana y es vox populi que existe 

entre ellos un acuerdo, según el cual el primero nombra al director de TVC y 

al jefe de informativos de Catalunya Ràdio, y el segundo, al director de 

Catalunya Ràdio y al jefe de informativos de TVC. 

 

284. Veamos, a continuación, cuál es el perfil de los directores de la 

radio y de la televisión públicas de la Generalitat designados durante el 

mandato de Junts pel Sí, así como los de los responsables de informativos 

nombrados durante la misma etapa. 
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6.2.2. Un socio de Puigdemont y hombre de ERC, nuevo director de 

Catalunya Ràdio 

 

285. El Consejo de Gobierno de la CCMA nombró a Saül Gordillo 

director de Catalunya Ràdio el 13 de enero de 2016. Se da la paradoja de que 

este importante cargo estaba vacante desde el 28 de julio de 2015, cuando el 

militante de UDC Félix Riera fue cesado con los votos de los tres consejeros 

propuestos por los partidos integrantes de Junts pel Sí, gracias al voto de 

calidad del presidente (entonces Brauli Duart) y aduciendo motivos de 

reorganización empresarial. Resulta peculiar que, siendo éstas las razones, 

luego se tardase más de medio año en designar a un sustituto. 

 

286. Además, para que este cese fuera posible, el Parlamento había 

tenido que designar, cuando estaba a punto de cerrarse del periodo de 

sesiones, el 22 de julio de 2015, a Rita Marzoa como nueva consejera. Marzoa, 

que acababa de abandonar, junto con Muriel Casals (número tres de la lista de 

Junts pel Sí) la Junta Nacional de Òmnium Cultural, fue nombrada en segunda 

votación y contó solo con el apoyo de los diputados de CiU y ERC. Su voto 

en el Consejo de Gobierno fue crucial para cesar a Riera144. 

 

287. Diversos medios explicaron que Gordillo y Puigdemont habían 

sido socios en la empresa Doble Utopía S.L., que ofertaba servicios 

informáticos, telemáticos y de comunicaciones y que no acreditaba actividad 

                                                 
144 Cabe subrayar las contradicciones de los republicanos. Según se indica en el Informe de la comunicació a 
Catalunya 2013-2014 (p. 24), el Grupo Parlamentario de ERC había manifestado en diciembre de 2014 que no 
harían ninguna propuesta para cubrir la vacante ya existente entonces en el Consejo de Gobierno de la 
CCMA porque su voluntad era “despartidizar los organismos del ámbito audiovisual”. El cambio de postura 
se produjo tras la ruptura de CiU, en junio de 2015, por cuanto la existencia de un consejero de la órbita de 
UDC (Pemán) dejaba a Junts pel Sí con solo dos consejeros leales (Duart y Llorach) de los cinco existentes en 
la CCMA. El nombramiento de Marzoa les permitía recobrar el control, gracias al voto de calidad de 
presidente. Esto explicaría también que Duart, pese a su enfermedad, no haya abandonado el Consejo de 
Gobierno y que su sustituta sea Llorach (militante convergente) en vez del vicepresidente Querol (propuesto 
por el PP). 
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desde 2012145. El Gobierno de la Generalitat desvinculó el nombramiento de 

Gordillo como nuevo director de Catalunya Ràdio de la relación profesional 

con el Presidente catalán. Según la Ser, fuentes del Ejecutivo afirmaron que 

“la propuesta de Saül Gordillo como director de Catalunya Ràdio no es cosa 

de Convergència sino que es una elección de ERC”. Según la radio de Prisa, 

desde ERC les aseguraron “que su nombramiento ya estaba decidido mucho 

antes de saberse que Puigdemont acabaría siendo presidente”146.  

 

288. Se confirma, de este modo, el reparto de altos cargos de la CCMA 

entre los partidos integrantes de Junts pel Sí (el director de Catalunya Ràdio, 

“para” ERC) que comentábamos anteriormente. Avala esta hipótesis el hecho 

de que Gordillo fuese director de la Agència Catalana de Notícies (ACN) 

entre 2007 y 2011. El presidente de esta Agencia es el Secretario de 

Comunicación del Gobierno de la Generalitat, en aquel momento designado 

por ERC, que durante los gobiernos tripartitos siempre asumió las 

competencias en materia de Comunicación. 

 

6.2.3. El presidente del Grupo Barnils, jefe de informativos de TVC 

 

289. El 2 de marzo de 2016 el Consejo de Gobierno de la CCMA 

designaba a David Bassa, hasta entonces responsable de Política de El Matí de 

Catalunya Ràdio y presidente del Grupo de Periodistas Ramon Barnils, jefe de 

informativos de TVC. 

 

290. Este nombramiento generó una tremenda polémica. Así, el Grupo 

de Periodistas Pi i Margall realizó un duro comunicado en el que afirmaba que 

resulta “lamentable que al frente de los informativos de … una cadena pública 

se sitúe a un periodista que ha llegado a despreciar e insultar a los partidos, 

                                                 
145 http://www.elmundo.es/cataluna/2016/01/14/5697944f46163fd2298b45b5.html 
146 http://cadenaser.com/emisora/2016/01/14/radio_barcelona/1452800609_845233.html 

http://www.elmundo.es/cataluna/2016/01/14/5697944f46163fd2298b45b5.html
http://cadenaser.com/emisora/2016/01/14/radio_barcelona/1452800609_845233.html
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entidades o periodistas que no comparten su idea secesionista para 

Cataluña”147. 

 

291. Una prueba de que así es la constituye la inaudita presentación que 

hace al texto Desmuntant Societat Civil Catalana148. En ella llega a apuntar que 

“las vinculaciones entre los dirigentes de SCC y la ultraderecha son 

desvergonzadamente constantes” (págs. 9-10). El actual responsable de 

informativos de la televisión pública catalana se atreve a decir lo siguiente: 

“Fuera de aquí nadie entiende qué ‘coi’ hacen los políticos parlamentarios de 

un país asistiendo y participando en los actos de una entidad en que muchos 

de sus dirigentes no únicamente provienen de la ultraderecha sino que 

continúan estando vinculados a ella” (pág. 11). Lanza la piedra pero, 

obviamente, nunca indica, porque no puede, a qué dirigentes se refiere.  

 

292. Lo que ciertamente creemos que carece de toda lógica democrática 

es que un grupo de periodistas encargue un libro para demonizar a una 

organización de la sociedad civil y su presidente, tras escribir lo que hemos 

reproducido, se convierta en jefe de informativos de una televisión pública.  

 

293. Otra razón evidente por la que este nombramiento nunca se 

debería haber producido es que Bassa llegó a prestar su imagen para la 

campaña publicitaria “Un millón de firmas para la autodeterminación”, 

lanzada por la International Commission of European Citizens (ICEC) en 

2013149 . Siendo el tema de la secesión tan central hoy en la vida política 

catalana, cuesta entender que el jefe de informativos de un medio público, que 

tiene una especial obligación de ser respetuoso con el pluralismo existente en 

                                                 
147 http://pimargall.org/es/ante-el-nombramiento-de-david-bassa-como-jefe-de-los-informativos-de-tv3/ 
148 Este “libro”, elaborado por el fotoperiodista Jordi Borràs, es una iniciativa del Grupo de Periodistas 
Ramon Barnils, como el propio Borràs reconoce en la página 16, y tiene como objetivo evidente demonizar a 
los ciudadanos no separatistas que han impulsado SCC, vinculándolos de una manera infame no solo con la 
reprobable extrema derecha sino incluso con el nazismo (pág. 17). 
149 Aquí se puede ver el vídeo: https://www.youtube.com/watch?v=jOndCBkRd3k 

https://www.youtube.com/watch?v=jOndCBkRd3k
http://pimargall.org/es/ante-el-nombramiento-de-david-bassa-como-jefe-de-los-informativos-de-tv3/
https://www.youtube.com/watch?v=jOndCBkRd3k
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la sociedad, sea alguien tan abiertamente comprometido con una de las dos 

posiciones en conflicto. 

 

294. Mostramos a continuación otros ejemplos de su evidente sesgo 

pro independentista, combinado con un evidente desprecio a quien no 

comparte sus planteamientos: 

 

“Si hoy en Cataluña todavía son mayoría los que se incomodan al 

oír hablar de desobediencia, tal vez no es por lo que implica en 

realidad, sino que tal vez es porque, cuarenta años después, todavía no 

hemos conseguido deshacernos de los posos acumulados durante 

cuarenta años de franquismo” 150 (18 de octubre de 2014). 

 

“Quizás ya sería hora de que el unionismo civilizado, si existe, saliese 

del armario, porque si no llegaremos a la conclusión de que todo el unionismo 

tiene connivencias fascistas. Y si fuese así, entonces sí, que se queden dentro 

del armario y que se cierren a cal y canto”151 (1 de noviembre de 2014). 

 

“Ahora, el objetivo es tumbar el procés. Y más allá del debate político y 

periodístico que se pueda hacer en torno al mismo, lo que sobrecoge es la 

naturalidad con la que el espacio comunicativo español asume el precio de 

esta estrategia. De momento, ya están perdiendo la libertad de prensa. 

¿Cuántas libertades más están dispuestos a sacrificar por defender  la unidad 

de España? Y, aún más: pase lo que pase con el procés, ¿qué España quedará?152 

(7 de noviembre de 2015). 

 

                                                 
150 http://www.naciodigital.cat/opinio/9294/problema/desobediencia 
151 http://www.naciodigital.cat/opinio/9392/recerca/unionisme/civilitzat 
152 http://www.naciodigital.cat/opinio/11866/quina/espanya/quedara 

http://www.naciodigital.cat/opinio/9294/problema/desobediencia
http://www.naciodigital.cat/opinio/9392/recerca/unionisme/civilitzat
http://www.naciodigital.cat/opinio/11866/quina/espanya/quedara
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6.2.4. Y un pujolista al frente de TVC 

 

295. Tras la dimisión de Eugeni Sallent, Jaume Peral, entonces Jefe de 

Informativos de TVC, pasó a ser, el 24 de enero de 2016, director de la 

televisión pública autonómica catalana. Por esas fechas, el Sindicato de 

Periodistas de Cataluña denunció los nombramientos de la CCMA ante el 

Consejo de Europa: 

 

El Sindicato de Periodistas de Cataluña / Sindicato de Profesionales de la 
Comunicación (SPC) ha denunciado ante el Consejo de Europa la politización de los 
medios públicos de Cataluña raíz de los nombramientos de los directores de TV3 y 
Catalunya Ràdio, e incluso de un jefe de Informativos, en consonancia con la 
formación del nuevo gobierno de la Generalitat. El sindicato afirma que de ninguna 
forma puede considerarse la dirección de los medios públicos como un organismo 
más de la cadena de mando político y reivindica nuevamente las reformas legales 
necesarias para garantizar la independencia editorial de la CCMA153. 

 

296. No obstante, la cadena de nombramientos polémicos no concluyó 

entonces. Recientemente, la repentina sustitución de Peral por Vicent Sanchis, 

tras una aparente dimisión del primero (que llevaba poco más de un año en el 

cargo), ha provocado un rechazo muy contundente de toda la oposición 

política, incluida la CUP154. En una decisión sin precedentes en la Cámara 

catalana, la designación de Sanchis fue reprobada 155  por todos los grupos 

excepto Junts pel Sí. A esta condena se sumaron las de los propios 

profesionales de los medios públicos. Así, el Comité de Empresa y el Consejo 

Profesional de TVC emitieron un comunicado en el que exigían “que los 

nombramientos se realicen con consenso o por mayorías cualificadas” y 

reclamaban “reformas legislativas que eviten cambios a dedo como el de hoy” 

(13 de marzo de 2017). Señalaban también que “la designación del nuevo 

director se mantiene dentro de los acuerdos de los partidos del gobierno para 

                                                 
153  http://www.sindicatperiodistes.cat/es/content/el-spc-denuncia-los-nombramientos-en-la-ccma-al-
consejo-de-europa 
154 http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/bronca-politica-vicent-sanchis-tv3-5895889 
155 http://www.ara.cat/media/Vicent-Sanchis-reprovat-pel-Parlament_0_1772822848.html 

http://www.sindicatperiodistes.cat/es/content/el-spc-denuncia-los-nombramientos-en-la-ccma-al-consejo-de-europa
http://www.sindicatperiodistes.cat/es/content/el-spc-denuncia-los-nombramientos-en-la-ccma-al-consejo-de-europa
http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/bronca-politica-vicent-sanchis-tv3-5895889
http://www.ara.cat/media/Vicent-Sanchis-reprovat-pel-Parlament_0_1772822848.html
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repartirse los cargos de la CCMA que permite la antigua a la antigua CDC 

controlar la dirección del Consejo de Gobierno y de TVC”156. 

 

297. En un excelente artículo titulado “Un hombre del pujolismo para 

TV3”, el periodista de El País Cristian Segura157 afirma que la trayectoria de 

Sanchis “ha estado vinculada a la difunta CDC”. Recuerda que durante el 

mandato de Pujol fue director de El Observador, de Avui y patrono de la 

Fundación Catalunya Oberta (FCO), “entidad del sector liberal cercano a 

CDC”. También aclara que “en FCO y en El Observador, Sanchis fue el 

hombre de confianza de Lluís Prenafeta, quien fuera mano derecha del 

expresidente de la Generalitat y actualmente juzgado en el caso Pretoria por 

presunta corrupción urbanística”. Asimismo, indica que “su pluma, aguda y a 

veces polémica, ha sido especialmente dura con los partidos unionistas, con la 

CUP y con la confluencia de los comunes”158, lo que engarza con la crítica 

unánime de toda la oposición a su designación. 

 

298. Al igual que en el resto de nombramientos, se trata de un 

independentista confeso159 cuya trayectoria profesional, como acabamos de 

apuntar, ha estado muy vinculada a personas que justo ahora son juzgadas 

ante las cámaras de la propia TV3.  

 

299. Recientemente la televisión pública catalana emitió el programa Jo 

pregunto, en el que ciudadanos de diferentes ideologías colocaron en diversas 

ocasiones contra las cuerdas al Presidente Puigdemont. Algunos lo 

entendimos como una “jugada” de ERC (que controla los informativos) al 

                                                 
156 http://www.comitetv3.cat/2017/03/volen-tvc-sota-control.html 
157 Segura es el periodista acosado por destapar en El País las declaraciones del juez Vidal que forzaron su 
dimisión como senador: http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/acosan-periodista-destapo-caso-santi-
vidal_67233_102.html. Más adelante también sacó a la luz otras declaraciones del diputado de Junts pel Sí 
Lluís Llach en relación con las sanciones a los funcionarios que desoigan las “leyes de desconexión”: 
http://ccaa.elpais.com/ccaa/2017/04/25/catalunya/1493112674_516322.html. 
158 http://ccaa.elpais.com/ccaa/2017/03/13/catalunya/1489412622_693520.html 
159  Aquí pueden ver sus abundantísimos artículos en el diario separatista El Punt Avui: 
http://www.elpuntavui.cat/articles/vsanchis.html?limitstart=0 

http://elpais.com/tag/cdc_convergencia_democratica_catalunya/a
http://www.comitetv3.cat/2017/03/volen-tvc-sota-control.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/acosan-periodista-destapo-caso-santi-vidal_67233_102.html
http://cronicaglobal.elespanol.com/politica/acosan-periodista-destapo-caso-santi-vidal_67233_102.html
http://ccaa.elpais.com/ccaa/2017/04/25/catalunya/1493112674_516322.html
http://ccaa.elpais.com/ccaa/2017/03/13/catalunya/1489412622_693520.html
http://www.elpuntavui.cat/articles/vsanchis.html?limitstart=0
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PDeCAT. Sanchis escribió un artículo crítico con el programa que tituló “Yo 

acuso”. Todo un síntoma…160. 

 

 

6.3. Conclusión 

 

300. En conclusión: los medios de comunicación desempeñan un rol 

central en la configuración de una opinión pública libre, esencial, a su vez, 

para que exista un verdadero debate democrático. Y entre ellos, los públicos 

tienen unas especiales obligaciones de respeto al pluralismo existente en una 

sociedad. Por ello resulta sangrante que Junts pel Sí defina en su programa 

electoral a la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales (CCMA) como 

una “estructura de Estado” ninguneando así, sin ningún rubor, el sentir de los 

catalanes que apostamos por la convivencia con el resto de españoles. 

 

301. Hemos detallado evidencias clamorosas de falta de pluralismo en 

los medios públicos catalanes durante los últimos meses: se ha vetado a 

Borrell y a Llorach, autores de una brillante réplica al insolidario y falso 

discurso del “España nos roba”, mientras se entrevistaba a un asesino de 

Terra Lliure, presentándolo como “preso político” y “gran reserva del 

independentismo”; la conductora del matinal de Catalunya Ràdio (Terribas, 

anterior directora de TVC) editorializa permanentemente cada día en su 

programa y acude a presentar un acto de apoyo a personas investigadas por 

desobedecer resoluciones del Tribunal Constitucional; se promociona a una 

colaboradora (Moliner) que quema un ejemplar de la Constitución en directo 

y, en el nuevo programa en que participa, sostiene que la Alcaldesa de Berga 

ha sido detenida por colgar una estelada cuando lo ha sido por desobedecer de 

manera reiterada la citación de un juzgado; se entrevista a esta misma 

                                                 
160 http://www.elpuntavui.cat/opinio/article/8-articles/1050689-jo-acuso.html 

http://www.elpuntavui.cat/opinio/article/8-articles/1050689-jo-acuso.html
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Alcaldesa en otro programa y se pone como música de fondo el “¿Què volen 

aquesta gent?”, identificando de este modo su detención con un asesinato 

político del Franquismo; se plantean preguntas en twitter del tipo “¿estáis 

dispuestos a impedir físicamente que juzguen a Mas, Ortega y Rigau?” o 

“¿creéis que cuando el juez os cita hay que ir, sea cual sea el motivo?”; o se 

sobreimpresionan comentarios de la audiencia de este cariz: “El pueblo 

catalán ha hablado bien claro por lo que respecta a UDC. Hay que apuntar a la 

cabeza. Si no, estos políticos zombis no dejan de moverse”. 

 

302. Son solo algunos ejemplos que se explican por el absoluto control 

gubernamental de los órganos de gestión de una CCMA que tiene tres 

consejeros con el cargo caducado desde 2015 y una Presidenta (militante del 

PDeCAT) en funciones desde hace más de uno, cuando el Presidente dejó 

temporalmente el cargo, por motivos de salud, sin renunciar a ser vocal para 

que Junts pel Sí no perdiese el control del Consejo de Gobierno. 

 

303. Resultaría paradójico que los medios públicos catalanes no 

tuviesen un sesgo separatista si consideramos que desde enero de 2016 este 

Consejo de Gobierno ha nombrado a un director de Catalunya Ràdio 

(Gordillo) que había sido designado a dedo por ERC como director de la 

Agència Catalana de Notícies en 2007 y que fue socio de negocios del propio 

Puigdemont; o a un jefe de informativos de TVC (Bassa) que ha publicado 

textos absolutamente sectarios contra partidos y entidades unionistas y hasta 

ha prestado su imagen para una campaña publicitaria a favor del derecho de 

autodeterminación. Todo ello sin olvidar el reciente nombramiento de Sanchis 

(hombre de confianza de Prenafeta, mano derecha de Pujol y actualmente 

juzgado por el caso Pretoria) como director de TVC. La reprobación de esta 

designación por parte de toda la oposición parlamentaria, incluida la CUP, y 

por numerosas entidades profesionales, no le ha impedido acudir como 
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conferenciante a un acto de la ANC el pasado 12 de mayo en Pallejà o afirmar 

en una entrevista unas semanas antes que “si hay una mayoría independentista 

en el Parlamento, eso de alguna manera condiciona la manera de interpretar la 

realidad por parte de los medios públicos”161. 

                                                 
161 http://www.ara.cat/media/Vicent-Sanchis-No-mintimiden-critiques_0_1774622574.html 

http://www.ara.cat/media/Vicent-Sanchis-No-mintimiden-critiques_0_1774622574.html
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7. DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA Y A LA 

SEGURIDAD JURÍDICA 

 

7.1. La seguridad jurídica: administraciones que actúan al margen 

de la ley y de los tribunales 

 

7.1.1. Introducción 

 

304. El art. 9 de la Constitución Española garantiza el sometimiento de 

los poderes públicos a la Constitución y a la ley. Esta previsión es 

imprescindible en todo Estado de Derecho, pues éste no puede existir si quien 

detenta el poder público actúa arbitrariamente, arbitrariedad que se producirá 

siempre que quien detenta tal poder no ajusta su comportamiento a los límites 

que establece el ordenamiento jurídico. 

 

305. Que no puede existir Estado de Derecho sin que todos estén 

sometidos a la ley y, especialmente, los poderes públicos debería ser una 

obviedad. El sistema democrático no se identifica únicamente por la 

realización de elecciones; sino que para que se pueda hablar de democracia 

deben darse otras condiciones, entre ellas la división de poderes entre el poder 

legislativo, ejecutivo y judicial. En este esquema el poder ejecutivo actúa 

dentro de los límites que le marca la ley y sus actos son controlados por el 

poder judicial. 

 

306. La Constitución española responde a este modelo. Como se acaba 

de indicar, su art. 9 recoge, entre otros, los principios de legalidad, seguridad 

jurídica, responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad. Por otra parte, el 
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art. 103 de la Constitución establece que la Administración Pública actúe con 

sometimiento pleno a la ley y al Derecho: 

 

Art. 103.1 de la Constitución: “La Administración Pública sirve con 
objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, 
jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento 
pleno a la ley y al Derecho” 

 

307. El respeto a estos principios es esencial para la salud de nuestro 

sistema político. Sin este respeto los ciudadanos no podremos confiar en que 

aquellos que ejercen el poder público lo hagan respetando los derechos 

individuales, que están protegidos, precisamente, por la Constitución y el 

conjunto del ordenamiento jurídico. 

 

308. En Cataluña, sin embargo, esta seguridad jurídica no existe, ya que 

las administraciones actúan de manera abierta al margen de la ley, haciendo 

expresa, incluso, su voluntad de quebrar el ordenamiento jurídico. 

Entendemos que esta es una situación inadmisible a la que ha de ponérsele 

remedio y de la que todos los españoles debemos sentirnos corresponsables. 

 

7.1.2. La hoja de ruta secesionista 

 

309. Como es evidente, el plan que conduce a la construcción en el 

territorio de Cataluña de un Estado independiente de España es un propósito 

que no encuentra acomodo en el ordenamiento jurídico español en su 

configuración actual. Ciertamente, en España es posible mantener como 

proyecto político uno que implique la modificación de la Constitución con el 

fin de conseguir la derogación del principio de indisolubilidad de la Nación y, 

a partir de ahí, promover la secesión de una parte de su territorio; pero lo que 

no cabe en la Constitución vigente es que por la vía de hecho se derogue su 

vigencia en una parte del territorio español. En la Sentencia del Tribunal 
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Constitucional español que declaró inconstitucional la declaración de 

soberanía del Parlamento de Cataluña de 23 de enero de 2013 162  ya se 

estableció esta distinción fundamental entre las pretensiones políticas que 

pueden defenderse en el marco del ordenamiento español, y que pueden 

implicar la transformación de éste, y las vías para conseguir estos cambios, 

vías que siempre han de ajustarse a lo previsto en la Constitución163. Nada 

impide que a través de los cauces y procedimientos previstos en la 

Constitución pueda modificarse ésta a fin de permitir la secesión de parte de 

su territorio y, de esta forma, acabar por admitir un referéndum de 

autodeterminación que podría conducir a la secesión del territorio que 

actualmente se corresponde con la actual Comunidad Autónoma de Cataluña. 

 

310. Lo que no es posible es que la celebración de dicho referéndum de 

autodeterminación o la creación de dicho Estado se haga al margen de los 

procedimientos previstos por el Derecho español. Una actuación sin 

cobertura legal orientada a la derogación de la Constitución española en el 

territorio de Cataluña es, evidentemente, ilegal y, además, carece de 

legitimidad democrática. 

 

311. El propósito expreso de los nacionalistas es, sin embargo, realizar 

un cambio de hecho en el estatus de Cataluña al margen de lo previsto en el 

Derecho español y, en particular, al margen de lo que establece la 

Constitución o lo que ordena el Tribunal Constitucional. Así se desprende sin 

                                                 
162 Resolución 5/X del Parlamento de Cataluña, por la que se aprueba la Declaración de soberanía y del 
derecho a decidir del pueblo de Cataluña. Fue declarada inconstitucional en la STC (Pleno) 42/2014, de 25 de 
marzo de 2014, BOE, 10-IV-2014. 
163 Vid. el Fundamento jurídico 4 de la STC 42/2014: “El planteamiento de concepciones que pretendan 
modificar el fundamento mismo del orden constitucional tienen cabida en nuestro ordenamiento, siempre 
que no se prepare o defienda a través de una actividad que vulnere los principios democráticos, los derechos 
fundamentales o el resto de los mandatos constitucionales, y el intento de su consecución efectiva se realice 
en el marco de los procedimientos de reforma de la Constitución, pues el respeto a esos procedimientos es, 
siempre y en todo caso, inexcusable (STC 103/2008, FJ 4).” 
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grandes dudas de la Resolución del Parlamento de Cataluña 1/XI, de 9 de 

noviembre de 2015164, donde se establece, entre otras cosas, que 

 

Sexto. El Parlamento de Cataluña, como depositario de la soberanía y como 
expresión del poder constituyente, reitera que esta cámara y el proceso de 
desconexión democrática del Estado español no se supeditarán a las decisiones de 
las instituciones del Estado español, en particular del Tribunal Constitucional, al 
que considera carente de legitimidad y de competencia como consecuencia de la 
sentencia de julio de 2010 sobre el Estatuto de Autonomía de Cataluña, votado 
previamente por el pueblo en referéndum, entre otras sentencias 

  

y también 

 

Octavo. El Parlamento de Cataluña insta al futuro gobierno a cumplir 
exclusivamente las normas o los mandatos emanados de esta cámara, legítima y 
democrática, a fin de blindar los derechos fundamentales que puedan resultar 
afectados por decisiones de las instituciones del Estado español, como los 
especificados en el anexo de esta resolución. 

 

312. No cabe duda de que nos encontramos ante una voluntad explícita 

de actuar al margen de la ley y contra esta misma ley. Es inadmisible que las 

instituciones públicas y los funcionarios proclamen abiertamente su voluntad 

de actuar al margen del ordenamiento jurídico, sin sujeción a las normas que 

nos vinculan a todos y, además, sin someterse al poder judicial. Esto, sin 

embargo, es lo que se vive en Cataluña, donde los ciudadanos han de admitir 

que las instituciones que los representan utilicen el poder público al margen 

del Derecho y, por tanto, de forma ilegítima. 

 

313. No debería sorprender a nadie que la Resolución del Parlamento 

de Cataluña 1/XI fuera declarada inconstitucional por el Tribunal 

Constitucional, tal como ya se ha indicado165. La Sentencia del TC 259/2012 

estableció lo evidente, que el propósito de crear en Cataluña un Estado 

independiente al margen de lo que prevé la Constitución es inconstitucional. 

                                                 
164 http://www.parlament.cat/document/activitat/153122.pdf 
165 Vid. supra n. núm 4. 

http://www.parlament.cat/document/activitat/153122.pdf
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La declaración de inconstitucional de la Resolución 1/XI del Parlamento de 

Cataluña implicó no solo la expulsión del ordenamiento de la misma, sino 

también la expresa proclamación de que el propósito que en ella se recogía era 

inconstitucional y que, por tanto, los poderes públicos no podían apoyarlo. 

Tal como se indica en la mencionada Sentencia: 

 

recae sobre los titulares de cargos públicos un cualificado deber de 
acatamiento a dicha norma fundamental, que no se cifra en una necesaria adhesión 
ideológica a su total contenido, pero sí en el compromiso de realizar sus funciones 
de acuerdo con ella y en el respeto al resto del ordenamiento jurídico (…). Que esto 
sea así para todo poder público deriva, inexcusablemente, de la condición de 
nuestro Estado como constitucional y de Derecho. (Fundamento Jurídico 4) 

 

314. La última afirmación del Tribunal Constitucional tiene un singular 

valor. Tal como dice el Alto Tribunal, los poderes públicos han de adecuar su 

funcionamiento a la Constitución y a las leyes, ya que esto es obligado en el 

Estado “constitucional y de Derecho”. No puede considerarse que estamos en 

un Estado de Derecho cuando los poderes públicos actúan al margen del 

ordenamiento, y no lo hacen no por una legítima discrepancia sobre la 

interpretación de este o aquel precepto, sino porque orientan su actividad a la 

destrucción de dicho ordenamiento. Una situación como ésta priva a los 

ciudadanos de la condición de miembros de una comunidad que pueda 

considerarse como un Estado de Derecho, en tanto en cuanto no pueden ya 

confiar en que la administración ajustará su comportamiento a la ley; siendo 

esta confianza en la actuación legal de los poderes públicos un requisito 

imprescindible para que opere la seguridad jurídica y los ciudadanos puedan 

considerarse como tales y no como súbditos de un poder arbitrario. 

 

 

 



 170 

7.1.3. El programa de gobierno de Carles Puigdemont y la creación del 

departamento de Asuntos Exteriores 

 

315. De acuerdo con lo que se ha visto, resulta extraordinariamente 

relevante desde la perspectiva de los derechos de los ciudadanos y de la 

calidad democrática el que los poderes públicos no ajusten su 

comportamiento a la ley y, tal como se acaba de señalar, hagan expreso que no 

actuarán de acuerdo con lo previsto en la Constitución y las leyes. 

 

316. En Cataluña, sin embargo, esta actuación al margen de la 

Constitución y las leyes se ha convertido ya en habitual. La adopción de la 

Resolución de 9 de noviembre de 2015 sobre el inicio del procedimiento de 

desconexión es ya muestra, como hemos visto, de una clara voluntad de 

desobediencia al orden constitucional. Esa Resolución fue declarada 

inconstitucional, según se ha indicado, mediante Sentencia del TC de 2 de 

diciembre de 2015. 

 

317. Sorprendentemente, sin embargo, el cumplimiento de dicha 

Resolución se convirtió en el programa de gobierno presentado por Carles 

Puigdemont en la sesión del Parlamento que sirvió para que presentara su 

candidatura a la presidencia de la Generalitat 166 . Desde entonces se han 

repetido los actos de desobediencia a la decisión del Tribunal Constitucional, 

lo que ha forzado la apertura de diversos incidentes de ejecución de la 

Sentencia de 2 de diciembre que, a su vez, han motivado reiteradas 

notificaciones a cargos públicos por parte del Alto Tribunal recordándoles su 

obligación de no dar apoyo a la hoja de ruta secesionista. Tales incidentes y 

notificaciones no han impedido, sin embargo, que continúe la amenaza de 

ruptura de la legalidad constitucional, tal como veremos a continuación. 

                                                 
166 Aquí puede consultarse el vídeo donde se recogen las palabras del Sr. Puigdemont en la tribunal del 
Parlamento de Cataluña. 
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318. Tras la sesión de investidura de Carles Puigemont, que 

curiosamente no motivo ningún especial apercibimiento por parte del 

Tribunal Constitucional, se planteó otro conflicto con ocasión de la 

configuración del nuevo gobierno de la Generalitat ya que en éste se incluyó 

un departamento encargado de “Asuntos Exteriores”, departamento que por 

su denominación y funciones podía suponer una invasión de las competencias 

estatales exclusivas en la materia. El Gobierno planteó ante el Tribunal 

Constitucional la inadecuación constitucional de la normativa que creaba 

dicho Departamento167 y, tal como establece la Constitución y la LOTC, la 

admisión de la impugnación implicó la suspensión de las disposiciones 

cuestionada, al haber invocado el Gobierno el art. 161.2 de la Constitución. El 

29 de junio de 2016 el Tribunal Constitucional levantó parcialmente la 

suspensión mediante su Auto 130/2016, de 21 de junio, aunque mantuvo la 

de la denominación “Asuntos Exteriores”. 

 

319. Pese a esta prohibición de la utilización de la denominación 

“Asuntos Exteriores”, derivada de la imposibilidad de que el Gobierno de una 

Comunidad Autónoma desarrolle actividades que se inserten en el campo de 

las relaciones internacionales, tal como ya había establecido en su momento el 

Tribunal Constitucional168, el consejero Romeva sigue presentándose como 

“Ministro de Asuntos Exteriores” y de manera indisimulada utiliza los 

instrumentos de la Generalitat para conseguir apoyos a su proyecto 

secesionista. Se trata, de nuevo de una actuación contraria a Derecho que 

supone la instrumentalización partidista de las instituciones que deberían ser 

de todos. 

 

                                                 
167 Decreto de la Generalitat de Cataluña 2/2016, de 13 de enero, de creación, denominación y determinación 
del ámbito de competencia de los departamentos de la Administración de la Generalidad de Cataluña. 
168  Nos remitimos aquí a las consideraciones efectuadas en el primer informe sobre déficits de calidad 
democrática del año 2015, pp. 28-33 
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7.1.4. Las conclusiones de la comisión de estudio del proceso 

constituyente 

 

320. De todas formas, donde se ha manifestado con mayor claridad el 

propósito antijurídico de los políticos nacionalistas ha sido –tal como 

adelantábamos- en los reiterados desacatos a la STC 259/2015 que declara 

inconstitucional el proyecto secesionista plasmado en la Resolución del 

Parlamento de Cataluña de 9 de noviembre de 2015. 

 

321. Tras la toma de posesión del Sr. Puigdemont como presidente de 

la Generalitat se desarrollaron diversas iniciativas que suponían la clara 

contravención de la prohibición de dar continuidad a la hoja de ruta 

secesionista. Así, se creó una comisión de estudio del proceso constituyente169 

que elaboró unas conclusiones aprobadas por el Parlamento de Cataluña el 27 

de julio de 2016. La creación de esta comisión fue cuestionada ante el 

Tribunal Constitucional por el Gobierno, y el Alto Tribunal, por medio de un 

Auto de 19 de abril de 2017 en el que recuerda la obligación de que cualquier 

propuesta de modificación del estatus jurídico actual debe realizarse de 

acuerdo con los procedimientos establecidos y respetando las exigencias 

constitucionales. Añade además la indicación de que habiendo conocido las 

conclusiones que se pretendían aprobar –y que finalmente se aprobaron- en el 

Parlamento de Cataluña, constataba su clara contradicción con los mandatos 

que debían ser respetados por los poderes públicos: 

 

Asimismo, ha conocido las conclusiones aprobadas por la Comisión 
parlamentaria de estudio y constata que su contenido contraviene claramente los 
mandatos a que se viene haciendo referencia, por lo que –en el cumplimiento de las 
advertencias que considera necesario realizar- los obligados deben tener en cuenta 
esta apreciación, sin perjuicio de recordar que es a la propia Cámara autonómica a 
la que corresponde velar porque su actuación se desarrolle en el marco de la 
Constitución y que todos los poderes públicos están obligados al cumplimiento de 
lo que el Tribunal Constitucional resuelva (art. 87.1 CE). 

                                                 
169 Resolución del Parlamento de Cataluña 5/XI, de 20 de enero de 2016. 
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322. Que tras esta clara advertencia el Parlamento de Cataluña hubiese 

votado y aprobado las conclusiones adoptadas por la comisión del proceso 

constituyente 170  y que, como establece el Tribunal Constitucional, son 

incompatibles con nuestro ordenamiento jurídico es una clara provocación 

que ha dado lugar a una respuesta penal que se está tramitando en estos 

momentos. Ahora bien, desde la perspectiva de los ciudadanos no ha de ser 

suficiente con dicha respuesta penal porque en un caso como éste en el que 

las instituciones hacen patente su voluntad de no acatar el ordenamiento 

jurídico deben existir mecanismos que permitan restaurar la seguridad jurídica 

y la confianza de todos en que los poderes públicos sujetarán su actuación a 

las exigencias legales. El permanente desafío a los Tribunales171 es inadmisible 

en democracia y las decisiones del Tribunal Constitucional han de ser 

acatadas. Hace poco nos lo recordaba la Comisión de Venecia del Consejo de 

Europa en su informe sobre la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional español172. 

 

7.1.5. El referéndum de autodeterminación 

 

323. El desafío se traduce también en la convocatoria de un referéndum 

de autodeterminación a lo largo del año 2017. La celebración de dicho 

referéndum fue incluida en la Resolución 306/XI del Parlamento de Cataluña, 

de 6 de octubre de 2016. Esta Resolución también ha sido suspendida por el 

Tribunal Constitucional y finalmente anulada por Auto del TC de 14 de 

                                                 
170  Vid. http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/pleno-parlament-votacion-proceso-constituyente-
directo-5291484. La Resolución del Parlamento de Cataluña sobre las conclusiones de la comisión de estudio 
del proceso constituyente (Resolución 263/XI) fue anulada por el Auto del TC 170/2016, de 6 de octubre de 
2016, https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-10671 
171 El día 11 de abril, el Presidente Puigdemont, con motivo de la recepción de una notificación del Tribunal 
Constitucional en la que le reiteraba la prohibición de dar apoyo a la hoja de ruta secesionista publicó el 
siguiente tweet: https://twitter.com/KRLS/status/851751028022280192. En el, junto a una fotografía de las 
cinco notificaciones del Tribunal Constitucional recibidas escribe: “Hoy he recibido la quinta notificación del 
Tribunal Constitucional. No dejaremos de ir adelante”. 
172 http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2017)003-e, esp. párrafos 8 y 51 del 
informe. 

http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/pleno-parlament-votacion-proceso-constituyente-directo-5291484
http://www.elperiodico.com/es/noticias/politica/pleno-parlament-votacion-proceso-constituyente-directo-5291484
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-10671
https://twitter.com/KRLS/status/851751028022280192
http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2017)003-e
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febrero de 2017173, por tanto, la celebración del referéndum que en ella se 

prevé no puede ser objeto de apoyo por parte del Gobierno. 

 

324. En relación a esta Resolución y a la convocatoria de un 

referéndum de autodeterminación en Cataluña, tema que ocupa una buena 

parte del debate político catalán desde hace meses, han de realizarse dos 

consideraciones. En primer lugar, hemos de recordar que la posibilidad de que 

la Generalitat convocara un referéndum o una consulta política equivalente 

quedó ya descartada por la Sentencia del Tribunal Constitucional 31/2015, de 

25 de febrero de 2015174, en la que se resolvió sobre la compatibilidad con la 

Constitución de las previsiones de la Ley catalana 10/2014, de 26 de 

septiembre, de consultas populares no referendarias y otras formas de 

participación ciudadana, relativos a consultas de carácter general como la que 

sería una relativa al estatus político de Cataluña y, en concreto, sobre la 

creación de un Estado independiente sobre su territorio. En dichas decisión se 

estableció con claridad que la competencia para este tipo de consultas 

corresponde en exclusiva al Estado y que no pueden ser regulados por las 

Comunidades Autónomas. En consecuencia, en la STC 32/2015, también de 

25 de febrero de 2015, se declaró inconstitucional la convocatoria de la 

consulta convocada el 27 de septiembre de 2014 y prevista para el 9 de 

noviembre de ese año sobre el futuro político de Cataluña. En la STC 

138/2015, de 11 de junio de 2015 175  se declaró, finalmente, también la 

inconstitucionalidad de las actuaciones llevadas a cabo por la Generalitat en 

relación al denominado “proceso de participación ciudadana” que se 

desarrolló en Cataluña los días 9 de noviembre de 2014 y siguientes como 

sustitutivo de la consulta inicialmente convocada y suspendida por el Tribunal 

Constitucional. Recientemente también se ha producido la anulación de buena 

                                                 
173 https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_009/2015-06330ATC.pdf 
174 BOE, 16-III-2015. 
175 BOE, 6-VII-2015. 

https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_009/2015-06330ATC.pdf
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parte de la Ley catalana sobre consultas en forma de referéndum del año 

2010176. La Sentencia del Tribunal Constitucional de 10 de mayo de 2017177 

reafirma la competencia exclusiva del Estado en materia de referendos y, por 

tanto, la imposibilidad de que las Comunidades Autónomas legislen en la 

materia178. 

 

325. Las decisiones del Tribunal Constitucional que acaban de ser 

citadas son claras acerca de la inconstitucionalidad de un referéndum de 

autodeterminación en Cataluña por parte de la Generalitat. Esto es, la 

insistencia en la celebración del mismo supone un desafío claro a la 

Constitución y al Estado de Derecho. Si, además, se hace explícita la voluntad 

de convertir en efectiva la secesión tras el referéndum, no caben excesivas 

dudas de que estamos ante la amenaza por parte de la autoridad de una 

actuación al margen de la ley que resulta incompatible con los principios 

democráticos179. 

 

326. La segunda consideración es la de que podría entenderse que el 

referéndum de secesión se inserta en el plan de desconexión que no solamente 

es contrario a la Constitución, sino que así ha sido declarado por el Tribunal 

Constitucional en su sentencia de 2 de diciembre de 2015, por lo que insistir 

en su realización supone también la manifestación de la voluntad de 

desobedecer la mencionada sentencia del Tribunal Constitucional. 

 

                                                 
176 Ley catalana 4/2010, de 17 de marzo, consultas populares por vía de referéndum. 
177  https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_025/2010-
8912%20STC.pdf 
178 Fundamento Jurídico 7: “Es obligado, en efecto, concluir en que la Ley de Cataluña 4/2010 infringió la 
Constitución al introducir en el ordenamiento la modalidad de referéndum de ámbito autonómico, consulta 
popular esta que ni fue prevista por la norma fundamental ni aparece contemplada tampoco, en la legislación 
orgánica de desarrollo, a estos efectos, del derecho a participar directamente en los asuntos públicos (arts. 
23.1, 81.1 y 92.3 CE), con la consiguiente lesión de la exclusiva competencia estatal para la regulación, en los 
términos que hemos señalado, de la institución del referéndum (art. 149.1.32 CE).” 
179  Vid. el siguiente tweet del gobierno de la Generalitat del 10 de abril de 2017, 
https://twitter.com/govern/status/851331136194301953. En él se indica que “El Gobierno aplicará 
inmediatamente el resultado que salga del referéndum de independencia” 

https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_025/2010-8912%20STC.pdf
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_025/2010-8912%20STC.pdf
https://twitter.com/govern/status/851331136194301953
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327. Así lo ha planteado el Gobierno en la impugnación de la 

Resolución 306/XI del Parlamento de Cataluña180 y así lo ha entendido el TC 

en su Auto de 14 de febrero de 2017, en el que, como hemos visto181, anula lo 

relativo al referéndum en la mencionada Resolución. Además, vincula el 

propósito de celebrar el referéndum con la hoja de ruta secesionista contenida 

en la Resolución 1/XI, de 9 de noviembre de 2015, anulada por la STC 

259/2015, de 2 de diciembre de 2015182. De hecho, las declaraciones que se 

han realizado en relación a este referéndum lo vinculan claramente con el 

procedimiento de secesión que formalmente se pretende iniciado por la 

Resolución del Parlamento de Cataluña de 9 de noviembre de 2015. Así, por 

ejemplo, en su intervención en el edificio del Parlamento europeo el 24 de 

enero de 2017183, Carles Puigdemont afirmó: 

 

De acuerdo con el resultado de las elecciones del año 2015, por tanto, existe 
en Cataluña una mayoría de ciudadanos que quiere construir un nuevo Estado que 
dé respuesta a las necesidades y ambiciones de futuro, y el Parlamento y el 
Gobierno tienen el encargo claro e inequívoco de trabajar para hacerlo posible. 
Durante todo este tiempo se ha estado haciendo y se está haciendo el trabajo 
necesario para poder llegar a ser un estado: eso incluye la preparación de las 
estructuras de estado y la legislación necesarias para poder actuar como un país 
independiente integrado en la Unión Europea y en la comunidad internacional 
desde el primer día. Nuestro propósito es que el tránsito se haga de manera 
ordenada, con seguridad jurídica y con las máximas garantías. La nuestra es una 

                                                 
180  https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2016_097/P%206330-
2015%2013dic2016.pdf 
181 Vid. supra n. núm. 173. 
182 Vid. Fundamento Jurídico 9: “La Resoluciòn 306/XI, en los apartados impugnados, plasma la voluntad 
del Parlamento de Cataluǹa de eludir los procedimientos de reforma constitucional para llevar adelante su 
proyecto polìtico de desconexiòn del Estado espaǹol y creaciòn de un estado catalàn independiente 
en forma de repùblica, lo que supone “intentar una inaceptable vìa de hecho (incompatible con el Estado 
social y democràtico de Derecho que se proclama en el art. 1.1 CE) para reformar la Constituciòn al 
margen de ella o conseguir su ineficacia pràctica” (SSTC 103/2008, FJ 4 y 259/2015, FJ 7. Con ello 
contraviene y menoscaba frontalmente los pronunciamientos contenidos en la STC 259/2015 y los AATC 
141/2016 y 170/2016. Desatiende asimismo lo resuelto por este Tribunal en las citadas SSTC 31/2015, 
32/2015 y 138/2015, en cuanto el Parlamento insta al Gobierno de la Generalidad “a celebrar un 
referèndum vinculante sobre la independencia de Cataluǹa, como muy tarde en septiembre de 2017 con 
una pregunta clara y de respuesta binaria” (punto 3 del capìtulo I.1.1) y por ello a preparar “los 
procedimientos y reglamentos necesarios para hacer efectivo el referèndum” (punto 6 del capìtulo I.1.1), 
comprometièndose a su vez la Càmara “a activar todos los dispositivos legislativos necesarios para llevar a 
cabo la celebraciòn del referèndum y para darle al mismo tiempo cobertura legal” (punto 4 del capìtulo 
I.1.1). El referèndum de autodeterminaciòn se erige asì en la Resoluciòn 306/XI como instrumente 
decisivo en ese “proceso constituyente en Cataluǹa”. 
183 http://estaticos.elmundo.es/documentos/2017/01/24/discurso_puigdemont_bruselas.pdf 

https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2016_097/P%206330-2015%2013dic2016.pdf
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2016_097/P%206330-2015%2013dic2016.pdf
http://estaticos.elmundo.es/documentos/2017/01/24/discurso_puigdemont_bruselas.pdf
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revolución tranquila, que quiere transmitir confianza y que se construye en todo 
momento a base de pasos en firme, seguros. 

A nivel de la Unión Europea, esto quiere decir un proceso de ampliación 
interna sin discontinuidades, en particular por lo que se refiere a la Unión 
Económica y Monetaria y al funcionamiento del Mercado Interior y las libertades 
que están asociadas a él. 

Es evidente que este proceso requerirá una validación democrática de la 
ciudadanía que le dé carácter definitivo. Y en Cataluña existe un enorme consenso 
en que la mejor manera de obtener esta aprobación es a través de un referéndum 
vinculante (…). 

(…) No obstante esto, también queremos dejar claro que no nos 
detendremos si el Gobierno español continúa obstinado en el no a todo y se niega a 
cualquier negociación. Tal como prometí ante el Parlamento el pasado mes de 
septiembre, como máximo en el mes de septiembre de 2017, Cataluña celebrará un 
referéndum vinculante sobre la independencia de Cataluña. Si es pactado, mucho 
mejor, así lo preferimos. Si no puede ser, manifestamos que lo organizaremos 
igualmente. 

 

328. Más adelante volveremos sobre la indicación que aquí se hace 

sobre la realización de las estructuras de Estado. En este momento lo que nos 

interesa es destacar cómo el referéndum se vincula de manera expresa al 

proceso secesionista y que, por tanto, su preparación supone una vulneración 

de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 2 de diciembre de 2015, tal 

como ha establecido el TC en su Auto de 14 de febrero de 2017. 

 

329. La preparación del referéndum de secesión ha ido más allá de las 

palabras. En los presupuestos de la Generalitat para el año 2017184 se han 

incluido partidas presupuestarias relativas a procesos electorales y consultas 

populares y procesos de participación ciudadana185. Estas partidas, de acuerdo 

con el tenor de la Disposición Adicional 40 de los presupuestos, se vinculan 

de manera directa a la celebración del referéndum de autodeterminación. Esta 

vinculación es clara si consideramos el tenor de dicha Disposición Adicional 

40: 

 

                                                 
184 Ley 4/2017 de la Generalitat de Cataluña, de 28 de marzo, de Presupuestos de la Generalitat de Catalunya. 
185 Vid. la providencia del Tribunal Constitucional de 4 de abril de 2017 por la que se admite a trámite el 
recurso del gobierno contra diversas partidas de los presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 2017. 
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1. El Gobierno, dentro de las disponibilidades presupuestarias para 2017, 
debe habilitar las partidas para garantizar los recursos necesarios en materia de 
organización y gestión para hacer frente al proceso referendario sobre el futuro 
político de Cataluña. 

2. El Gobierno, dentro de las posibilidades presupuestarias, debe garantizar 
la dotación económica suficiente para hacer frente a las necesidades y los 
requerimientos que se deriven de la convocatoria del referéndum sobre el futuro 
político de Cataluña, acordado en el apartado I.1.2 de la Resolución 306/XI del 
Parlamento de Cataluña, con las condiciones establecidas en el dictamen 2/2017, de 
2 de marzo, del Consejo de Garantías Estatutarias. 
 

330. La inclusión de estas partidas en los presupuestos se realizó pese al 

informa negativo de los letrados del Parlamento de Cataluña, quienes hicieron 

saber que la inclusión de tales partidas podría suponer una vulneración de la 

suspensión acordada por el Tribunal Constitucional de la Resolución 306/XI 

del Parlamento de Cataluña, que ya ha sido mencionada y, por tanto, también 

de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 2 de diciembre de 2015, 

también ya mencionada, así como los Autos 141/2016 y 170/2016, también 

del Tribunal Constitucional186. El Consejo de Garantías Estatutarias también 

se pronunció sobre estas partidas en los presupuestos relativas al referéndum 

en su dictamen de 2 de marzo de 2017187. En dicho dictamen se estableció que 

la previsión en relación a la convocatoria de un referéndum sobre el futuro 

político de Cataluña era contraria a la Constitución, si bien las partidas de 

gasto previstas, en tanto en cuanto se entendieran atribuidas a consultas que 

entraran en el ámbito de competencia autonómico podrían ser consideradas 

compatibles con la Constitución y el Estatuto de Autonomía. 

 

331. Las partidas que se han comentado, una vez aprobada la Ley de 

presupuestos, han sido impugnadas ante el Tribunal Constitucional, quien ha 

suspendido su eficacia por medio de la providencia de 4 de abril de 2017 que 

                                                 
186 Vid. la indicación del letrado en la p. 407 del BOPC de 28 de diciembre de 2012, donde se publican las 
enmiendas al texto de los presupuestos, 
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_019/P%201638-2017.pdf. 
187 Dictamen 2/2017, de 2 de marzo, sobre el Proyecto de Ley de presupuestos de la Generalitat de Cataluña 
para el año 2017. 

https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_019/P%201638-2017.pdf
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ya ha sido citada188. Ahora queda por ver si esta suspensión es acatada o si, 

pese a ella, se realizan gastos en atención al planeado referéndum de 

autodeterminación que anuncia el Gobierno de la Generalitat. 

 

7.1.6. La creación de las estructuras de estado 

 

332. La hoja de ruta secesionista exige la construcción de las 

denominadas estructuras de Estado, que deberían permitir que la Generalitat 

de Cataluña mutase de administración autonómica a autoridad plenamente 

responsable de un Estado independiente de España. Evidentemente, la 

construcción de tales estructuras supone una vulneración flagrante no 

solamente de la Constitución, sino también de la ya mencionada Sentencia del 

Tribunal Constitucional 259/2015, de 2 de diciembre. 

 

333. Pese a lo anterior, los responsables del gobierno de la Generalitat 

no han dejado de insistir en que se están desarrollando los trabajos que 

conducirían a la construcción de estas estructuras de Estado. Estas 

declaraciones se han realizado tanto en sede parlamentaria como en 

comparecencias diversas tanto en España como en el extranjero. 

 

334. En sede parlamentaria, además del ya reseñado programa de 

gobierno presentado por Carles Puigdemont para su investidura, hemos de 

destacar por su claridad la exposición realizada el 26 de septiembre de 2016 

con ocasión de la cuestión de confianza presentada por el propio 

Puigdemont 189 . Reproducimos a continuación la traducción de lo más 

relevante de su discurso en relación a este punto: 

 

                                                 
188 Vid. supra n. núm. 185. 
189  Aquí puede consultarse el vídeo con la intervención: http://www.parlament.cat/web/canal-
parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7779696&p_cp2=7780084&p_cp3=7780072, vid. a partir 
del minuto 34. 

http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7779696&p_cp2=7780084&p_cp3=7780072
http://www.parlament.cat/web/canal-parlament/sequencia/videos/index.html?p_cp1=7779696&p_cp2=7780084&p_cp3=7780072


 180 

He dicho que dejaba para el final el bloque que explica el carácter 
excepcional de la legislatura. Es evidente que queremos convertirnos en un estado. 
Tenemos el mandato de los ciudadanos de preparar aquí, en el Parlamento y en el 
Gobierno, todo lo que sea necesario para que Cataluña pueda llegar a ser un estado 
independiente. Y este es un mandato que se ha de cumplir y que yo me he 
comprometido a cumplir. Lo hice cuando, desde el primer día, accedía la 
Presidencia y anuncié que este sería mi compromiso. Hoy lo reitero, para que nadie 
tenga ninguna duda.  

El horizonte político que queremos conseguir reúne más fuerza que ningún 
otro, el que tiene la capacidad más grande de movilización, espectacular, ejemplar y 
admirable en todo el mundo y, además, sostenida en el tiempo. En torno a la idea 
de una Cataluña república independiente o confederadas se reúnen la mayoría de 
los ciudadanos de nuestro país. Y una inmensa mayoría de esta inmensa mayoría 
quiere que esta república sea un estado independiente.  

No hay ningún otro objetivo político en Europa que movilice a tanta gente. 
No lo hay tampoco en nuestra casa. Nadie es capaz de reunir millones de personas 
durante cinco años seguidos en torno a una reforma de la Constitución, por 
ejemplo; o en torno a la misma Constitución, que todavía está vigente; como sí que 
lo es la voluntad acreditada tantas veces como ha hecho falta de que nos queremos 
constituir –y constituir definitivamente- en un estado independiente.  

Esto es lo que habremos hecho al concluir la legislatura, si nadie falla. Yo 
no fallaré, pero yo no podré cumplir sin una mayoría en el Parlamento, sin fisuras y 
sin gente movilizada cuando sea necesario que se movilice; que lo será. Y que sé 
que no fallará porque, en todos estos años, si alguna cosa se ha demostrado 
reiteradamente es que la gente no falla cuando se la necesita.  

Este es un horizonte factible, es un horizonte necesario y es un horizonte 
irreversible. Lo podemos llevar a término, lo necesitamos para poder progresar y 
dar a nuestros hijos y nietos las oportunidades que se merecen. Y es el resultado de 
una voluntad popular que retrocede. Nos podemos poner de acuerdo, administrar 
este compromiso con todo el mundo, incluso con los contrarios a la independencia, 
de la misma manera que los independentistas colaboramos con el compromiso de 
los autonomistas, cuando ésta era la voluntad mayoritaria de los catalanes. Se le 
llama “pragmatismo”, se le llama “política”, se le llama “democracia”.  

Para alcanzar este horizonte, este horizonte de convertir Cataluña en un 
estado, identificamos que era necesario lo siguiente: en primer lugar, estructuras de 
estado para poder ir de la autonomía a la independencia; en segundo lugar, un 
paquete legislativo, para poder ir de la ley a la ley y, en tercer lugar, una validación 
ciudadana, para ir de las urnas a las urnas.  

Sobre estructuras de estado y paquete legislativo, dejen que les haga un 
resumen de dónde nos encontramos en estos momentos y de lo que nos espera al 
final de la legislatura. Creo que hoy toca entrar en un detalle mayor y explicitar en 
sede parlamentaria un compromiso explícito de dotarnos de unas herramientas 
indispensables para que no haya saltos en el vacío y para dar plenas garantías, cosa 
que hemos hecho desde el mismo día en que nos pusimos a trabajar.  

A finales del mes de junio de 2017 tendremos preparadas las estructuras de 
estado necesarias para poder actuar como un estado y podernos integrar en la 
Unión Europea y en la comunidad internacional (Rumor de voces). Estamos 
preparados para hacer este tránsito hacia el estado independiente de manera 
ordenada, como decía, sin saltos en el vacío, con garantías en lo que se refiere no 
solamente a la seguridad jurídica, sino también a la viabilidad económica del nuevo 
estado; es decir a la sostenibilidad de sus cuentas públicas y a la continuidad de las 
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prestaciones sociales y de los servicios públicos del estado de bienestar. Y lo 
haremos como hemos hecho siempre: de manera pacífica y democrática.  

En definitiva, a finales de junio de 2017, estaremos preparados para poder 
desconectarnos del Estado español con plenas garantías, y si fuese posible, para 
poder hacerlo de mutuo acuerdo con el Estado y siguiendo los procedimientos 
legalmente previstos. Estaremos preparados porque ya se está trabajando desde 
hace tiempo con este objetivo. Y hubiera sido una irresponsabilidad grave por parte 
del Gobierno y de los partidos que lo apoyan proponer la creación de un estado 
propio y no preparar con el máximo cuidado esta creación y su funcionamiento 
inicial.  

Se está trabajando hasta el último detalle, no solamente los textos 
normativos indispensables –leyes, decretos, decretos leyes- sino también otras 
medidas más concretas y operativas como son todo lo que afecta a los recursos 
humanos, materiales y presupuestarios necesarios para que el nuevo estado, en el 
momento de la desconexión, pueda ejercer efectivamente las nuevas funciones que 
deberá asumir. Se está trabajando también con especial atención y dedicación, en 
los protocolos de las actuaciones que será preciso realizar en ámbitos especialmente 
sensibles el día de la desconexión, y los días y semanas siguientes. 

Estamos hablando de varios centenares de medidas concretas –documentos 
y actuaciones materiales-, que afectan a todos los ámbitos: desde la seguridad hasta 
las comunicaciones, desde la sanidad exterior hasta la Administración de justicia, 
reconocimiento internacional del nuevo estado, las representaciones diplomáticas 
exteriores, las estrategias individualizadas relativas a los miles de tratados y los 
centenares de organizaciones internacionales a los que se habrá de adherir el nuevo 
estado, la protección social, el suministro energético, las infraestructuras y centros 
de investigación, la gestión integral de la pesca marítima o el sistema de seguros 
agrarios. Lista podría ser muy larga.  

Algunos de estos trabajos ya se han dado a conocer. Es el caso, por 
ejemplo, de la Ley del Código tributario de Cataluña y sus tres primeros libros, 
entre los cuales figura el de la Agencia Tributaria, el Consejo Fiscal y la Junta de 
Tributos; o el borrador de la ley de la Agencia de Protección Social.  Los otros 
trabajos, desde la ley fundacional y de transitoriedad hasta el protocolo relativos a la 
gestión de ríos o carreteras internacionales, el tratamiento de los residuos nucleares, 
etc, se irán presentando en el momento que se estime políticamente oportuno. 
 

335. No puede negarse la cortesía de la claridad. El plan de 

construcción de las estructuras de Estado al margen de las prohibiciones del 

Tribunal Constitucional es explicitado con todo detalle y suponemos que 

seguirá pese a que recientemente ha sido objeto de una nueva y contundente 

desautorización por parte del Tribunal Constitucional, quien en Sentencia de 

10 de mayo de 2017 190  anuló el Decreto 16/2015, de 24 de febrero, del 

Gobierno de la Generalitat, por el que se crea el Comisionado para la 

Transición Nacional y el “acuerdo o decisión del Gobierno de la Generalitat 
                                                 
190  https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_026/2015-
3808%20STC.pdf.  

https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_026/2015-3808%20STC.pdf
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_026/2015-3808%20STC.pdf
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de Cataluña relativo a los llamados “Plan ejecutivo para la preparación de 

estructuras de estado” y “Plan de infraestructuras estratégicas”. 

 

336. Esta misma claridad es utilizada también en las intervenciones que 

se realizan en el extranjero. Así, por ejemplo, en la ya mencionada 

intervención de Carles Puigdemont el 24 de enero de 2017 en un edificio del 

Parlamento Europeo191 se incluyó la siguiente indicación: 

 

De acuerdo con el resultado de las elecciones del año 2015, por tanto, existe 
en Cataluña una mayoría de ciudadanos que quiere construir un nuevo estado que 
dé respuesta a las necesidades y a las ambiciones de futuro, y el Parlamento y el 
Gobierno tienen el encargo claro e inequívoco de trabajar para hacerlo posible. 
Durante todo este tiempo se ha estado haciendo y se está haciendo el trabajo 
necesario para poder llegar a ser un estado: esto incluye la preparación de las 
estructuras de estado y la legislación necesaria para poder actuar como un país 
independiente integrado en la Unión Europea y en la comunidad internacional 
desde el primer día 

 

337. Previamente, en otra conferencia impartida en Londres, en el mes 

de junio, el Presidente Puigdemont había hecho un planteamiento parecido192. 

La voluntad expresa de utilizar las competencias autonómicas más allá de lo 

permitido por la Constitución para conseguir la efectiva derogación de ésta en 

el territorio de Cataluña no deja lugar a dudas, con las consecuencias legales y 

políticas que ello debería tener. 

 

338. No solamente el presidente de la Generalitat ha realizado 

declaraciones en el sentido expresado, sino también otros miembros de su 

Gobierno. Así, el Consejero de Justicia, Sr. Mundó, en el curso de una 

conferencia en la Universidad Catalana de Verano, en agosto de 2016, explicó 

                                                 
191 Vidi supra n. núm. 183. 
192 Aquí puede consultarse el texto del discurso con los comentarios realizados por Societat Civil Catalana, 
https://www.societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/docs/SCC-Puigdemont-speech-at-Chatham-House-
and-SCC-comments.pdf 

https://www.societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/docs/SCC-Puigdemont-speech-at-Chatham-House-and-SCC-comments.pdf
https://www.societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/docs/SCC-Puigdemont-speech-at-Chatham-House-and-SCC-comments.pdf
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las actuaciones que llevaba a cabo su departamento para preparar la secesión 

de Cataluña en el año 2017193. 

 

339. Que se actúa con conciencia de que se está incumpliendo la ley 

también es claro. En el vídeo con la intervención del Sr. Mundó que se acaba 

de compartir se indica (01:06:37) que se ha de trabajar por ese objetivo [la 

secesión] “sin que se explique excesivamente”, ya que en caso de que se 

conociera el detalla de los trabajos podrían ser impugnados. 

 

340. Finalmente, no pueden dejar de mencionarse las declaraciones del 

entonces senador de ERC, Santiago Vidal, quien en los últimos meses del 

2016, en el curso de varias conferencias había detallado los trabajos que se 

estaban desarrollando desde el Instituto de Estudios de Autogobierno de la 

Generalitat de Cataluña. Según las declaraciones del Sr. Vidal el mencionado 

Instituto no sería más que una tapadera del “Comisionado para la Transición 

Nacional”, un órgano incluido en el organigrama de la Generalitat y creado en 

febrero de 2015 que, una vez suspendido por el Tribunal Constitucional, 

habría sido reconvertido en el mencionado Instituto de Estudios de 

Autogobierno, pero desarrollando las funciones que tendría encomendadas 

este Comisionado para la Transición Nacional, y que no son otras que la 

preparación de lo necesario para la secesión de Cataluña, una tarea que, como 

hemos visto, está expresamente prohibida por el Tribunal Constitucional. 

 

341. Tras estas declaraciones del Sr. Vidal, Societat Civil Catalana 

presentó una denuncia ante el Fiscal General del Estado que puede 

consultarse en la web de SCC194. En ella se detallan los indicios que existen de 

una actuación antijurídica de la Generalitat en relación a la construcción de las 

estructuras de Estado. 

                                                 
193 Aquí puede consultarse el vídeo: https://www.youtube.com/watch?v=B6Cen0ZRE3A 
194 https://societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/denuncia-fge-vidal_0.pdf 

https://www.youtube.com/watch?v=B6Cen0ZRE3A
https://societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/denuncia-fge-vidal_0.pdf
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342. Es importante tener en cuenta que esta actitud de rebeldía 

institucional por parte de la Generalitat tiene consecuencias directas para los 

ciudadanos. Todos nosotros tenemos el derecho a esperar que aquellos que 

nos administran ajusten su comportamiento a lo que exige la ley y no padecer 

el temor de que utilicen los recursos de los que disponen para quebrar el 

ordenamiento constitucional y, por la vía de hecho, imponer una autoridad 

diferente sobre el territorio y los ciudadanos catalanes. 

 

343. El temor no se limita a las actuaciones jurídicas o administrativas. 

Llamamos la atención a que en los últimos meses se advierte con 

preocupación la adquisición de munición y explosivos por parte de la 

Generalitat que no se correspondería estrictamente con las funciones que 

puede ejercer la policía autonómica. De hecho, en el periódico “La 

Vanguardia” la noticia de la adquisición de dicha munición se incluyó en una 

sección denominada “Estructuras de Estado”195. 

 

                                                 
195   http://www.lavanguardia.com/politica/20170324/421118880329/proyectiles-municion-mossos-
otan.html 

http://www.lavanguardia.com/politica/20170324/421118880329/proyectiles-municion-mossos-otan.html
http://www.lavanguardia.com/politica/20170324/421118880329/proyectiles-municion-mossos-otan.html
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344. Y ya en el mes de abril sabíamos del intento de compra por parte 

de la Generalitat de granadas que son consideradas como munición de guerra, 

compra que ha sido paralizada por el Ministerio del Interior196. 

 

345. La construcción de las estructuras de Estado no es por tanto, tan 

solo un supuesto de desobediencia a la Constitución y al Tribunal 

Constitucional –lo que ya sería suficientemente grave- sino también una 

amenaza para los ciudadanos, y una vulneración del principio de seguridad 

jurídica. 

 

 

 

                                                 
196  http://www.elconfidencial.com/espana/cataluna/2017-04-13/gobierno-catalan-generalitat-armas-
empresa-alemana_1359458/. 

http://www.elconfidencial.com/espana/cataluna/2017-04-13/gobierno-catalan-generalitat-armas-empresa-alemana_1359458/
http://www.elconfidencial.com/espana/cataluna/2017-04-13/gobierno-catalan-generalitat-armas-empresa-alemana_1359458/
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7.2. Tutela judicial efectiva: inaplicación de sentencias y 

privación de recursos 

 

346. En los apartados anteriores hemos visto que no es en absoluto 

inhabitual que las administraciones en Cataluña inapliquen las sentencias 

judiciales o las desobedezcan de forma expresa. Habíamos visto ejemplos de 

ello en lo que se refiere a la presencia de banderas esteladas en lugares de 

titularidad pública (apartado 2.3.2.), incluso en época electoral (apartado 

4.1.4.) y también en materia de educativa (apartado 3), en concreto en lo 

relativo a la no implementación de la obligación de que al menos un 25% de la 

enseñanza se imparta en castellano. 

 

347. Estos incumplimientos no solamente afectan a los derechos que en 

su momento se consideraron (libertad ideológica, participación política o 

educación) sino que también afectan al principio de seguridad jurídica y al 

derecho a la tutela judicial efectiva. Un Estado en el que las decisiones del 

Poder Judicial no son efectivamente respetadas no opera realmente el 

principio de separación de poderes y, por tanto, el sistema democrático en su 

conjunto se resiente. 

 

348. La debilitación del Poder Judicial no es solamente un accidente en 

el proyecto secesionista, sino que se hace expreso que la implementación del 

mismo implica la privación del acceso a los tribunales. Así consta en las 

conclusiones de la Comisión de Estudio del Proceso Constituyente aprobadas 

por el Parlamento de Cataluña el 27 de julio de 2016 197 . En dichas 

conclusiones se detalla cómo se ha de realizar el proceso de secesión, proceso 

que incluye la creación de una Asamblea Constituyente que dispondrá de 

plenos poderes, que dictará órdenes que deberán ser atendidas por todos y 

                                                 
197 Vid. supra n. núm. 170. Las Conclusiones han sido publicadas en el BOPC de 1 de agosto de 2018 
(http://www.parlament.cat/document/bopc/174408.pdf). 

http://www.parlament.cat/document/bopc/174408.pdf
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que no podrán ser impugnadas ante los tribunales. Reproducimos a 

continuación el contenido de la Conclusión 9 de las aprobadas por el 

Parlamento de Cataluña el 27 de julio de 2016: 

 

La Asamblea Constituyente, una vez convocada, elegida y constituida, 
dispondrá de plenos poderes. Las decisiones de esta asamblea serán de 
cumplimiento obligatorio para el resto de poderes públicos y para todas las 
personas físicas y jurídicas. Ninguna de las decisiones de la asamblea será 
susceptible de control, suspensión o impugnación por otro poder, juzgado o 
tribunal. La Asamblea Constituyente tendrá que establecer mecanismos para 
garantizar la participación directa, activa y democrática de las personas y de la 
sociedad civil organizada en el proceso de discusión y elaboración de propuestas 
para el proyecto de constitución. 

 

349. Evidentemente, un mecanismo como el previsto en esta 

conclusión novena es completamente ajeno a los principios y valores de las 

democracias parlamentarias de nuestro entorno y nos traslada a los sistemas 

autoritarios en los que se desconoce la división de poderes. 

 

350. Es de una enorme gravedad que el Parlamento de Cataluña haya 

aprobado unas conclusiones de este tenor que son muestra de un plan de 

acción antidemocrático y que privaría de los derechos fundamentales a los 

catalanes, en este caso el derecho a la tutela judicial y el recurso a los 

tribunales. Ciertamente, la Resolución del Parlamento de Cataluña se 

encuentra suspendida por providencia del Tribunal Constitucional de 1 de 

agosto de 2016198; ahora bien, dada la declarada voluntad de las autoridades 

catalanas de no acatar las decisiones del Tribunal Constitucional, la amenaza 

de su implementación continúa pendiente sobre los ciudadanos catalanes. 

 

                                                 
198  https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2016_076/P%206330-2015-
%20bis,%201%20agosto%202016.pdf 

https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2016_076/P%206330-2015-%20bis,%201%20agosto%202016.pdf
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2016_076/P%206330-2015-%20bis,%201%20agosto%202016.pdf
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8. PROTECCIÓN DE LA INTIMIDAD Y NO 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN IDEOLÓGICA 

 

8.1. Elaboración de bases de datos al margen de la legalidad 

 

351. En enero de 2017, a raíz de una información publicada en el diario 

“El País”, se advirtió de manera generalizada que durante el año 2016 el 

entonces senador de ERC Santiago Vidal había estado informando en charlas 

que se desarrollaban a lo largo de Cataluña de las tareas que desde la 

Generalitat se estaban llevando a cabo a fin de preparar la secesión de 

Cataluña en el año 2017. 

 

352. Algunas de estas actividades ya han sido comentadas en el 

apartado 5 anterior al referirnos, en general, a la creación de las estructuras de 

estado. Aquí nos ocuparemos de algunas de estas actividades que supondrían 

vulneraciones autónomas de los derechos fundamentales de los ciudadanos. 

En concreto, la elaboración de bases de datos ilegales orientadas a conseguir 

que las autoridades del nuevo Estado que se pretende crear puedan ejercer la 

función de recaudación de impuestos. 

 

353. En concreto, el señor Vidal indicaba que se estaban recopilando de 

forma ilegal datos relativos a los ciudadanos catalanes con el fin de que todos 

estuvieran fichados a fin de poder obtener la efectiva recaudación de tributos 

una vez producida la independencia de Cataluña199. Estas declaraciones, a su 

                                                 
199  Las declaraciones del señor Vidal pueden encontrarse en los siguientes enlaces: A) 
https://www.youtube.com/watch?v=gK1obAmHwHA (Conferencia en Lluïsos d’Horta el 9 de diciembre de 
2016). [Especialmente a partir de 01:32:00] B) https://www.youtube.com/watch?v=FKKnVKvkVJ0 
(Conferencia en Matadepera, probablemente el 14 de diciembre de 2016). C) 
https://www.youtube.com/watch?v=ud-MCpHjTtw (Resumen de varias intervenciones de Santiago Vidal). 
D) https://www.youtube.com/watch?v=DoEp3pTigmc&t=615s (Charla en Granollers el 24 de noviembre 
de 2016). E) https://www.youtube.com/watch?v=75eLU9RrlZw (Entrevista en Catalunya Radio el 20 de 
noviembre de 2016). 

https://www.youtube.com/watch?v=gK1obAmHwHA%20
https://www.youtube.com/watch?v=FKKnVKvkVJ0%20
https://www.youtube.com/watch?v=ud-MCpHjTtw
https://www.youtube.com/watch?v=DoEp3pTigmc&t=615s%20
https://www.youtube.com/watch?v=75eLU9RrlZw%20
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vez, son coherentes con las realizadas por el Sr. Salvado, Secretario General de 

Hacienda de la Generalitat, quien explica que se está procediendo al cruce de 

informaciones obtenidas de distintas fuentes a fin de tener una base de dato 

propias200. El propio Vicepresidente de la Generalitat, Sr. Junqueras, confirma 

este cruce de datos fiscales con el fin de obtener una base de datos propia a 

efectos fiscales en declaraciones al programa “El Món a RAC1” del día 30 de 

enero, donde literalmente indica que “Somos capaces de cruzar estos datos” y 

más adelante “se deriva que nosotros somos capaces de construir todo lo que 

tenemos que construir201. 

 

354. La idea de que a partir de los datos personales de que dispone la 

Generalitat puede construirse una base de datos cuyo fin sería la recaudación 

de impuestos en un hipotético Estado catalán independiente parece asentada 

en los responsables públicos del Gobierno de la Generalitat, pese a que como 

acertadamente señalaba Santiago Vidal esta construcción de bases de datos a 

partir de otros obtenidos para finalidades diferentes de las que persigue la base 

de datos que se pretende construir contradice frontalmente tanto la normativa 

genérica en materia de protección de datos como la normativa específica en 

materia de protección de datos fiscales. 

 

355. En concreto, en lo que se refiere a la normativa general en materia 

de protección de datos ha de considerarse el art. 44 LOPD y en lo que se 

refiere a la normativa específica en materia de datos fiscales ha de considerarse 

el art. 95 de la Ley General Tributaria (Ley 58/2003, de 17 de diciembre), 

donde se establece que: 

 

Los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración 
tributaria en el desempeño de sus funciones tienen carácter reservado y sólo podrán 

                                                 
200 https://www.youtube.com/watch?v=Al0WMX_7ODM, a partir de 01:00:00 
201  La web del progama de radio es la siguiente: http://www.rac1.cat/a-la-carta/el-mon donde pueden 
encontrarse los audios correspondientes al día 30 de enero de 2017. Las declaraciones se realizaron en parte 
en la franja que va de las 08:00 a las 09:00 y parte en la siguiente franja (09:00 a 10:00). 

https://www.youtube.com/watch?v=Al0WMX_7ODM
http://www.rac1.cat/a-la-carta/el-mon
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ser utilizados para la efectiva aplicación de los tributos o recursos cuya gestión 
tenga encomendada y para la imposición de las sanciones que procedan, sin que 
puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo que la cesión tenga por objeto: 
(…). 

 

356. La construcción de bases de datos en contra de lo previsto en la 

normativa reguladora supone la vulneración del derecho fundamental a la 

intimidad individual y familiar (art. 18.1 de la Constitución) y a la protección 

de datos personales (art. 18.4 de la Constitución). Es por eso que desde 

Societat Civil Catalana se redactó una denuncia a la agencia española de 

protección de datos y la autoridad catalana de protección de datos con el fin 

de que los ciudadanos pudieran presentar las correspondientes reclamaciones. 

En estas denuncias se desarrollan las infracciones que se habrían cometido 

con la elaboración de estas bases de datos y a ellas nos remitimos202. 

 

357. En el marco de este informe, debe destacarse la gravedad de que 

cargos y autoridades públicos tengan a gala incumplir la ley para elaborar 

bases de datos ilegales que, en expresión del exsenador Vidal, implican que 

“todos estemos fichados”. Difícilmente podría encontrarse una frase que 

resumiera mejor la privación de derechos y libertades a la que nos está 

conduciendo el proceso secesionista. 

 

 

8.2. Las listas de afectos y desafectos 

 

358. Las declaraciones del Sr. Vidal todavía plantean otra gravísima 

vulneración de nuestros derechos y libertades. Según las declaraciones del Sr. 

Vidal que pueden consultarse en los enlaces que han sido ya indicados203, la 

Generalitat estaría trabajando en la elaboración de listas de funcionarios que 

                                                 
202  https://societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/denuncia-final-proteccion-de-datos-cast_0.pdf y 
https://societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/autoridad-catalana-proteccion-de-datos-personales_0.pdf 
203 Vid. supra n. núm. 199. 

https://societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/denuncia-final-proteccion-de-datos-cast_0.pdf
https://societatcivilcatalana.cat/sites/default/files/autoridad-catalana-proteccion-de-datos-personales_0.pdf
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no podrían continuar ejerciendo sus funciones en una Cataluña independiente, 

a la vez que en la de quienes deberían sustituirlos. 

 

359. En concreto, el Sr. Vidal indica que ya está delimitado qué jueces y 

funcionarios se quedarán y se irán de Cataluña. Además, se sabe que personas 

preparada y honesta ocupará cada una de las plazas de los funcionarios que se 

irán de Cataluña 204 . Resulta estremecedor comprobar cómo con total 

tranquilidad se explica la forma en que se procederá a la depuración de 

quienes no se consideren aptos para el nuevo régimen y qué personas 

ocuparán los puestos de quienes hayan de abandonar Cataluña tras la secesión. 

 

360. Desde luego, debería investigarse la participación de la 

administración en estos planes siniestros que, como es evidente, están en las 

antípodas de lo que debería ser una sociedad democrática en la que nadie 

debería ser discriminado por sus ideas, y menos por defender el respeto a la 

ley y al marco de convivencia que se plasma en la Constitución vigente. 

 

  

                                                 
204 https://www.youtube.com/watch?v=gK1obAmHwHA, a partir de 01:32:00. 

https://www.youtube.com/watch?v=gK1obAmHwHA
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9. LA TUTELA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES: 

LA POSICIÓN DEL SÍNDIC DE GREUGES 

 

361. Del relato que se ha realizado hasta ahora resulta que en Cataluña 

se padece un deterioro democrático que resulta preocupante. Existe, además, 

un factor relevante que contribuye al deterioro democrático y que hasta ahora 

no hemos abordado, y es la inoperancia de los mecanismos que deberían 

operar para la tutela de los derechos fundamentales y libertades que están 

siendo atacados; y, en concreto, el Síndic de Greuges.  

 

362. Quizás sorprenda que ante el relato que se ha hecho en los 

apartados precedentes, y que recoge en buena medida informaciones que 

cualquier persona medianamente informada en Cataluña conoce, no se 

conozcan prácticamente actuaciones del Síndic de Greuges en relación a lo 

aquí denunciado. Los múltiples ataques a los derechos de las familias y de los 

niños en materia educativa solamente han sido objeto de atención por parte 

del Síndic en el caso, ya reseñado, de la familia de Balaguer que se vio acosada 

por haber solicitado que sus hijos recibieran un 25% de la docencia en 

castellano; y eso tras haber insistido en que actuara y con un retraso en la 

emisión de sus conclusiones de varios meses. Retraso y falta de actividad de 

oficio que contrasta, por ejemplo, con la rápida reacción del Síndic ante un 

hecho que difícilmente debería haber motivado más que felicitación por parte 

de un Síndic que, realmente, estuviera preocupado por el respeto a los 

derechos de las personas. Nos referimos a la extravagante solicitud del Síndic 

de Greuges para que el Ayuntamiento de Lleida no utilice el castellano en sus 

comunicaciones205. ¿Cómo es posible que un defensor de los derechos de las 

                                                 
205 http://www.elmundo.es/cataluna/2016/07/08/577fc3e4268e3ea8688b4689.html 

http://www.elmundo.es/cataluna/2016/07/08/577fc3e4268e3ea8688b4689.html
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personas pretenda que una administración reduzca el número de idiomas que 

utiliza para comunicarse con los ciudadanos? 

 

363. En realidad el Síndic de Greuges actúa en Cataluña como un 

instrumento más del nacionalismo, y su reciente informe sobre el retroceso en 

materia de derechos humanos: libertad de expresión de los cargos electos y 

separación de poderes en el reino de España, de abril de 2017, lo confirma206. 

Este informe es prácticamente un escrito de parte en el que pretende justificar 

lo inadecuado de las actuaciones dirigidas contra varios cargos públicos en 

Cataluña como consecuencia de los incumplimientos en que habían incurrido. 

En concreto, la condena de Artur Mas, Joana Ortega, Irene Rigau y Francesc 

Homs por su participación en el 9N los procesos abiertos contra la Presidenta 

del Parlamento de Cataluña por haber desobedecido diversas resoluciones del 

Tribunal Constitucional y contra algunos cargos electos locales por no haber 

atendido los requerimientos de las Juntas electorales para que las banderas 

esteladas que ondeaban en lugares de titularidad pública fueran retirados en 

período electoral (cuestión de las que nos ocupamos en el apartado 4 de este 

informe), así como contra un concejal de Vic por haber podido incurrir en un 

delito de provocación, conspiración o proposición para la sedición y los 

procesos seguidos contra concejales en Badalona por haber roto en público 

una sentencia judicial (o una fotocopia de la misma). 

 

364. En todos estos casos el informe más parece el de un abogado 

defensor que el de una institución preocupada de la defensa de los derechos 

de los ciudadanos, derechos que, como hemos mostrado aquí, se ven 

afectados por las actuaciones de los poderes públicos al margen de la ley, 

debiendo ser esta actuación al margen de la ley la que preocupara al Síndic, y 

                                                 
206 http://www.sindic.cat/site/unitFiles/4402/Informe%20retrocesos_derechos_humanos.pdf 

http://www.sindic.cat/site/unitFiles/4402/Informe%20retrocesos_derechos_humanos.pdf
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no tanto la persecución de la misma por parte de quienes están legitimados 

para ello. 

 

365. Esta situación lleva a una objetiva desprotección en Cataluña de 

quienes no comparten los planteamientos nacionalistas, puesto que, como 

vemos, el Síndic de Greuges ha optado por en vez de actuar como defensor 

de las personas, hacerlo como instrumento del nacionalismo. En el siguiente 

epígrafe consideraremos algunas de las consecuencias y posibles soluciones de 

esta situación. 
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10. CONCLUSIÓN Y POSIBLES LÍNEAS DE ACTUACIÓN 

 

366. Hasta aquí la descripción del deterioro democrático que 

padecemos en Cataluña. El propósito de este documento es, en primer lugar, 

servir como elemento de información para que quienes estén interesados en la 

situación que están atravesando nuestra sociedad y nuestras instituciones 

puedan encontrar de forma ordenada y sistematizada datos sobre los detalles 

de este deterioro. 

 

367. Además de esto, lo que pretendemos es llamar la atención del 

conjunto de la sociedad española sobre un problema que, como españoles, 

nos afecta a todos. En demasiadas ocasiones pareciera que este es un 

problema solo “de los catalanes”, y este es un enorme error. Formamos todos 

los españoles una única comunidad política, y quizás el primer éxito de los 

nacionalistas haya sido debilitar los vínculos que nos deben unir a todos los 

conciudadanos. Todos los catalanes tenemos derechos políticos en 

condiciones de igualdad en el resto de España y todos los españoles gozan de 

esos mismos derechos en Cataluña. El deterioro democrático en Cataluña 

afecta, por tanto, a todos los españoles. Además, ante la comunidad 

internacional, de las quiebras democráticas en cualquier parte de España 

responden el conjunto de los españoles. La responsabilidad internacional 

corresponde a España y en tanto en cuanto esta quiebra democrática pueda 

tener consecuencias internacionales toda España está afectada por lo que 

suceda en Cataluña. 

 

368. La asunción plena de que el problema del deterioro institucional 

en Cataluña afecta al conjunto de los españoles debería también tener 

traducción en el ámbito político. A veces nos sorprenden extrañas alianzas o 
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complicidades entre quienes deberían defender los derechos constitucionales 

de todos los españoles y quienes denodadamente trabajar para destruirlos. La 

degradación de la democracia en Cataluña debería ser una cuestión de Estado 

(si esta expresión tiene algún sentido) y debería tener consecuencias en las 

dinámicas políticas, y especialmente en las estrategias y alianzas de los 

partidos. Evidentemente, nosotros tan solo podemos dejar aquí apuntada esta 

idea, pero nos gustaría que el guante fuera recogido por quien puede hacerlo. 

 

369. La respuesta a lo que aquí hemos relatado no puede limitarse al 

ámbito de las declaraciones o alianzas, sino que debe abordar también la 

adopción de medidas o reformas que solucionen los problemas que aquí se 

han destacado. Seguramente algunas cuestiones son más sencillas y otras más 

complejas; pero nos gustaría que hubiera una actuación decidida del gobierno 

y del legislador en todas ellas. 

 

370. Así, empezando por las más sencillas, no debería ser imposible que 

ante la contrastada sucesión de irregularidades durante los períodos electorales 

en Cataluña, se adoptasen medidas específicas para garantizar que los 

próximos comicios electorales se desarrollaran en el más escrupuloso respeto 

a la normativa electoral y a las órdenes de las juntas electorales. Creemos que 

este es un reto que como país podemos y debemos asumir, dedicando medios 

a la coordinación entre los distintos actores implicados y dotando de los 

recursos necesarios a quien ha de velar porque la ley actúe contra quienes no 

respetan la normativa electoral. 

 

371. En este orden de cosas, también debería ser posible realizar 

actuaciones que permitieran poner fin a la anormalidad que supone que el que 

debería ser el régimen lingüístico de la escuela en Cataluña, al menos un 25% 

de las clases en castellano se convierta en realidad. Al mismo tiempo deberían 



 199 

adoptarse medidas para poner fin al adoctrinamiento en las escuelas catalanas 

que hemos mostrado en el apartado 3 de este informe. 

 

372. Debería ser un compromiso de toda la sociedad despolitizar las 

AMPAS y otras asociaciones. Los ejemplos que hemos mostrado de 

utilización partidista de asociaciones profesionales o con fines culturales o 

educativos debe terminar, y para eso deben adoptarse tanto medidas legales 

como, sobre todo, desarrollar una amplia cultura del respeto a la diversidad y a 

la pluralidad, así como de la necesidad de que en determinados ámbitos se 

ponga especial cuidado en la actuación de acuerdo con los intereses generales 

y según el principio de neutralidad institucional. 

 

373. Finalmente, hemos de abordar también la falta de confianza de 

muchos catalanes en determinadas instituciones que, precisamente por haber 

olvidado este deber de actuación neutral y de acuerdo con los intereses 

generales, se han convertido en instrumentos del nacionalismo. En este 

sentido la posición del Síndic de Greuges es especialmente preocupante. Los 

catalanes nos vemos privados de la posibilidad real de que nuestras quejas 

sean atendidas por el Defensor del Pueblo, quien las desvía al Síndic de 

Greuges y esto supone una efectiva privación de la protección que debería 

ofrecernos esta institución. Deberían abordarse las reformas necesarias para 

que, sin restringir las competencias de las instituciones autonómicas, las 

instituciones responsables para el conjunto del Estado también pudieran 

actuar en casos que se localizan en Cataluña. Esta idea podría aplicarse 

también al control de los medios públicos de comunicación, tan 

profundamente afectados por la falta de objetividad que ha sido denunciada 

en el apartado 6, como en materia educativa, donde debería reforzarse el papel 

de la Alta Inspección de Educación. Finalmente, en materia de protección de 

datos personales, la remisión que la Agencia Española de Protección de Datos 
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hace a la Autoridad Catalana competente en la materia tampoco nos satisface 

plenamente, dada la importancia que esta cuestión, la protección de datos 

tiene para el proceso secesionista. 

 

374. En definitiva, confiamos en que este documento ayude a 

diagnosticar el problema de déficit democrático que padecemos en Cataluña, 

sea útil en la identificación de soluciones y, sobre todo, contribuya a que todos 

los españoles y todas las instituciones españolas asuman la necesaria 

solidaridad y corresponsabilidad en la solución de un problema que a todos 

nos afecta. 

 

 

 

 

 


